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OPINION 

DITORIAL 

personal que la administración pública en el territorio nacional 
y e 

• 

La 

calificación de servicios es un instrumento de gestióne 

n el Distrito Capital está llevando a cabo para la valoración de 
• : todos sus empleados que han adquirido el derecho de carrera. 

Existen dos momentos para señalar el mérito de un empleado: en el 
• procesó de selección, que es el que le indica a la administración la 

idoneidad de una persona para ocupar un cargo, y en la calificación de 
servicios que establece si esa persona sigue en el estado de merito que 
justificó su ingreso. 

Es muy importante destacar que este proceso requiere de la objetividad 
imparciaiidad de los calificadores, debe ser el fruto del seguimiento, 

supervision y control del calificado durante el periodo anterior.  

Igualmente, los calificados deben ¿sumir los resultados como una 
oportunidad para su desárrolio dentro de la administración pública, puesto 
que una calificación favorable debe ser el reflejo de una actitud positiva de 
trabajo y le permanente disponibilidad por actualizarsé, y si, por el 
contrario, hubiere un resultado negativo, éste debe ser la campana de alerta 
para analizar los errores, corregirlos y retomar nuevamente la mcta fijada 
en el momento de tomar posesión del cargo. 

La calificación de servicios es un proceso intermedio entre el de 
selección de personal y el de capacitación, sus resultados claramente 
pueden reflejar fortalezas y debilidades institucionales y personales 
que pueden ser reforzadas. las unas. corregidas, las otras. ajustando o 
replanteando los métodos utilizados hasta el momento. 

La calificación demuestra. en fin, la idoneidad de los empleados 
públicos y garantiza que el Estado Colombiano cuente con personas capa-
citadas y abiertas al cambio, tanto calificados como calificadores pueden ir 
creciendo en virtud de una relación que implique desarrollo del talento 
humano. 
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Director para med ir 
Coordinación Editorial 

JA 1RO ¡VAN ROA BEDO YA 

la Comité Editorial  grandeza  
EDUARDO GONZALEZ MONTOYA 
RODRIGO ALONSO VERA JA/MES 
BERNARDO GUERRERO LOZANO 

FABIOLA OBANDO 'RAMIREZ 
 

DAR/O CORREA URIBE Arturo Guerrero 
EDDEL ALVAREZ RAMIREZ 
JA/RO/VAN ROA BEDOYA 

JUAN PABLO TOBON CORREA 
FERNANDO GONZÁLEZ RODRÍGUEZ ay una fórmula, cruel pero certera, de medir anticipadamente la grandeza, la 

FABIO MANUEL GUZMAN ROJAS U 
mediocridad ola nada de un hombre. Hela aquí: Trasládese usted con la imagina- 

2 ción cincuenta años adelante de su propia muerte e indague minuciosamente por la 

Diseño y Autoedición sombra de memoria que aque1os que lo han sobrevivido guardarán de usted. 

GABRIELA OSORIO VALDERRAMA Para ser piadosos habrá de comenzar por sus familiares, hijos, nietos, bisnietos, tal vez 

Textos tataranietos. Las estupendas fotografías en colores que usted conserva hoy con sus momentos 

DOLLY CLARO LUNA estelares o con la modorra de los paseos dominicales, habrán entonces recibido el doble 
MAR/A ELENA PEREZ estigma del tiempo y del olvido. Poco ayudarán a su recordación, en aquella futura época veloz 
Corrección de Textos 

GABRIELA OSORIO VALDERRAMA y envanecida. 
Desde el punto de vista físico, usted no será más que un borrón, una desaparición con 

Fotografía 
CARLOS MARIO LEMA forma de patriarca. Incluso su nombre, hoy quizás objeto de aprecio y de ventura, será 

difícilmente deletreable pór generaciones que manejarán idiomas planetarios. Ni hablar de sus 
Coordinación y Producción Editorial 

OFICIWA OC COMUNICACIONES bienes materiales: ninguna huella habrá dejado el oro, y su modesta vivienda habrá dado paso 

DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO a las torres de los vientos. 
DE LA FUNCION PUBLICA 

Carrera 6a. No. 12-62 Oficina 707 Después de la decepción con sus descendientes, habrá de interrogar a los interesados en 

Teléfonos: 33440.80-334 0037 su oficio. Si usted es electricista, vaya al gremio de los electricistas; si abogado, visite la 

facultad de derecho; si sicóloga, golpee en los consultorios de sus futuros colegas. AverigUe 
Circulación y Suscripciones 

ESCUELA SUPERIOR por la huella que dejó entre los apasionados de su arte. Pregunté si usted es alguien en medio 

DEADMINISTRACION PUBLICA de los espectros de los muertos. 
Secretaría General 

Diagonal 40 No. 46 A 37-CAN- Finalmente, párese en un parque de esa ciudad remota cuyos árboles hoy no están 

sembrados. Converse con los transeúntes hipotéticos, a ver si alguno conserva algún recuerdo 
Impresión 

SECCION DE PUBLICACIONES - SENA DIGENERAL  de su vida Pulse el peso de su inmortalidad, calibre el espesor de su verdadera muerte. - 

¿Qué será de usted, cuando medio siglo le haya quitado solidez al movimiento de su 
Fotomecánica espíritu? ¿Que fomia de presencia mantendrá de usted esta tierra que ya habrá devorado sus 

DIONISIO BARRERA 
huesos y todas sus reliquias? ¿Cuál será la talla de la grandeza suya. en el concierto de esta 

Tiraje: 1.500 ejemplares humanidad que cortiabiliza hoy ochenta mil millones de individuos, desde el prímerdía en que 
ISSN: 0120- 193X 

Tarifa Posta/No. 319 un Adán supo que daba inicio a la única especie triste del planeta? 

Santafá de Bogotá, Marzo de 1995 La operación prospectiva vale la pena. porque la nuestra es también la única especie con 

• hambre de inmortalidad, de trascendencia. Nos resistimos a desaparecer COO la lLiz. 

Las opiniones presentadas Tercamente ambicionamos darle eternidad a un nombre, a esta presencia. a la conciencia de 
en los articulos y comentarios pertenecen 

sabernos i rrepet ¡ bIes. 
a sus autores y no reflejan. 

necesariamente, los conceptos Tal vez la clave de la inmortalidad esté en apuntarle al eje de la vida, como lo hicieron 
000lit,cas de la Entidad. los clásicos, como lo hicieron Homero y Alejandro. Pendes y Cleopatra. Leonardo y Don 

Las notas publicadas pueden Quijote. Sí. Don Quijote, quien vive hoy más que Cervantes. porque logró acumular memoria 

ser reproducidas parcial si ti siquiera haber padecido tiempo. 
o totalmente, mencionando la fuente. 
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Domi ciliarios 
Para realizar su labor contará con la 

asistencia de las Superintendencias delega-
das para energía y gas combustible, para 
acueducto, alcantarillado y aseo y para tele-
comunicaciones. 

La Superintendencia tendrá a su cargo. 
entre otras. la  función de "icilar 

'' 
controlar 

el cumplimiento de las leyes y actos admi-
nistrativos a los que estén sujetos qinenes 
presten servicios públicos, sancionando sus 
violaciones. siempre que esta función no sca 
corn pelencia de otra autoridad. 

Además, vigilará y controlará el cumpli-
miento de los contratos entre las empresas de 
servicios públicos y los usuanos. apoyando las 
labores que en este sentido desarrollen los 

comités municipales de desarmilo y control 
social de los servicios públicos domiciliarios. 

En lo que re.specta a la paiticipación ciu-
dadana, la Superintendencia diseñará y pondrá 
en mareha un sistema de vigilancia y control 
que pcilrlita apoyar las tareas de los comités dc 
desarrollo: asegurará la capacitación de los 
vocales, dotándolos de los instrumentos bási-
cos que les pemlílan organizar mejorsu trabajo 
de fiscalización. A su vez. proporcionará el 
apoyo lécn ¡co neccsariopara lapronioción de la 
paiícipación de la comunidad en las tareas de 
vigilancia, y sancionará a las empresas que no 
respondan en tbniia opoouna y adecuada las 
quelas de los usuanos: 

Carta Administrativa 

n cumplimiento de lo dispuesto 
en la Resolución 10942 de 1992, 

¿_t el 15 de diciembre pasado se rea- 
lizó en las instalaciones de la entidad, la 
premiación de Estímulos ala Eficiencia de 
los iiiejores funcionarios del Departamen-
to yde la Escuela Superior de Administra-
ción Pública ESAP. 

Teniendoen cuenta el eficiente desem-
peño laboral y las condicioñesy realizacio-
nes personales del empleado dentro y fuera 
del ambiente de trabajo, que contribuyen a 
una mejor prestación de los servicios y de la 
inagen delaentidad, se determinó distinguir 
como los mejores funcionarios de 1994 a: 

1 ACTUALIDAD  J 

En primer lugar, 
Marlene González de 
Navarro, quien se des-
empeña como Secreta-
ria Ejecutiva en la Di-
rección de Apoyo a la 
Comisión Nacional del 
Servició Civil. 

El segundo y tercer puesto fue ocupa-
do por Riti Lucila Ahumada Farieta y Juan 
Carlos Mosquera Jordán, respectivamen-
te, quienes laboran en la ESAP. 

Del mismo modo, fueron merecedo-
res de Menciones de Honor Federico Ba-
rón de] Risco, Edilberto Gutiérrez, Ger- 

mán Ramírez Amorocho y Alberto Freddy 
Suárez Castañeda, funcionarios del Depar-
tamento, y María Vérónica Arenas Porras, 
María Bárbara Bohórquez y María del 
Carmen Herrera de Martínez, quienes se 
desempeñan como funcionarias de la Es-
cuela. 

Esti*
.

M
,

Uland. 0,  
a Eflc, lenc ,l.a 

i.os ganadores de este ato: Marlene González de Navarro, Riti Lucila Ahumada 
Farieta, Edilberio Gutiárrez, Frcddy Suárez Casiafieda, María Bárbara Bohórquez, 
Federico Barón del Risco. María del Carmen Herrera de Marlínez y Juan Cartos 
Mosquera Jordán. 

creadá Superintendencia de 
- - - - - - _ - 

1 Gobierno Nacional creó laSuper-
intendencia de Servicios Públicos 

---- - Domicilianoscornounor.ganismo 
de carácter técnico adscrito al Ministerio de 
Desarrollo Económico, con persoñeríajurí-
dica, autonomía administrativa y patrimo-
nial. en cumplimiento de lo estipulado por la 
Ley 142 del II de junio de 1994, por la cual 
se establece el régimen de los servicios pú-
blicos domiciliarios y se dictan otras dispo-
siciones. 

La Superintendencia de Servicios Pú- 
bicos Domiciliarios, bajo la dirección cte 
José Fenianclo Castro Cayccdo. vigilará la 
prestación de los servicios a los colombia- 
nos, tanto por empresas privadas como por 
las del sector oficial: defenderá los derechos 
de losconsumidores y atenderá sus reclamos 
frentea posiblesahusos de los prestadores de 
servicios. 
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ACTUALIDAD 

• Construir 
la paz 

Margarita Correa Gallego 

na de las prioridades del Gobierno Nacional consiste 
en definir los mecanismoslnecesarios para la búsqueda 
de la paz definitiva en Colombia, para de ésta manera 

hacer uso del derecho que tenemos todos los colombianos de 
pensar en un futuro libre de violencia. 

En la presente administración, el Alto Comisionado para 
la Paz, doctor Carlos Holmes Trujillo, es el encargado de 
verificar la voluntad real de paz y reinserción de los alzados en 
armas, convocar a los sectores de la sociedad civil en torno al 
propósito de la reconciliación, definir los términos de una 
agenda de negociación si ella fuera viable y precisar los 
mecanismos e instrumentos administrativos de una gerencia 
para la paz que asegure la participación de todas las instancias 
del gobierno y la sociedad civil cii la creación de condiciones 
electivas para la reinserción. En diálogo con Carta Administra-
iva. el doctor Holmes Trujillo se refirió de la siguiente manera 

sobre la inciación de un proceso de negociacióil con los grupos 
alzados en armas, sobre las condicones para iniciar el diálogo 
y el papel de la sociedad civil en el conflicto. 

Margarita Correa Gallego. ¿Qué condicioneS deben 

darse para iniciar un proceso de negociación con los grupos 
alzados en armas? 

8 

Carlos Holmes Trujillo. El Gobierno Nacional está dis-
puesto a iniciar un proceso de negociación en la medida en que 
tengamos la seguridad de que nos llevará a una paz permanente, 
no será utilizada para hacer proselitismo armado y que estará 
acompañada de coincidencias efectivas sobre la necesidad de 
la humanización de la guerra. 

Dentro de este marco, se propiciarán acercamieñtos pre-
paratorios para la, elaboración de una eventual agenda de 
negociación otorgando garantías sobre la seguridad personal 
de los interlocutores. 

Es importante precisar que lo que al Gobierno Nacional le 
interesa, fundamentalmente, es conseguir la paz. Por ello le 
preocupa que existan sectores que estén pensando más en el 
proceso de búsqueda de la paz que en la paz  misma 

Por ello insistimos en la necesidad de que el proceso sea 
discrcto y por eso también liemos solicitado de los medios de 
comunicación un compromiso de autorregulación para no con-
vertir la búsqueda de la paz en un espectáculo que podría 
terminar en otro doloroso salto al vacío. 

El que el proceso sea discreto. no significa que tenga que 
ser secreto: la Opinión tiene derecho a estar informada sobre sus 
avances y desarrollos Y. por supuesto a opinar sobre el los. 
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A CTLL4LIDAD 

Para garantizar su discrecioiialidad el Gobierno Nacio-
nal piensa que el mejor sitio para avanzar es esta etapa 
preparatoria sería un lugar en territorio extranjero e insis-
tirá en este punto, a menos que tenga la certeza de que los 
acercamientos preparatorios se pueden adelantar, con la 
suficiente reserva, dentro del territorio nacional. 

M.C.G. ¿Quiénes serían llamados a dialogar? 

C.H.T. Preferimos una negociación integral, con to-
dos los grupos alzados en armas sentados en la misma mesa; 
si ello no fuera posible, estamos dispuestos a entendernos 
con quienes manifiesten su voluntad de paz en los términos 
ya expuestos. 

Queremos anunciar que el Gobierno CSIÚ preparando 
una Ley de Desarme General que i ud uirá normas específi - 
cas para facilitar la desactivación de los grupos paramilita-
res, reducir el número de armas en poderde los particulares. 
desarrollar mayores controles de las empresas privadas de 
vi&zi lancia y asecurar, de esta manera, que el monopolio 
legítimo de la fuerza regrese a manos del Estado. 

M.C.G. ¿Cuiul es la principal mcta del proceso de paz? 

Octubre 1994 - Marzo 1995 

C.H.T. Terminar de manera definitiva con la guerra. 
Los colombianos deben estar advertidos deque, mientras 
dure el proceso de paz, seguirán presentándose hechos de 
violencia. Si no fuer.a sí, no estaríamos buscando la paz: el 
día que se acaben totalmente los hechos de gúerra, la paz 
estará hecha. 

El Gobierno espera una dismiiución inmediata en la 
intensidad de la guerra pero anuncia que su disposición a 
encontrar una salida política al problema de la violencia, no 
significa que baje la guardia que tiene montada para hacer 
efectivas las garantías constitucionales de todos los ciuda-
danos de Colombia. 

Las Fuerzas Armadas de Colombia seguirán respon-
diendo con especial energía a cualquier situación cte altera-
ción del orden público. 

M.C.G. ¿,Cónio se va a proteger a la población civil? 

C.H.T. Mientras termina la guerra tenemos el compro-
miso moral de evitar que la poblacióii civil, inocente, siga 
siendo \'íd i ma de el la. 

El Gobicrrio se ha comprometido con una ambiciosa pol 
tica de defensa de los derechos humanos, conscientes como 

9 
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ACTUALIDAD 

estarnos de que un Estado no puede pedir a sus ciudadanos 
conductas que no esté en capacidad de exigir a sus propios 
servidores. 

Nos hemos comprometido a: 
-. 

• Hacer respetar las normas internacionales sobre derechos 
humanos. 

Combatir y desactivar los grupos paramilitares. 

• A una intensa campaña de educación ciudadana sobre los 
derechos humanos. 

• A abrir oficinas de vigilancia de los derechos humanos en 
todas las guarniciones militares y a incluir la materia en 
todos los pénsum de enseñanza de las fuerzas armadas. 

• Igualmente, nos hemos comprometido en una polftica de 
apoyo a los desplazados por la violencia, que pondrá en 
marcha próximamente el Plan Nacional de Rehabilitación. 

Estamos dispuestos a comprometernos con una nueva 
política humanitaria que dé aplicación al artículo 3 de la 
Convención de Ginebra y su Protocolo II de 1977, acatando 
las, disposiciones humanitarias que regulan los conflictos 
ahiados. Estas previsiones comprenden en particular a la 
población civil que se encuentra localizada en zonas de 
copflicto y a los miembros de cuerpos ygrupos armados de 
cualquier clase que hayan depuesto las armas o hayan sido 
puestos fuera de combate por enfermedad, herida, deten-
ción o cualquier otro motivo. 

Se trata de reconocer que, en caso de un conflicto 
armado como el que actualmente nos azota, toda persona 
humana queda bajo la salvaguardia de los principios de 
humanidad y de las exigencias de la conciencia pública: y 
de hacer respetar la consigna de que nadie tiene un derecho 
limitado para escoger las armas que daflarán a su enemigo. 

cuando esui de por medio una población inocente. 

Colombia, como país de leyes. con una Constitución 
respetada y respetable y unas Fuerzas Armadas prolunda-
mente civil islas se compronlete con la humanización de la 

cuerra. 

Y en espera que los grupos alzadoS en armas expresen 
una coincidencia con estos presupuestos éticos, especial-
mente los que se refieren en los convenios internacionales 

r 

Carlos Holmes Trujillo, 
Alto Comisionado para la Paz 

de Ginebra y su respectivo Protocolo, a los siguientes 
aspectos: 

• Las prohibiciones específicas para los combatientes 
en relación con los no conihat ienles: 

a) Evitar atentados contra la vida.salude ineeri-
dad física o mental de los civiles: 

h) Abstenerse de torturas, mutilaciones y toda 
fo rm a de pena corporal: 

c) Evitar la toill:l de rehenes. los secuestros, las 
trampas e las minas: 

-- 
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ACTUALIDAD 

En el pasado, los grupos guerrilleros ya han hecho 
públicas manifestaciones respecto a su acuerdo y acata 
miento de algunas de estas normas para la humanización -de 
la guerra. El Gobierno Nacional ahora busca que como 
colombianos que son y corno actores políticos que. pueden 
llegar a ser, los grupos alzados en armas den pasos decii-
vos en la dirección.de  limitar los sufrimientos de la pobla-
ción civil atrapada en los conflictos, y de los heridos y los 
enfermos colocados fuera de combate, y transmitan al país 
una certera sefíai de su disposición a avanzar en términos 
prácticos hacia la paz que el país entero reclama. 

El Gobierno de Colombia aceptaría una entidad de 
verificación de esta propuesta de humanización de la gue-
rra, como la Cr.uz Roja Colombiana, con la, asesorÍa de la 
Cruz Roja internacional o-el MinisterioPúblico colombia- 
no. , ...- 

. . 

M.C.G. ¿Cuál es el .papel de la sociedad civil en este 
proceso? 

 

C.H.T. Existe una voluntad clara de reconciliación en - 

todos los colombianos. Las autoridades religiosas, los con-
gresistas, los alcaldes, los gobernadores, los empresarios, 

El día en que llegue la -paz podremos destinar los 
presupuestos que hoy finançian la-guerra ü inversiones para 
financiar la otra paz, la paz social: 

Ese día renacerán también los movimientos sociales 
que ampliaran los espacios de la democracia y apareceran 
los primeros rasgos de un ciudadano formado en la toleran-
cia.  

- Los colombianos no deben esperar sóluciones mágicas 
al problema de la violencia. Hemos tardado muchos años en 
montar esta compleja y diabólica máquina de destrucción 
que ahora debemos desmontar con serenidad y. generosa 
cápacidad de sad'rificio y entrega. 

d) Los actos de terrorismo y los atentados contra 
la dignidad de las personas. 

• La protección física y moral de los heridos y enfer-
ni os. 

• La protección de la población civil (frente a hostili-
dades de guerra) y los relacionados con la conduc-
ción de las hostilidades mismas. 

los obreros de la industria de] petróleo han ofrecido su 
concurso para construir el gran edificio de la paz: su aporte 
facilitador es bienvenido. En esta nueva etapa seguiremos 
convocándolos para asegurar que la sociedad civil sea socia 
obligada de] proceso de reencuentro entre todos los colom-
bianos. 

Para construir un clima propicio para la paz en todo el 
-territorio nacional empezaremos por convocar a los voceros 
de la sociedad civil a nivel regional: ellos también tienen 
mucho que.aportar a la tarea de facilitación de la paz. 

Construir la paz, hacerla posible, es una tarea de todos: 
negociarlaes una responsabilidad exclusiva de¡ Gobierno 
Naóional. 

Trabajaremos en el diseñodel Fono para la Paz pro-
puesto por e] Consejo' Gremial convencidos como estamos 
de que la paz no es gratis, que tiene un costo y que todos los 
colombianos debemos estar dispuestos a pagarlo. 

.el día que 

se acaben 

t ot alment e 

los hechos 

de guerra, 

la paz estará 

hecha." 

No vamos a ponerle plazos a la paz: pido a los colom-
bianos que no confundan la paciencia con la vacilación, ni 
la tolerancia con la debilidad. Tardaremos el tiempo que sea 
necesario y obraremos con la energía suficiente para que el 
proceso resulte en una paz permanente y estable, como la 
desean todos los colombianos. 

La paz no se da. la  paz se construye. La guerra e'ialIa, 
la paz se edil,ica. Vamos a construir entre todos y para todos 
ese eran edihcio de una sociedad en paz. 

Aluien decía que el destino de los hombres está hecho 

de lana tomada de las madejas negras de¡ ni jedo o de lana 
sacada de las madejas blancas de la esperanza. A Colombia 

le llegó la hora de que el destino de su gente esté tejido de 
blanca ana: no queremos más ni edo. queremos más espe-
ranza. 
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F'ACTjLIDAD 

La Admlvníst
,

racion 

debe elegl*r
, 
 a qui*en

. 

 
ocupe el primeri 

puesto en el concurso 

e conformidad con el artículo 125 
de la Constitución, es regla gene- 

ral que los empleos en los órga-

nos y entidades del Estado, son de carrera, 

excepto aquellos que la misma norma taxa-
tivamente señala, a saber: los de elección 

popular, los de libre nombramiento y re-

mdción, los de los trabajadores oficiales y 

los demás que determine la ley. Y, en el 

evento de que la Constitución o la ley no 
hayan señalado el sistema de nombramien-

to de un determinado empleo, éste deberá 

hacerse mediante concurso público. 
La carrera administrativa se ha de-

finido como "un sistema técnico de ad-

ministración de personal que tiene por 

objeto garantizar la eficiencia de la ad-

ministración pública y ofrecer a todos 

los colombianos igualdad de oportun i- 

dades para ci acceso al servicio público. 

la  capacitación. la  estabilidad en sus 

empleos y la posibilidad de ascender en 

la carrera conforme a las disposiciones 

mencionadas en el artículo 2 de la pre-

sente ley." (art. 1 de la Le)' 27 de 1992). 
Dado que la carrera administrativa se 

basa únicayexclusivamenieen el méritoy la 

capacidad de los aspirantes. es  deber de la  

administración escoger o seleccionar a 

aquellas personas que por su capacidad 

profesional y condiciones personales, son 

las que requiereel servicio público, pues la 

eficiencia y eficacia del mismo, depende-

rán de la idoneidad de quienes deben pres-
tarlo. Así, la carrera administrativa se cons-

tituye "en el instrumento más adecuado 

ideado por la ciencia de la administración 

para el manejo del esencialisimo elemento 
humano en la función pública, asegurando 

su acceso en condiciones de igualdad (ar-

tículo 13 de la C.N.), promoviendo una 

lógica de méritos de calificación, de ho-

nestidad y eficiencia en la prestación del 

trabajo humano, alejando interesadas in-

fluencias políticas e inmorales de relacio-

nes de clientela. Conceptos estos de efi-

ciencia que comprometen la existencia 

misma del Estado". (Seat. C-356/94 M.P. 

Fabio Morón Díaz). 
En la misma línea del fallo anterior, 

encaminada a preservar la carrera admi- 

nistrativa cuya conveniencia aparece ma- 

nifiesta, esta Corporación dijo en sen-

tencia C-195/94. con ponencia del Ma- 

gistrado Viadimiro Naranjo Mesa: "El 

sistema de carrera administrativa tiene  

como finalidad la realización de los prin-

cipios de eficacia y eficiencia en la fun-

ción pública, así como procurar la esta-

bilidad en los cargos públicos, con base 

en estos principios y en la honestidad en 

el desempeño de los mismos. Se busca 
que la administración esté conformada 

por personas aptas desde los puntos de 

vista de capacitación profesional e ido-

neidad moral, para que la función que 

cumplan sea acorde con las finalidades 

perfectivas que el interés general espera 
de los empleados que prestan sus servi-

cios del Estado. El elemento objetivo de 

la eficiencia es el determinante de la 

estabilidad laboral, porcuanto es su prin-
cipio de razón suficiente. No se trata de 

una permanencia en el cargo por razones 

ajenas a la efectividad de los buenos 

resultados, ni el ingreso al empleo sin 

una vinculación fundada en motivos di-

ferentes a la capacidad. igualmente, el 

retiro se liará por hechos determinados 

legalmente. inspirados en ¡a realidad de 

la eficiencia laboral. En definitiva, lo 

que se ptege es el interés general." 

El ingreso y ascenso en cargos de 

carrera, según lo ordena nuestro Estatu- 
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to Supremo en -el artículo antes mencio-
nado, se debe realizar previo el cumpli-
miento de los requisitos y condiciones 
que fije la ley para determinar los méri-
tos y calidades de los aspirantes. Dejan-
do claramente establecido -el Constitu-
yente que la filiación política de los 
ciudadanos- "eñ ningún caso" podrá de-
terminar su nombramiento, ascenso o 
remoción en empleos de esa naturaleza.. 

En la misma forma, consagra que el 
retiro de un empleado que ocupa un 
cargo de carrera, sólo podrá producirse 
por: calificación no satisfactoria en -el 
desempeño del empleo, por violación 
del régimen disciplinario y por las de-
más causales previstas en la Constitu- 
ción o la ley. - - - - 

- En desarrollo -del citado artículo. 125 
de la Constitución, se expidió la ley 27 
de 1992, cuyo artícuió -11 .serefiri-ó a los 
-concursos, clasificándolos -así: 1' "Abier-
tos, para el ingreso -de nuevo personal a 
la carrera administrativa"; y 2. "De as-
--censó, para el personal escalafonado", y 
definió -cada una ide ias etapas que los 
integran. - 

...

- 

- De otro lado, hizo alusión a la pu- 
blicidad de los mismos, disponiendo que 

-las convocatorias para los concursós 
abiertos deberán div ulgarse, al. -menos, - 

uno de -estos mediós: la prensa, la 
radio o la televisión; permitiendo que en 
los municipios cuya población- sea infe-
rior a veinte mil (20.000) habitantes, se 
haga a través de bandos o edictos. los 
cuales define. 

Y en lo que respecta a la provisión 
de empleos de carrera, señala que debe 
real i zarse pa"  o concurso. por nombra-

miento en período de prueba o por as-

censo. (art. lO Ley 27/92). 

d. Los concursos. 

En este orden de ideas, el concur-

so ha sido instituido por la ley como 

un proced ini iento idóneo para proveer 

cargos de carrera administrativa. y se 

ACTUALIDAD- 

conforma por una serie de ac-tos y he-
chos administrativos, a -saber: la con-
vocatoria, el reclutamiento, la aplica-
-ci-ón de pruebas -o instrumentos dé -se-
lección, la conformación de la lista de 
elegibles y el per-íodo de prueba. (art. 
4.-dec. 1222/93); - - 

- 1. La cónvócatoria (que dice la 
ley por convocación), es el primer 

- - paso del procedimiento de selección y - 

consiste -en un llamado que hace la 
Administración a quienes reúíián de-
terminadas calidades o . condiciones 
para incorporase a un empleo -de -ca-
rrera administrativa. En ella se cons-a-
giañ las bases del conurso, -las cuales - 

- difieren de acuerdo con el tipo de con-
cursó y -el cargo por proveer; -en tétmi-
nos-generales, se p-ueden mencionar, a 
manera de ejemçio,.algunas dé.]as pre- - 

visiones que -debe cóntener,.a saber: la 
identificación del cargo, las funcio --

nes, lá remuneración, los requisitos de 
estudiós pará -el desempeño del em-
pleo,títulos, experiencia, o-en -su lu-

-- .gar la forma como se compensan esas - 

exigencias, los documentos que debe 
presentar elandidato para su inscrip--
ci-ón, la demostración de -calidades, 
1-as funcion-es del cargo, la clase de 
exámenes ó pruebas que se van a rea-
lizar - la -indicación- -del sitio, -fecha y 
horen que se llevará a cabo'el con-
curso, el tiempo límite de inscripcio-
nes, lugar en donde se reciben éstas, la 
fecha en que se publicarán los resu Ita-
dos, en fin, todos aquellos factores 
que habrá de evaluarse dentro del con-

curso. Regulaciones que, corno se con-

sagra en el artículo 5 del mismo decre-

to, acusado pai ial lien tc. "es norma 

reguladora de todo concurso y obliga 

tanto a la administración como a los 

participantes". es decir, es ley para las 

partes. 
La convocación garantiza a los as-

pirantes. en el evento de que cumplan las 

exigencias estatuidas. igualdad de opor-

lun idades para acceder a ocupar cargos 

Carta Administrativa 

públicos, y el derecho a concursar en 
igualdad de condiciones. 

2. El reclutamiento, tiene como fi- 
nalidad -determinar quienes de las perso-
ilas que se -insc-ribieron para participar 
en el concurso, reúnen los requisitos y 
condiciones exigidas por la administra-

- ciÓn, para lo 1 cual se debe elaborar una 
lista en la que aparezcan los candidatos 
admitidos y los rechazados, teniéndo en 

- cuenta que -en este últin o caso, solamen-
te se pérm-ite excluir a quienes -nó cum- 
plan con las exigencias seña-ladas -en la 
convocatoria, las que deberán indicarse 
a cada uno de los afectados en forma 
escrita y precisa. 

Adviértase que en esta etapa se con-
-curso se hace un análisis meramente 
objetivo, (edad,.nac.ionál-idad, estudios, 
títulos, profesión antecedentes penales 
y disciplinarios, etc.) para determinar la 
aptitud legal de los aspirantes, lo cual se 
realiza antes de las pruebaso exámenes 
de conocimientos. -- - - 

3. La aplicación de pruebas-o ¡ns-
- trurnentos -de selección, tiene como 
fin esencial "apreciar la - capacidad, 
idoneidad y potencialidades del -aspi-
rante y establecer una clasificación de 
los mismos respecto a las calidades 
requeridas para -desempeñar con -efi-
ciencia -las funciones y -responsabili-
dades del cargo" (art. 8 dec. 1222/93). 
Con -la realización de las pruebas se 
busca la evaluación del candidato no 
sólo en el aspecto intelectual por me-
dio de exámenes de conocimientos 
generales y profesionales específicos 
de acuerdo con el cargo, sino también 

sus condiciones de preparación. com-

petencia. capacidad o aptitud tísicau 

comportani iento soc ¡ al. idone dad mo-

ral . presentación personal, capacidad 

para relacionarse con las personas. an-

tecedentes personales y familiares, etc. 

para lo cual se practicarán pruebas  

sicológicas. entrevistas y todos aque-

1 los otros niecan ismos que se conside-

ren aptos para ese fin. 
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ACTUALIDAD 

"es. Si la carrera 

en lasúltimas el no brarniento depen-
derá de la discrecionalidad del nomina- 
dor, vi61ando así los artículos 13 y 125 
de la Constitución, criterio que compar-
te p1enanente la Corte, por las razo'nes 
que se esgrimen a continuación: 

El Legislador ha instituído el con-
curso de méritos como mecanismo ins-
trumental idóneo para la provisión de 
cargos de carrera administrativa, regu-
lando cada una de las etapas que lo 
conforman. tal como se describió el pun-
to anterior. Sin embarco, llama la aten-
ción de la Corte que ni en la Ley 27 de 

1 992. por medio de la cual se desarrolla 
el artículo 125 de la Carta. iii en el 
Decreto Lev 1222 (le 1993. parcialmen-
te acusado, se hubiera reclamentado esta 
materia en una lorma niis completa. 
pues se observan carencias en distintos 
aspectos. lo cual crea insecuridad y pue- 

Carta Administrativa 

4. LaLista de elegibles. 

Valoradas cada una de las 
pruebas se procede a la ela-
boración de la denominada 
lista de elegibles, de acuer-
do con el puntaje obtenido 
por cada participante, mdi-
cando los candidatos que 
aprobaron "en riguroso or-
den demérito", como lo or-
dena elartícuio 9 del Decre-
to 1222 de 1993, objeto de. 
impugnación 

e. La norma acusada. 

:Si. la. carrera adminis- 
trativa, como'ase:expresó, 
se fundamenta Única y ex-
lusivamenteén el mérito y 

lacapacidad del funcionario 
Dúl lico, la administración 
Jebe seleccionar al más des- 
acado; es decir, a quien 'ha 
lçmostrado una mejor pre- . 
)aIación, conocimiento y 
ornpetencia, de acuerdo con 
as funciones del empleo y a 
as necesidades del servicio público. 

Así-las cosas, el precepto demanda-
lo al establecer que con base en, los 
esuitados del concurso, e] jefe del orga-
ismo debe elaborar la lista de elegibles 
con los candidatos aprobados yen rigu-
oso orden de mérito", la cual tendrá una 
igencia de un (1) año para los empleos 
el concurso, y que "efectuado uno o 
tás nombram ¡en tos, los puestos se su- 

rán con los nombres de las personas 
ue sican en orden descendente". 110 

ulnera la Constitución y por Cl contra-
o se adecúa a sus mandatos. 

No acontece lo ni sino, con la parte 

la disposición que prescribe: "La pro-

sión del empleo dcberú hacerse con 

ia de las personas que se encuentre 

ore los tres primeros puestos de la lista 
dcci bies", que el actor cuestiona por 
discriminatoria y arbitraria, ya que 

de ser fuente de equívocas 
interpretaciones. 

En lo que respecta a la 
consagración de los elemen-
tos, pruebas .o instrumentos 

• de selección que han deapli-
carse para apreciar "la capa- 

• cidad, idoneidad y potencia-
lidades . del aspirante" que 
quiera acceder a un empleo 
de carrera, como cada uno 
de los factores que 'han de 

• •calificarse no. fueron deter-
• minadosporellegisladorex- 

traordinario, á pesar de te- 
ner facultades para hacerlo, 

• quedó iibrada al criterió del 
nominador la práctica deta-. 
les pruebas, o cual no resul- 

• ' ta conveniente ni a tono cori 
la institución del concurso, 
pues la.existencia de un pro-
cedirniento regládo, 'tiende, 
precisamente, á 'limitar la 

• apreciación discrecional -del 
nominador, garantizando así 

• de manera eficaz, los dere- 
- chs de los aspi1antes 

Pero sea ci al fuere el método o 
sistema elegido, éste debe contener en-. 
terios específicos y concretos para efec-
tuar una selección en la que aparezcan 
como valores dominantes la capacidad 
profesional o técnica del aspirante, sus 
calidades personales y su idoneidad 
moral, acordes con las funciones del 
empleo y las necesidades del servicio 
público. Por tanto, no puede quedar al 
nominador una libertad absoluta para 
que designe a su arbitrio, pues. el noni-
bramiento siempre tendrd (lic recaer cii 

Li len haya obten ido el mayor nú mero de 
pinitos. 

La calificación de cada uno de los 
dist titos actos que componen las prue-
bas o instrumentos de selección. depen-
cleró del método o sistema que se el ta. y 
en esta etapa el nominador ejerce una 
tarea decisiva, pues si bien es cierto que 

administrativa, como ya 

se expresó, se fundamenta 
única y exclusivamente  en 

el mérito y la- capacidad 
del funcionarIo público, la 

administración debe 
seleccionar al más 

destacado, es decir, a 
quien ha demostrado una 

mejor preparación, 
conocimiento y 

competencia. .." 
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ACTUALIDAD 

tiene ciertas limitaciones regladas, tam• 
bién lo es que posee alguna discreciona-
lidad. Eh efecto, si se trata de la califica-
ción de exámenes o de aquellos requisi-
tos objetivos a los cuales se les ha asig-
nado un determinado valor, la suma de 
todos estos será una simple operación 
matemática en la que el ganador será 
quien ha obtenido el mayor puntaje. 
Dentro de éstos se encuentran los que se 
demuestran con documentos, porejem-
pb: la edad, la nacionalidad, la profe-
Sión, las especializaciones, los antece-
dentes penales y disciplinarios, la expe-
riencia, etc. 

Sin embargo, existen otros factores 
en los que la calificación 
meramente objetiva es im-
posible, y es allí en donde 
aparece un elemento sub- 
jetivo que, en ciertas oca-
siones, podría determinar 
la selección, como sería por 
ejemplo, el análisis de las 
condiciones morales del as-
pirante, su capacidad para 
relacionarse con el públi- 
co, su comportam'iento so- a los demás, en orden 
cial, etc, ondi'ciones que 
el nominador está obligado 
a juzgar con prudencia, 
equidad, razonabilidad y 
propprcioialidad, basado 
solamente en el interés pú-
blico, el buen servicio, y 
las funciones propias del 

¿para que el empleo, lo que no equivale 
a sustraerlo a su juicio. Lo 
que ocurre es que se da un 
cierto margen de aprecia- 
ci ón por pertenecer a con - 

calidades, si el s iderac iones no cuant i fi ca- 
bles y es aquí donde Juega 
u n papel ini portante la dis-
crecionalidad del nomina-
dor. 

Así, la valoración de 
las condiciones, títulos y 
deniíis requisitos de los as- 

ésta es caprichosa, no sujeta necesa-
riamente a los propósitos que han de 
informar la vinculación a las tareas de ,  
la función pública, mientras que aqué-
lla ha de ser razonablemente justifica-
da y guiada por el propósito insubro-
gable de atender de manera óptima, 
las necesidades del servicio. Tal moti-
vación razonada tiende, además, a ga-
rantizar el derecho de defensa de quien 
se crea lesionado por el ejercicio del 
poder discrecional. De los criterios 
usados para la selección, dependerá la 
rectitud de la decisión discrecional, 
quedando a salvo la facultad del afec-
tado de acudir a la jurisdicción con- 

tencioso administrativa, en 
caso de que juzgue lesio- 
nado su derecho. 

Tomás Ramón Fernán- 
dez, en su obra "Arbitrarie- 
dad y discrecionalidad" (ed. 
Civitas, Madrid, 1991), se- 
fiaba que la discrecionalidad 
no es arbitrariedad y, citan-
do una sentencia del Tribu-
nal Constitucional Español, 
afirma que éstos son más 
bien, 'conceptos antagóni-
cos' que se pueden confun 
dii', "pues aquello (lo dis-
crecional) se .haila o debe 
haliarse cubierto por moti-
vaciones suficientes, discu-
tibles o no, pero considera-
bles en todo caso y no niera-
mente de una calidad que lo 
haga inacatable, mientras 
que lo segundo (lo arbitra-
rio). o no tiene motivación 
respetable. sino -pura y 
plemente- la conocida vil 

pro ¡(/110/U' 10/ii! ¡laS o la 
que ofrece lo es tal (lUC  es-
cudri ñando su entrañL de-
nota, a poco esfuerzo de coti-
traslación, su caricier real-
mente indefinible Ni su in-
a LI te o t i c ida cf''. 

pirantes a ocupar un empleo de carrera 
administrativa, se convierte en regla- 
da y por ello la administración tendrá 
que señalar cada uno de los factores 
que habrá de evaluarse dentro del con-
curso de méritos para efectos de la 
selección, los que obviamente son de 
obligatoria ¿bservancia para la autori-
dad pública respectiva y para los can-
didatos. 

•Sobre el tema de la discrecionali-
dad, esta Corporación al igual que el 
Consejo de Estado, se ha pronunciado 
en reiteradas oportunidades. Enton-
ces, basta insistir en que ella no puede 
confundirse con la arbitrariedad, pues 

el ganador y excluirá 

descendente. Si se 

procede de otro modo, 

habría de preguntarse, 

concurso de méritos y 

nominador puede elegir 

al candidato de sus 

preferencias?. 1 "  

"...quien ocupe el primer 

lugar, de acuerdo con 

el puntaje obtenido, será 
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Y más adelante, agrega: "la moti-

vación de la decisión comienza, pues, 

por marcar la diferencia entre lo dis-

crecional y lo arbitrario, y ello, porque 

si no hay motivación que la sostenga, el 

único apoyo de la decisión será la sóla 

voluntad de quien la adopta, apoyo insu-

ficiente, como es óbvio, en unEstado de 

Derecho en el que no hay margen, por 

principio, para el poder puramente per-

soiiai. Lo no motivadoes ya por este sólo 

`hecho aibitrario...". 
En este orden de ideas, considera la 

Corte que la discrecionalidad del nomi-

nador en el proceso de calificación de 

ciertos items, para efectos de la selec-

ción de quien ha de ocupar el empleo, no 

:es absoluta, pues si así áconteciera, se 

desnaturalizaría el concurso, y se consa-

graría precisamente lo que el Constitu-

yente ha repudiado, el nombramiento o 

designación que no toma en cuenta el 

niérito y capacidad del candidato, es 

decir, la arbitrariedad. 
Para esta Corporación es claro, que 

un -verdadero concurso de méritos es 

aquél en el que se evalúan todos y cada 

uno de los factores que deben reunir los 

candidatos a ocuparun cargo en la admi-

nistración pública, dentro de una sana 

competencia para lograr una selección 

justa, equitativa, imparcial y adecuada a 

las necesidades del servicio público. En 

consecuencia, la administración habrá 

de señalar un valor determinado a cada 

uno de esos items, (condiciones profe-

sionales, morales y personales) y, por 

consiguiente. el aspirante que obtenga el 

máximo puntaje es quien tiene derecho a 

ser nombrado en el cargo para el que 

o o nc urs ó. 
Es que cuando se fijan en forma 

reCisa y concreta cuáles son las condi-

:iones que han de concurrir en los aspi-

"antes y se establecen las paulas o proce-

'limientos con arreijio a los cuales se han 

le regir los concursos, no existe posibi- 

dad legítima alguna para desconocer-

OS V una vez apreciados éstos quien  

ocupará el cargo, será quien haya obte- 
nido la mayor puntuación. - 

Sin embargo, esta CorpOración ha 

venido conociendo de múltiples proce-

sos de tutela en los que los accionantes 

se quejan de haber -concursado para in-

gresar a un cargo de carrera administra-

tiva y, a pesar de haber obtenido un 

puntaje supérior al de quien en últimas 

se nombró, fueron exclt idos con el ar-

gumento de la falta de idoneidad moral o 

social de los cOncursantes, exclusión que 

de no estarpienamerte justificada se 

convierte en arbitraria. 
En este orden de ideas, considera la 

Corte que una de las formas de acabar 

con esta práctica, es precisamente in-

cluir dentro de los -factores de califica-

ción, la idoneidad moral,, social y física 

del candidato, pues el hecho de que el 

análisis en ese campo pertenezcan a la 

subjetividad del non mador, ro significa 

arbitrariedad, pues, 
- 
tales aspectos tam-

bién han de ser apreciados y calificados, 

para evitar abusos. De no ser así se 

desnaturalizaría la carrera administrati-

va y, por ende, -se infringiría el artículo 

-' 125 superior; que ordena que el ingreso 

a ella se efectúe "previo el cumplimien-

to de los requisitos y condiciones que 

fije la ley, para determinar los méritos y - 

calidades de los aspirantes", y si ellos se 

desconocen, obviamente se infringe la 

Constitución. 
Por tanto, quien ocupe el primer 

lugar, de acuerdo con el puntaje obteni-

do, será el ganador y excluirá a los de-

más, en orden descendente. Si se proce-

de de otro iiiodo, habría de preguntarse, 

como lo hace el demandante, ¿para qué 

el concurso de niérítos y calidades, si el 

nominador puede elegir al candidato de 

sus preferencias?. De este campo, es 

preciso desterrar la arbitrariedad y. jus-

tamente. para ese propósito se ha ideado 

el concurso. En él, por tanto, se ha de 

cal ficar no sólo la idoneidad prol'esio-

ial o técnica del aspirante. si no también 

su solvencia moral, su aptitud física y su  

sentido social, de acuerdo con la cate-

goría del empleo y las necesidades del 

servicio. Hay que hacer de la carrera 

• administrativa el instrumento eficaz 

para lograr .una administración públi-

ca en la que se garantice la eficiente 

prestación del servicio público, -la ido-

neidad y moralidad de sus funcioiia-

ríos y la prevalenda del interés gene-

ral sobre el particular; 
-Recuérdese que uno de los cambios 

constitucionales de mayor trascenden-

cia fue precisamente la institucionaliza-

ción de la carrera administrativa, como 

regla general para el acceso a los em-

pleos del •estdo y, por tanto, son el 

mérito y la capacidad 'de los aspirantes 

su único fundamento. 'Mediante un apró-

piado sistema de carrera, se garantiza el 

derecho de todos a fórmar pat te d&ia 

administración pública en igualdad d 

- condiciones y oportunidades al igual-que 

el derecho de quienes ingresen a ella a 

tenér estabilidád en el empleo, siemj re y 

• cuando cumplan finalmentecón ios.de-

beres del cargo, lográndose así la mOra-

lidad, eficacia, eficiencia,- imparciaiidad 

y transparencia en la prestación del' ser- 

vicio público.  

Un asunto diferente es el que hace 

relación a ciertos nombramientos en la 

rama judicial regulados en la propia Carta 

y para los cuales se contempla un teca-

nismo especial. Tales, los previstos en 

los artículos 231 y 256-2, de los cuales 

no se ocupa la Corte en la presente oca-

sión. 
En este orden de ideas, se declarará 

inexequible el aparte del artículo 9 del 

Decreto 1222 de 1993. que dice: "... La 

prov sión del empleo deberá hacerse con 

una de las personas que se encuentre 

entre los tres prinleros puesto de la lista 

de elegibles...... por infringir los artícu-

los 13. 40-7 y  125 del Estatuto Superior. 

(Ex tracio de la sentencia del 9 de rebrero de 1995 

de la Corte Magistrado Ponente: l)r. 

Carlos (iavirt, l)iaz. lsp. No. D-652) 
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Luís Hernando Páez Carrero 

Director General de la ESAP 
esde el pasado 14 de fe-

±:brero, Luis Hernándo 
¿-. Páez Carrero es el nuevo 
Director General de la Escuela Su-
perior de Administración Pública, 
ESAP. Oriundo de Santafé de Bogo-
tá, estudió Ingeniería Mecánica en la 
Universidad Nacional de Colombia 
y cuenta con un Master en Económía 
de la Universidad Javeriana. 

El doctor Páez Carrero se ha 
desempeñado como Director del 
Departamento de Sistemas del De-
partamento Administrativo Nacio-
nal de Estadísticas DANE, ha estado 
al frentede la Dirección Nacional de 
Integración y Desarrollo de la Co-
munidad DIGIDEC y del Grupo de 
Proceso de la División de Pruebas y  

Orientación Profesional del 1CFES, 
entre otros cargós. 

Además de ser profesor de dife-
rentes universidades, trabajó como 
Asesor durante las administraciones 
de los doctores Virgilio Barco Var-
gas y César Gaviria Trujillo. 

• El Director de la ESAP llega a 
la escuela con la intención de impul-
sarel proceso de modernización ins-
titucional, y de lograr un mayor apo-
yo para los estudiantes y egresados 
de la institución. Lo.que se pretende 
es posicionar a la Escuela Superior 
de Administración Pública como la 
más importante en su campo en el 
país, para convertirla en una entidad 
líder de la administración pública de 
Amércia Latina. 

El doctor Luis Hernan'ioPdez Carreoál momento delomarposesión 
de su cargo conioDirector de laFSAP l6aconipafiaelltcepresidente 
de la República, doctor Himibeno de la Calle Lonibana. 

Calífic ac ion de Servio c *105 
por Television   

1 Departamento Administrativo de la Función Pública, 
en un esfuerzo por informar oportunamente a todos los 
empleados públicos en el territorio nacional, produjo 

una teleconferencia sobre calificación de servicios el pasado 
28 de febrero. 

En ella se presentaron aspectos relacionados con la Conii-
sión Nacional del Servicio Civil y la participación de la Escuela 

Superior de Administración Pública en los procesos de carrera 
administrativa. 

Sobre el tema de la calificación de servicios se explicó 
todo lo relacionado con la parte normativa y proceclimental. se  

Octubre 1994 - Marzo 1995 

aclararon nuevos conceptos y posteriormente la teleaudiencia 
formuló sus inquietudes y se hicieron las aclaraciones del caso. 

De esta manera el Departamento Administrativo de la 
Función Pública quiere hacer sentir su prescncia en todo el país 
para brindar ¡ nformación precisa y oportuna. y para el lo. como 
un obletivo a corto plazo. estú estudiando la posibilidad (le 
utilizar los canales recionales. 

Quienes deseen obtener una copia de la Teleconferecia 
pueden enviar un cassette en formato VHS a la Oficina de 
Comunicaciones del Deparlaniento Administrativo de la Fun-

ción Pública, Cra. 6 N<2  1 2-62. 
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Comunicacio.n Institucional 

Soporte estrategico 
de- la- administracioll 4 

Margarita Correa Gallego 

El ser humano integrado a la dimensión laboral está inmerso en un ambiente 

en el cual debe crecer, aprender a desarrollar sus habilidades y además cum-

plir con la función social y productiva de la organización a,  la que pertenece. 

En el ambiente de trabajo laboral se manifiestan varios fenómenos, entre los 

cuales la comunicación, como vivencia y como medio para integrarse, acceder a 

la información, compartir experiencias y realizar trabajos, genera condiciones 

específicas que afectan el desempeño individual y colectivo. Además comprome-

te al funcionario en una serie de relaciones que, a la vez, están influenciadas poi 

variables de orden social, histórico, económico y de estructuras organizacionales 

normatizadas. 

Actualmente las organizaciones necesitan rnodernizarse. mejorar sus siste-

mas de producción y nion var el cam hio para que los nuevos procesos sean parte 

del q uehacer diario de la entidad y no se presenten como amenai.as  entre los 

enipleados. Pero para que estas nuevas estrategias institucionales tengan un 

impacto positivo en todos los integrantes de la organización es necesario hacer 

los siguientes planteani entos: ¿Cómo iii iciar procesos de modernización en las 

entidades si los funcionarios no conocen el nuevo rumbo institucional? ¿Cómo 

prestar mejores servicios si los funcionarios no saben o no valoran la importancia 

de su trabajo? ¿Cómo implantar y desarrollar procesos de mejoramiento y 

atención a los usuarios si los funcionarios no conocen la misión de la entidad? 
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Generalmente las organizaciones difunden sus políti-
cas a través de medios impresos corno boletines, comunica-
dos, memorandos y resoluciones. Este tipo de información 
formal es norrnada y responde a las necesidades •de la 
gerencia de informar a todos sus empleados só re las polí-
ticas, las metas, los objetivos y las decisiones instituciona-
les. En algunas ocasiones se utilizan reuniones con los 
empleados, quepermiten combinar la información escrita y 
vrbai alentando la participación y el sentido de pertenen-
cia, donde los empleados se sienten partícipes activos fren-
ie a las políticas e intereses institucionales. Este sistema de 
comunicación descendente supone que lo que dicen los 
niveles superiores a los niveleS inferiores, a través de la 
jerarquía de la organización, es entendido y aceptado por 
todos los funcionarios 

Otro tipo de comunicación institicional es la ascen-
dente que le permite a la organización medir el impacto de 
los procesos formales de información descendente, su acep-
tación, motivación, el desarrollo de las actividades de los 
subordinados, las dificultades en el ambiente laboral, las 
sugerencias para mejorar los procesos de] trabajo cotidiano 
y el nivel de satisfacción de los empleados. 

• Los Sistemas de comunicación ascendente y descen- 
dente están conformados por estrategi as formales dentro de 
la organización y suelen sujetarse a la cadena de ordena-
miento dentro de la entidad. Pero en la medida en que las 
entidades crecen es más complejo el manejo de la informa-
ción por lo que ésta es necesario manejarla a través de 

"La creación 

de sistemas formales 

de comunicación 

institucional no 
aseguran el nivel de 

información en la 

entidad, no se puede 
hablar de procesos de 
comunicación cuando 

solamente existen 
medios de información." 

reuniones, inforrnes y documentos entrdependencias, ofi-
cinás y áreas de trabajopara que estos'a su vez, la difundan 
entre los demás funcionarios. Este sistema de comunica-
ción conocido cornolateral u horizontal le permite a la 
administración que todas las áreas de trabajo tengan el 
mismo nivel de información en el momento oportuno. 

Además de los canales formales 
que la entidad crea para difundir sus 
políticas y objétivos institucionales, 
existen los canales informales que son 
el resultado del contacto espontáneo 
entre los funcionarios. Aunque estos 

medios no son considerados dentro de 
la estructura formal de la organización 
siempre existen. son mís flexibles, 
transmiten la información con mayor 
rapidez y se libran en todas las áreas de 
trabajo. Esta tornia de COfli Liii iCaCioli 

entre los empleados puede degeiierarse 

y ser inexacta lo cual debe orientar a la 
entidad para que bu sq ue mecail i srnos 
de difusión loimal que oriefltcn a los 

funcionarios y frenen las especu lacio-
nes y los rumores. 

., 

4 

., 

i. 
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En general los sistemas de co-

municación dentro de las organiza-

ciones pueden clasificarse como 

descendentes, ascendentes y hori-

zontales o laterales. Traslapado a 

estos tres sistemas formales se en-

uentra el sistema de comunicación 

informal. (1) 

La creación de sistemas forma-

es de comunicación institucional 

o aseguran el nivel de información 

sn la entidad, no se puede hablar de 

)rocesos de comunicación cuando 

;olamente existen medios de infor- 

nación. La comunicación es un pro- 

ieso donde emisor, receptor, medio, 

nensaje y respuesta conforman un espacio para el diálogo, 

1 acercamiento y la participación. 

!CrCi1tc puede ii\ ir ie!ito d hoL.iiiic.. pero la 

omun Icacion contCn ida no puede dcc rse que está complc-

hasta que el boletín se reci ha. se  lea y se comprenda. La 

0/?! II!? icaciol! es lo que el receptor comprelule. no lo que el 

miso, dice ' (2). En este sentido la cotii Liii icación puede 

elinirse corno la Iranstercncia de información sitnificati-

a para las personas que participan. Esta transferencia 

ucde hacerse de muchas maneras: desde mensajes escritos 

ista el contacto interpersonal en que entran en juego las 

La comunicación es esencial en el ambiente de trabajo 

pues su calidad e impacto determina la eficacia de las 

actividades de la entidad. A menudo se diagriostica que la 

comunicación incítea, es el orleen de los problemas de la 

oreanización. A lunos estudios han demostrado que los 

gerentes dedican la mayor parte de su tiempo a la comun 

cación, esto es. hablar, escuchar, escribir y leer. (3). 

La comunicación como un factor est raItgico de la 

gestión. además de considerar los aspectos fundamentales 

tiene que estar orientada hacia el logro de los objetivos 

institucionales. En este aspecto hay que determi tiar cuáles 

expresiones faciales y los movimien-

tos corporales. El objetivo de los sis-

temas de comunicación institucional 

debe ser incrementar el nivel de des-

empeño de los funcionarios en la en-

tidad. 

El análisis de los procesos de co-

municación institucional tiene en 

cuenta la organización como una red a 

través de la cual fluyen los sistemas 

formales e informales sin medir ni 

valorar sí los contenidos son exactos, 

rápidos, si propician o no la participa-

ción y la retroalimentación. 

--- 

f4 

o 
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"La comunicación 

como un factor 

estratégicó de la 

gestión, además 

de considerar. 

los aspectos 

fundament ales 

tiene que estar 

orientada hacia 

tipo de información debe ser parte de los programas 

de inducción y de capacitación de los funcionarios 
donde, además se promueva la relación que existe 

• entre las actividades desarrolladas en su puesto de 
trabajo y los resultados institucionales. Como parte 

de este tipo de información también está la dirigida a 
los familiares de los empleados donde se da a cono-

cer la institución en la cual trabajan sus parientes y la 
• importancia de las actividades que realizan. 

Información técnica que le permita al funcionario 

actualizarse y conocer las innovaciones tecnológicas 

referentes al trabajo que desarrolla. 

Información institucional que recoja la producción 
técnica y científica de la entidad y la difunda a los 
diferentes medios de comunicación masiva y a las 
entidades y usuarios que trabajan o reciben servicios 
o productos de ese sector. 

La comunicación institucional tiene por lo general, un 
público-receptor identificado que permite orientar las es-
trategias de difusión y estudiar su impacto. 

el logro de 

los objetivós 

institucionales" 

Los sistemas de comunicación formal en las institucio-
nes deben ser un soporte para el desarrollo de todos los 
programas de la organización, puesto que las grandes ideas 
sólo son posibles de llevar a la realidad y de potencializar-
se, en la medida en que todos los funcionarios las entiendan, 
acepten y compartan. Una gran idea puede quedarse sólo en 
un gran pensamiento si no encuentra el medio apropiado 

para difundirlo. Nuestros planes pueden ser los mejores, 

pero si nadie los conoce no tienen ningún valor. 

son las necesidades de la entidad y qué resultados se espe-

ra n. 

Un sistema de comunicación estratégica orientada al 

logro de los objetivos institucionales, a mot ¡ var ci compro-

miso. el sentido de pertenencia y a ofrecer información 

oportuna a los usuarios internos y externos, debe clesarro-

llar estrategias de comunicación en las siguientes íreas: 

1. l niormación motivacional dedicada a fonientar y crear 
el sentido de pertenencia y el compromiso con la 

organización y con los usuarios de la entidad. Este 
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(II AijniiiIiciiii (ic Recuisos l-ILIn1aI,s. y 

i. t3'dAi5. I.\'. Rtili, 11ii,iiaI  

México 1983. 

2) 3 c,1))11,1yT1) itII1II() cii ci  

(3) ,\ciiuiiiisir,iciiiii cii. Rcciiisiis iiuiiiaiio..Coiiccpios y Aplica-

cioiic.. I.L. 1.. R'icRS. L\V, RI2i-.  

Icicin 0)X3. 
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if 

Sigifredo Serrano Benítez 
Lonsultor Lii /tiIuiiiiisIriicion Jiihlicii, Lcoiioni;a 11 Iiiiini:as 

o cabe duda que las acciones adelantadas por los Estados 
contemporáneos tienden a inscribirse dentro de un mar-
co político de grandes objetivos en los sectores econónhi-

coy social. 
Parece ser que la tendencia es más a señalar nietas y a trazar 

rumbos para que la iniciativa de individuos y empresas produzcan, 

con su aeciofle. bienes servicios adecuados a las necesidades 
iiidis'idualc', va las capacidades econ(Jiucas de la masa cotisumista. 

,\sí. puCs. el peilil iiiteiVeiicionista del kstado actual es bao. 
al menos esa parece ser la tendencia. y sus acciones directas están 
diruzidas hacia aquellos servicios que la poblacion requiere udc-
lectibleniente porque cnt ran en la categoría de "necesidades 

básicas''. riiio salud, vivienda. educacián, sctzuridad y protee-

con. justicia. etc.. amin de otras que como la cultura y la 

rrctón. hacen parte del estadio basico de bienestar. 
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Sin embargo, el compromiso de los gobiernos en asumir 
funciones y responsabilidades con sus administrados está en 
función-inversa con e) grado de desarrollo económico, lo que 
lleva a estados pobres a un nivel de compromiso mayor que 
aquel soportado por los países ricos. 

Esta aparénte paradoja de asignar a los gobiernos de los 
Estadós pobres (o subdesarrollados, o en vía de desarrollo) obli-
gaciones y responsabilidades mayores de las que aparenteriente 
pueden cumplir, dada su capacidad financiera y administrativa, es 
una lógicá coisecuencia de la dependencia en que se encuentran 
las poblaciones de estas naçiones pobres de las acciones estatales, 
dado su bajo nivel de ingresos y su incapacidad para proporcionar-
se por sí mismos condiciones de bienestar. 

De esta manera, los Estados actuales de Ia.categoría 
pobres o en vía de desarrollo, deben enfrentar la disyuntiva de• 

• entrar -en una economía planetaria de franca competencia y 
aténder necesidades básicas (le sus poblaciones con alto grado 
de pobreza, o continuar en el papel de "Estado benefactor", 
subvencionando el desarrollo interno y los servicios básicos de 
poblaciones marginales. - 

Por ello es necesario entender que, aún bajo esas premisas, 
el papel del Estado sigue siendo preponderante y con mejor 

• razón yen mayor medida, en los países pobres. 
Una verdad es que el Estado no es sólo para la protección 

de los débiles, sino que iarnbién los grupos fuertes de la vida 
económica nacional demandan su apoyo y protección, tanto 
para regular las fuerzas internas del mercado como para áyu-
darlos a acomodarse en el contexto internacional. 

Así iacosas, el Estado aparece en el centro deatención de 
la sociedad y sus acciones son de especial importancia para los 
asociados, siendo por ello necesario buscar que ellas sean 
consideradas, en su mayoría, como acertadas. 

- 
Pero la opinión pública, generalmente, habla mal de las 

ejecutorias de los gobiernos y  éalifica al Estado como un mal 
administrador, o un mal ejecutor, y cree que la empresa privada 
es más eficiente o más eficaz que la empresa pública. Lo que 
entendamos por eficacia y por eficiencia, nos puede dar juicio 
más cierto de lo que realmente opinamos cuando comparamos 
el sector público con el privado o cuando calificamos la acción 
de¡ Estado con estos términos. 

Por eficacia se entiende el logro de metas y objetivos 
trazados. es  decir, la evaluación en términos de productos o 
resultados alcanzados y no de insumos o recursos utilizados. En 
resultados (out-puts) y no inSLimOS (in-puts). lo que se aprecia. 

Por eficiencia se entiende la correspondencia entre los 
factores aplicados y el producto o resultado obtenido: es una 
relación entre lo que se consiiiue y lo que se puede conseguir en 
una situación dada, o en otros términos, valoración en función 
de prodLictividad. 
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".. el. coinpromiso -de-los 

gobirnos en asumir 

fúnciones y 

responsabilidades con. 

sus administradós está 

en función Inversa con el 

grado de desarrollo 

ecónómico, lo que lleva a 

Así las cosas, -la pregunta siguiente parece dirigirse a si el 
Estado debe preocuparse sólo por la consecución de logros ' 

• metas y dejar de lado lo relativo a una iacional utilización de 
recursos. 

Empecemos por repetir que las acciones -del Estado res-
ponden adeinandas de-interés social y que, dada su naturaleza, 
son necesarias, justas y vitales, desde el punto de vista humano 
y social. Por ello difieren notablemente en fundamento con las 
acciones de¡ sector privado, o de las de¡ empresario privado en 
particular, las cuales están soportadas en el lucro económico. 

El Estado frente al desarrollo económico debe ser un 
promotor e impulsador de las acciones que ayuden a ese 
deseado proceso de crecinliento. y en el aspecto de orientador 

y organizador de la sociedad, debe ser protector y garante de los 
deberes y derechos de los ciudadanos. Por tanto, debe atender 

una creciente y variada demanda de servicios, programarlos, 

presupuestarIos y ejecutarlos. 
Estos servicios, al contrario de los prestados por particu-

lares, son, en su mayor ptrte. ¡lo rentables: lo que quiere decir 

LiC no arrojan LitilidadeS en su prestación y. lo que es aún más 

común, son servicios prestados a pérc1di 
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estados pobres a un nivel 

de compromiso mayor 

que aquel soportado por 

los países ricos." 
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Al Estado no le interesa la 
rentabilidad, sino que sus servicios e 
y acciones seden a cualquier costo, 
como respuesta a las demandas pre- flO busca la 
sentes. 

el sentido i 
Porque ello es posible? 

El gasto del Estado está so- 
rentabiii'{ 

portado en una base impositiva 
fiscal o de tributación en donde hace y •1 
los asociados aportan en forma 
diferencial (en razón de sus in- en la 
gresos) para que el Estado distri- 
buya esos recaudos en forma ge- áprov 
neral ocon un contenido dejusti- 
cia social, a través de servicios, le buscando favorecer; en todo caso, racional 
al grupo marginal de población. 
Así, en cada período fiscal recibe disponible .. , 
(impuestos, tasas, créditos, etc.) 
y gasta en función de las necesi- 
'dádes de interés general; 

De esa manera el Estado no 
busca ser eficiente sino eficaz. 
Persigue metas y objetivos que 
responden a necesidades de in- 
terés general y ejecuta o reali- 
za, sin importar el costo pero sí 
el beneficio. Así las cosas, po-
dríamos considerar al Estado 
como despilfarrador, asumien-
do costos excesivos en sus acti-
vidades y servicios, o, por el 
contrario, como un Estado jui- 
cioso (sensato, acertado) que 
acomoda sus recursos a las ne- 
cesidades y que gasta en función de prestar servicios funda-

mentales. Ninguno de estos dos predicados es absolutamen-

te cierto: el Estado se mueve dentro de esas opuestas 

categorías de comportamiento y si en algunos Casos se 

excede en costos. en otros acomoda racionalniente sus 

ingresos a las principales necesidades. 
Entonces el Estado no busca la eficiencia en el sentido de 

nl lídad o rentabilidad, pero sí lo hace y lo debe hacer, en la 

lorma de aprovechamiento racional de los recursos disponi-

bles. procurando sacar de ellos el mejor resultado, o sea. 

iiax imizar los resultados (productos o servicios) frente H unos 

ecursos dados. 

Estado 
Bajo estas consideraciones 

el Estado puede ser eficaz y efi- 

. ciente si cumple el principio de 
eficiencia en que la eficiencia esté subordina- 

da a la eficacia. Ello es posible 

de utilidad o porque sus acciones van siem- 
pre dirigidas a objetivos de inte- 

d pero  í lo rés general o de poblaciones 
' marginales, en donde lo que 

cuenta es el beneficio y no el 

lebe hacer, costo (eficacia), pero, a :5U vez, 
en una segund.a valoración, pue- 

)rm.a de de existir la posibilidad de po- 
tenciar los recursos o de hacer 

hamie'nto 
un uso más adecuado o racional 
de los mismos para obtener un 
mayor número de beneficios o 

los recursos una mejor calidad en los servi- 
cios ofrecidos o en las demandas 

procurando atendidas (eficiencia). 
Lo importante en todóesto 

es saber diferenciar el papel 
del Estado del papel del sector 
priv.ado y valorar en su justa 
medida las acciones y metas de 
cada sector. 

La motivación del lucro im- 
plícita en la actividad privada no 
está presente en la. acción del 
Estado; las motivaciones de éste 
son el beneficio social, aún en 
actividades que podrían ser ren- 

o 

tables como ciertos servicios pú-
blicos De otra parte, el ámbito 
de acción del Estado no es com- 
parable con el de la empresa 
privada, pues no es sólo su tama-

ño lo que cuenta, sino la multiplicidad de servicios que está 

llamado a atender, muchos de ellos coyunturales o novedosos. 

Esto último no puede significar que debamos aceptar los 

defectos y yerros que ocurren a diario en el manejo de la cosa 

pública. Por el contrario, es menester criticar su ineficacia o 

inetciencia en muchos sectores y el mal manejo de los recur-

sos, especialmente de los monetarios, en que generalmente 

incurre. Darle las herramientas necesarias para acercarlo a 

niveles ie eficacia y eficiencia aceptables. es  una tarea perma-

nente qe deben adelantar todos los gobiernos. Una crítica 

constructiva permanente y de control, es deber y derecho de 

todo ciudadano activo en la vida social de su nación. 

sacar de ellos el 'mejor 

resultado, o sea,, 

maximizar los 

resultados (productos o 

servicios) frente a únos 

recursos dados." 
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Manuales Especificos de 
Funciones y Requisitos 

Herramient a 
para el Desarrollo do 
Organiza cio l 

Hilda Hernández Pabón 
División de Organizaciones DAFP 

E n las entidades de] sector público 
se manejan conceptos organiza-
cionales, tales como estatutos, 

estructuras, plantas de personal y ma-
nuales de funciones y requisitos; con- 
ceptos que se han definido y operaciona-
lizado con el propósito de que las entida-
des cuenten con pautas, acuerdos y crite-
rios básicos para organizarse y funcio-
nar armónica y adecuadamente dentro 
de] conjunto de organismos de la rama 
ejecutiva de] poder público. 

En términos generales, los estatutos 
constituyen la base sobre la cual se conso-
lida y define una entidad: contemplan. en-
tre otros los siguientes aspectos: a) deno-
minación, naturaleza jurídica, objetivo(s) 
o razón de ser, funciones generales, donii-
cilio)' actividades por áreas: b) órganos de 
dirección y administración: c) patrimonio 
y precisiones en torno a estatutos, estructu-
ra y iilana de personal: d) regímenes de 
personal y de control fiscal. 

Las estructuras apuntan a definir cuales son las dependencias o unidades de 
carácter permanente que se requieren, al interior de la entidad, para adelantar los 
procesos que demanda el cumplimiento de las funciones generales estatutaria-
mente asignadas. En su diseño se distinguen, comúnmente, cuatro áreas funcio-
nales: de dirección, asesora o de staff, misional o técnica y administrativa o de 
apoyo. 

Las plantas de personal identifican, cualitativa y cuantitativamente, los 
empleos con los cuales la entidad proyecta cumplir con su razón de ser dentro de] 
Estado. Se presentan como listas de cargos asignados a la entidad en general o 
distribuídos entre las dependencias que integran la estructura interna. 

Los manuales específicos de funciones y requisitos, tema de] presente 
artículo, determinan las actividades que corresponden a los empleos en particular 
y las calidades que deben acreditarse para el desempeño de los mismos; revisten 
importancia organizaciona! por cuanto permiten ligar los objetivos. funciones 
generales de la entidad y funciones de las dependencias o áreas funcionales, con 
cada uno de los empleos que conforman la planta de personal. 

El Manual Específico de Funciones y Requisitos señala las previsiones, 
posturas y expectativas de la entidad frente a los empleos y a quienes han de 
desempeñarlos, precisa las funciones encomendadas a cada empleo. desl inda 
responsabilidades. coadyuva en la correcta ejecución de las labores)' favorece la 
uniformidad y continuidad en el trabajo: evita la repetición de instrucciones y 
directrices, constituyéndose así en una herramienta valiosa tanto para los jefes de 
las diferentes unidades como para los empleados que laboran en las mismas. 
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Los manuales de funciones están direc-
onados al cumplimiento de los siguientes 
jetivos generales: 

- Establecer de manera clara, formal, 
comprometida y comprometedora, 
la razón de ser de cada empleo y 
determinar sus particulares funcio-
nes y requisitos. 

- Generar en los miembros de la or-
ganización el compromiso con el 
desempeño eficiente de los empleos, 
entregándoles la información bási-
ca sobre los mismos. 

- Instrumentarla marcha de otros pro-
cesos administrativos tales corno: 
selección de personal, inducción de 
nuevos funcionarios, entrenamien-
toen los puestos de trabajo, capaci-
tación. evaluación del desempeño, 
estudios de careas de trabajo y de 
as i gllaC Oiles sa aria les. 

Las onentaciones técnicas y procedirncn- 

pal-a la elaboración de los manuales de 

Clones y requisitos son suministradas porel 

parlamento Administrativo de la Función 

líca. entidad que en la matetia. yen amionía 

i el mandato contenido en el aoículo 122 de 

:oilstit Lición Política, ha desarrollado 

FUNCION PUBLICA 

diversos instrumentos entre los cuales se 
mencionan: a) Los Decretos 2400 de 1968 - 
artícu1o56-ysu Reglamentarioel Decreto 1950 
de 1973 - artículos 8 y  11-; b) El sistema de 
clasificación y regulación de los empleos, con-
tenidoen el Decreto 1042 de 1978 -artículos 75 
y 82 -; e) El manual general de funciones y 
requisitos establecido mediante los Decretos 

590de 1993y406de 1994;yd)Laguíaparala 
elaboración de los manuales específicos, que se 
entrega a las entidades cuandorequieren aseso-
ría sobre el particular. 

Los desarrollos en tomo a manuales de 
funciones y requisi tos están orientados a que las 
entidades precisen sus reales necesidades en 
materia de empleos, necesidades que deben 
estarrespaldadas de una parte por las funciones 

señaladas para las diferentes dependencias y de 

otra, por los planes, programas y proyectos 

cuatrienales que se hayan determinado para el 

cumplimiento de sus objetivos. 

De esta lomia, el concepto de manual 

espccítko de funciones y requisitos se halla 

d rectamente relacionado con el de planta (le 

personal, y  por tal razón. para estudiar y 

tranlítar los proyectos de conloniiación o 

moditicación de dichas pluitas. se  requiere 

de la descripción de las funciones. responsa- 

"El Manual Específico de Funciones 

y Requisitos señala las previsiones, 

posturas y expectativas de la entidad 

frente a los empleos y a quienes han 

de desempeñarlos, precisa las 

funciones encomendadas a cada 

empleo, deslinda responsabilidades, 

coadyuva en la correcta ejecucíón de 

las labores y favorece la uniformidad 

y continuidad en el trabajo..." 

bilidades e indicación de los requisitos exigi- 
dos para el desempeño de los empleos que se 
pretenden crear, suprimir y fusionar. 

Respecto de la elaboración del citado 
instrumento, y no obstante que la normativi- 

dad hasta ahora desarrollada coloca en cabe- 

za de las unidades de personal la responsabi- 
lidad de adelantar los estudios tendientes a la 

elaboración o modificación de los referidos 

manuales, se quiere destacar que la determi-
nación objetiva y cierta de las funciones y 
requisitos de los empleos, precisa del interés 
ydel esfuerzo integrado de diferentes instan-

cias institucionales, las mismas que están 

encargadas de la definición de los planes, 
programas y proyectos de la entidad en gene-
ral y de las dependencias en particular. 

Para concluir, se destacan a continuación 

las principales etapas o fases que deben surtirse 

para la elaboración y expedición de los manua-

les en mención: a) Diseño del proyecto o plan 

de trabajo, que incluye identificación, objeti-

vos, cronograma de actividades, responsables 

de la ejecución y recursos. b) Marco de refe-
rencia, constituído por los objetivos y funcio-

nes generales de la entidad, y las funciones 

específicas de las dependencias o áreas de 

trabajo, además de las normas aniba citadas, e) 

Recolección de la información, para ello es 

importante comunicar, a los funcionarios invo-

lucrados, la labor que se va a adelantar, las 

técnicas de recolección de la información y 

precisarel grado de participación de los jefus de 

las diferentes unidades. c) Análisis de la infor-
mación, un primer análisis debe adelantarse al 

interior de cada unidad, dependencia o área de 

trabajo, posteriomiente, los responsables del 

proyecto realizarán un análisis global. d) Pre- '4 

sentación del Manual, el proyecto de manual 

ya elaborado será presentado a consideración 

de la instancia superior interna respectiva. 

La resolución por medio de la cual cada 

entidad de la ¡-ama ejecutiva adopta o moclitica 

su manual especíÍico de funciones y requisitos. 

requiere de refrendación por parte del Depaila-

mento Administrativo de la Función Pública. 

oreanismo encareado de estudiar y revisar el 

contenido del manual a tin de considerar su 

adecuación técnica y procedimental. 
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Aspectos- 
Norm t 1<* vos de 
la Calificaci ón 
de Servic ios 

Fabiola Obando Ramírez 
Asesora Comisión Nacional del Servicio Civil 

1 desempeño de los empleados públicos que pertene- 
cen a la carrera administrativa debe ser objeto de 
calificación, pues así lo ordenan las normas que regu-

lan este sistema, como son el Decreto-Ley 1222 de 1993 y  sus 
Decretos Reglamentarios 256, 805 y  2645 de 1994, los cuales, 
igualmente, señalan cuáles son los factores a calificar, los fines, los 
sujetos de la calificación, los períodos a evaluar y a calificar y las 
oportunidades y las fechas en que deben producirse. 

La calificación de servicios es una herramienta de admi-
nistración del personal que no debe constituirse en un docu-
melito más que repose en la hoja de vida del empleado, sino que 
debe tenerse en cuenta para: 

a. Determinar la permanencia o el retiro del servicio, tanto de 
los empleados de carrera como de aquellos que han sido 
iiombrados en período de prueba. Recuérdcsc que la obten-
ci(n de una sola calificación de servicios no satisfactoria 
traerá como consecuencia la declaratoria de insubsistencia 

del nombramiento. 

h. Participar en los concursos de ascenso. ya que un requisito 
indispensable para que un empleado escalafonado pueda 
Par1iciPr en concursos de esta clase es acreditar que la  

última calificación en firme al momento de la inscripción 
haya sido igual o superior al 70% de la escala. 

El resultado de las calificaciones deberá tenerse en cuenta 
por parte de las entidades al conceder estímulos y comisiones 
de estudios a los empleados. 

Clases de calificaciones 

La ley previó dos clases de calificaciones: la ordinaria y la 
extraordinaria. 

Para la calificación ordinaria de los empleados nacionales 
y territoriales fijó períodos anuales diferentes así: 

• Entre el 1 de marzo y el último día de febrero del añc 
sicuienle. para los cniplcados vinculados a entidades del 
orden nacional y del Distrito Capital de Santaf de Boouí. 

Sin embarco, ha de tenerse en cuenta que en esta oportuni-
dad. a los enipleados del Distrito se les calificará el período 
comprendido entre la fecha en la que se les efectuó la última 
calificación y el último día de febrero de 1995. 
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• Entre el 1 de mayo y el 
30 de abril del año si-
guiente, para los em-
pleados vinculados a en-
tidades del orden depar-
tamental y demás distri-
tos Especiales. 

• Entre el 1 de septiembre 
y el 31 de agosto del año 
siguiente para los em-
pleados del orden muni-
cipal. 

Estas calificaciones deben 
efectuarse dentro de los quince 
(15) días calendario siguientes al vencimiento del período a 

calificar. 

A quiénes se califica 

En estas oportunidades se califican a los empleados inscri-

tos en el escalafón, a aquellos que han superado el período de 

prueba sin estar escalafonados. Quienes se encuentren en 

comisión de servicios en otra entidad, serán calificados por 

quien tenga la función de supervisarlos. 

A quiénes no se califica 

Cuando un empleado de carrera se encuentre en comisión 

de estudios o desempeñando empleo de libre nombramiento y 

rernoción, por encargo o por comisión, no será calificado 

durante el tiempo en que permanezca en estas situaciones 

administrativas. 

Calificación de otros empleados 
que no pertenecen al sistema general 

Teniendo en cuenta lo expresado por la Comisión Nacio-

ial del Servicio Civil, los empleados que pertenecen a las 

mtidades públicas que conforman el Sistema de Seguridad 

;ocial en Salud, deberán ser calificados conforme con las 

eglas de la Ley 27 de 1992 y  sus normas complementarias y 

eglamentarias, por lo tanto rigen para ellos las fechas antes 

nencionadas y deberán ser calificados con los instrumentos 

tilizados en el sistema general. 

Calificación 
extraordinaria 

La calificación extraordi-
naria es la que se efectúa por 
orden escrita del Jefe del Orga-
nismo, en caso de recibir infor-
mación de que el rendimiento, 
la calidad del trabajo o el com-
portamiento laboral del emplea-
do no estén acordes con un efi-
ciente desempeño. 

Esta calificación no podrá 
ordenarse antes de transcurri-
dos tres (3) meses de efectuada 
la última calificación, tratándo-

se de empleados escalafonados o que hayan superado el perío-

do de prueba; o de expedida la resolución de inscripción 

cuando el ingreso a la carrera se haya producido de manera 

extraordinaria, si el empleado no ha sido objeto de calificación. 

En ambos casos la calificación deberá comprender todo el 

período no calificado hasta el momento de la orden. 

Quién califica 

Los empleados deben ser calificados por su superior inme-

diato, o por el jefe de éste cuando el Jefe del organismo le 

asigne por escrito tal función. Recuérdese que el incumpli-

miento de este deber constituye falta que será sancionada 

disciplinariamente. 

A quienes deben calificar o evaluar los servicios de los 

empleados les serán aplicables las causales de impedimento y de 

recusación consagradas en el Código de Procedimiento Civil. 

Notificación y Recursos 

La calificación definitiva debe ser notificada personal-

mente al interesado; si no estuviere de acuerdo con ella tendrá 

derecho a interponer los recursos en los términos y condiciones 

señalados cii el Código Contencioso Administrativo. 

Debe tenerse en cuenta que la calificación objeto de 

recurso no l)uede  ser desmejorada en ningún caso. Por último, 

es necesario resaltar que si durante los períodos anuales antes 

señalados el empleado pasó a otro cargo de carrera o hubo 

cambio de jefe, deberán ser evaluados sus servicios, cuyos 

resultados harán l)irte de la calificación definitiva. 

Recuérdese que la 

obtención de una sola 

calificación de servicios 

no satisfactoria traerá 

como consecuencia la 

declaratoria de 

insubsist encia del 

nombramiento 

1 
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• Procedim- le to 
para la 

Calificació n de 40 
Servicios 

Virginia Miranda Vargas 
Asesora del DAFP 

Octubre 1994 - Marzo 1995 

a Comisión Nacional del Servicio Civil adoptó, a través 
del acuerdo 01 de 1994, el sistema y los formularios para 
las evaluaciones y calificaciones. 

Para la utilización de los formularios los empleados se divi-
den, de acuerdo con la naturaleza de las funciones y de las 
responsabilidades, en dos grupos: 

Grupo A: 
Empleados con personal a cargo, que tengan funciones de 

dirección, coordinación y/o supervisión. 

Grupo B: 
Empleados sin personal a cargo. 

Para cada uno de estos grupos se ha diseñado un formulario 
que contiene los factores a evaluar, siete para cada uno, de acuerdo 

con las características del grupo. 

Cada factor debe ser evaluado o calificado independiente-
mente de los otros, con el puntaje que mejor represente el desem-
peño del calificado, de acuerdo con la siguiente escala de valora-

ción: 
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La sumatoria de los puntajes asignados a cada factor constituirá el puntaje total de 

lificación. Como son siete factores el puntaje se distribuye en una escala de O a 700 puntos 

para efectos de su aplicación se interpreta de la siguiente forma: 
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Grado de 
valoración 

Intervalo de 
puntuación 

Deficiente O a 39 

Regular 40 a 64 

Bueno 65 a 89 

Excelente 90 a 100 

La Calificación de Servicios 

como instrumento de gestión 

Si bien la calificación de servicios tiene 

efectos administrativos y legales su aplica-

ción no es un asunto del formulario, su 

verdadera importancia está en el valorque se 

le atribuya como instrumento de mejora-

miento del recurso humano, para utilizarlo 

con el máximo provecho personal e institu-

cional. Desde este punto de vista la califica-

ción de los empleados del Estado debe asu-

mirse como un compromiso conjunto de 

calificadores y calificados. 

Dicha calificación le deberá identificar 

los aciertos y los desaciertos de los emplea-

dos que inciden tanto en su desarrollo per-

sonal como en la eficiencia institucional. 

Satisfactoria 

rupo A 

Insatisfactoria 

{
Cuando el puntaje total sea igual o 

superior a 455 puntos y ningún 

factor haya sido evaluado como 

deficiente. 

{
Cuando e/punta/e total sea inferior 

a 455 puntos, o uno o más factores 

hayan sido evaluados como defi-

cientes. 

En relación con los aciertos, es respon-

sabilidad del jefe, a la vez que de justicia, 

reconocerlos, y proyectarlos hacia nuevas 

responsabilidades que impliquen crecimiento 

del empleado y beneficio para la entidad. En 

relación con las fallas, corresponde al jefe 

inmediato identificarlas con objetividad, 

expresarlas con claridad y firmeza, a la vez 

que con una actitud pedagógica que lleve al 

empleado a un aprendizaje laboral. 

hsios lorniularios son modelos que todas las Entidades del Estado pueden utilizar. 

a las que consideren que por la naturaleza de sus tunciones y la especi hcidad de sus 

os requieran de un sistema de calificación y de inslrunlentos especiales pueden 

irrol larIos siouiendo los parínleiros que al respecto ha dctenii iiiado 11 Coniisión 

ional del Servicio Civil. y,  someterlos a su aprobación. 

Por tanto, el evaluador o calificador no 

sólo debe hacer un diagnóstico de cómo está 

el desempeño, la calidad y el comportamien-

to laboral del empleado, sino que debe seña-

lar caminos y concertar con él actuaciones 

que permitan el mejoramiento. Declarar in-

subsistente el nombramiento de un emplea-

do no es la primera alternativa remedial para 

solucionar problemas de ineflciencia. Sin 

embargo. es  perfectamente válida y justa 

cuando se han agotado otras posibilidades. 

La calificación de servicios no puede 

ser tornada como (iii proceso aislado de los 

denilís que integran la admiiiistiación de 

personal: las unidades (le personal deben 

lomar sus resultados como prlilto de partida 

para ci diseño de programas de capacitación 

y biencstar y como retiencii para la evalua-

cion (le los procesos de scicccioii. 

-upo B iuI[ 

Satisfactoria 

/nsaiisfactoiia 

{
Cuando el puntaje total sea igual o 

superior a 455 puntos y ningún 

factor o solamente uno, haya sido 

evaluado en forma deficiente. 

{
Cuando e/punta/e total sea inferior 

a 455 puntos. o dos o más fi ctores 

hayan vich) evaluados (Ofl7() defi-

(i('/lI('V. 
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La Corte Constitucional se pronuncia 

A&esada adicional 
para pensionados por 
Jubilació  n, I  nvalidez, 

\\ 
0 • Vei 0  ez y Sobrevivientes 

cuyas pensiones se hubiesen causado y reconocido 
antes dci 1 de enero de 1988 

Germán Ramírez Amórocho 
Grupo de Consulta Jurídica DAFP 

Octubre 1994 - Marzo 1995 

' ediante sentencia No. C-409 aprobada por Acta No. 
51 de fecha septiembre 15 de 1994, la Corte Constitu- 
cional se pronunció sobre la mesada adicional para 

pensionados, establecida por el artículo 142 de la Ley lOO de 1993, 
fallo que resolvió en forma acumulada los procesos Nos. D-532, D-
543 y  D-546 mediante los cuales se accionó por vía de inconstitu-
cionalidad contra la citada disposiçión. 

La disposición acusada de la ley que crea el Sistema de 
Seguridad Social Integral son los que se resaltan en negrilla dentro 
de¡ texto: 

"... Artículo 142. Mesada adicional para actuales pen- 
sionados. Los pensionados por jubilación, invalidez, vejez y sobre-
vivientes, de sectores públicos, oficial, seniioficial, en todos sus 
órdenes, en el sector privado y de] Instituto de Seguros Sociales, así 
como los retirados y pensionados de la Fuerzas Militares y de la 
Policía Nacional, cuyas pensiones se hubiesen causado y recono-
cido antes del primero (lo.) de enero de 1988. tcndrón derecho al 
recOnocimiento y pago de treinta (30) días (le la pensión que le 
corresponda a cada uno de ellos por el régimen respecti\'O, que se 
cancelarií con la mesada del mes de junio de cada año, a partir de 1994. 

Los pensionados por vejez de] orden nacional, beneficia-
nos de los reajustes ordenados en el Decreto 2108 de 1992, 
recibrún el reconocimiento y pago de los treinta días (le la 
mesada adicional sólo a partir de junio de 1996. 
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Los cargos objeto de las demandas se 
encaminaron contra tres aspectos de la 
disposición a saber: la expresión "cuyas 
pensiones se hubiesen causado antes del 
lo. de enero de 1988"; cargos contra la 
expresión "actuales"; contra el inciso 2 del 
artículo 142, en cuanto "respecto de los 
pensionados por vejez del orden nacional, 
beneficiarios de los reajustes ordenados 
por.  el Decreto 2108 de 1992, posterga 
hasta junio de.] 996 el disfrute de la mesada 
adicional". 

Los fundamentos en que se sustenta-
ron las demandas hacen referencia a que al 
institucional izarse por el legislador la me-
sada adicional solo para los pensionados 
antes del 1. de enero de 1988, "se está 
desconociendo el carácter de Estado Social 
de Derecho, en el cual no es viable favore-
cer injustificadamente a través de un man-
dato general, a un núcleo singular deperso-
nas en detrimento de otro conglomerado al 
cual le asiste igual derecho". 

En términos generales los actores co-
inciden en afirmar que con la expedición 
de la norma demandada se están vulneran-
do los mandatos 1, 2, 4 y  13 del ordena-
miento superiorreferentes al Estado Social 
de Derecho, ya citado, a la igualdad ante la 
ley al establecer un trato discriminatorio 
para la mayoría, beneficiando sólo a una 
parte de ellos, tratándose de "sujetos igua-
les que cumplieron los mismos presupues-
tos para pensionarse y están disfrutando de 
la pensión; así pues, la diferencia de trato 
frente a la mesada adicional no tiene justi-
ficación objetiva ni razonable". 

Al consagrarse la expresión "actua-
les", objeto de la acción pública en estudio 
los demandantes consideran se está crean-
do una discriminación injustificada dando 
a entender que el reconocimientO (le la 
nicsada adicional es para quienes al mo-

mento de entrar a re21r la norma. disfrutan 
de pensión de jubilación con base en nor-

mas anteriores a la Ley 71 de 1988. en 

detrimento de aquellos otros trabajadores 
que cumpliendo con los req u isi los de edad 
y tiempo de servicio adquirieron del 1 de 

FUNCION PUBLICA 

enero de 1988 en ade-
lante, el status de pen-
sionado. 

"A su juicio al 
crearse una situación 
de inequidad legal se 
desconoce el derecho 
a la seguridad social 
de los pensionados ex-
cluídos de la mesada 
adicional cuya cober-
tura es cuestionada, 
con lo cual se contra-
rían los artículos 5,46, 
48, 53 y 58 de la Carta 
Política". 

Adicionalm en te, 
los demandantes seña-
lan cargos contra el in-
ciso 2. del artículo 142 
el cual posterga hasta 
junio de 1996 el disfru-
te de la mesada adicio-
nal a los pensionados 
por vejez del orden na-
cional, beneficiarios de 
los reajustes ordenados 
por el Decreto 2108 de 
1992, el cual al intro- ¡ 
ducir "la restricción de i. 
tiempo" "vulnere el in- 
terés general de los pen- 

sionados, los principios del Estado Social de 
Derecho y en especial, el derecho a la igual-
dad" no brindando a todos de conformidad 
con el derecho fundamental, y en especial a 
los pensionados, "el mismo tratamiento por 
parte de las autoridades y se le impide gozar 
de los mismos derechos, ante lo cual la 
igualdad no es real ni efectiva como lo 
pregona la Constitución Nacional 

La intervención (le la autoridad pública 
t cargo del Ministerio de Trabajo y Seguri-

dad Social se refirió a solicitar se declare la 
nulidad de lo actuado por cuanto la demanda 
no cumple el requisito exigido porel artículo 

2 del numeral 1 del Decreto 2067 de 1991. 
"que consiste en señalar la nomia acusada. 
toda vez que de llegar a ser declarados iii- 

constitucionales los fragmentos del artículo 
142 de la Ley 100 de 1993 que se acusan, 
"cambiarían el sentido y los efectos de la 
norma de tal forma que sería diferente a 
la que fue tramitada y aprobada por el 
Congreso de la República". 

Se concreta la intervención señalando 
de manera principal "La acción de inconsti-
tucionalidad debe dirigirse contra una nor-
ma completa. no contra una parte de ésta. En 
otras palabras debe existir una Lindad nor-
mat iva mínima, que considerada indepen-
d ientemente genere efectos jurídicos para 
que la Corte pueda entrar a conocer sobre su 
i nconSt i tucional idad. de otra forma se esta-
rían juzgando expresiones o palabras que 
por sí mismas no vulnetan la Constitución''. 
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Finaliza su petición la autoridad pú-
blica solicitando a la Honorable Corte Cons-
titucional que de no declarar la nulidad, 
subsidiariamente se declare inhibida para 
fallar, pues -considera- no es procedente 
pronwiciarse sobre aquellas expresiones. 

Adicionalmente, se debe resaltar que 
también hubo por parte de la ciudadanía 
intervención dirigida a impugnar las de-
mandas de inconstitucionalidad propues-
tas contra el artículo 142 de la Ley 100 de 
1993, basada, entre otros criterios, que "la 
mesada adicional se concibió como un 
mecanismo de compensación de la pérdida 
de poder adquisitivo de las pensiones reco-
nocidas con anterioridad a la aplicación de 
la Ley 71 de 1988". 

Considera adicionalmente que si la 
norma fuera declarada inexequible, se le 
estaría otorgando a quienes se jubilaron 
con posterioridad a 1988 un tratamiento 
adicionalmente más favorable que a los 
antiguos, haciendo así más flagrante la 
desigualdad de ambas categorías. 

Concluye su actuación, afirmando que 
"la disposición acusada no contraría el 
interés general. Por el contrario, él se en-
cuentra presente en la búsqueda de un 
tratamiento que se acerque más a la equi-
dad respecto de losjubilados que no habían 
sido favorecidos por los ajustes de la Ley 
71 de 1988 y  del Decreto 2108 de 1992". 

Por su parte el Procurador General de la 
Nación, Doctor Carlos Gustavo Arrieta Pa-
dilla, envió el concepto de rigor solicitando 
se declaren exequibles los apartes acusados 
del artículo 142 de la Ley 100 de 1993. 

Uno de los argumentos destacados 
por la Corte en el examen de la sentencia es 
en el que señala que "la medida es exequi-
ble porque queda demostrado que con el la 
se busca favorecer a un grupo social que se 
encuentra en situación de inferioridad por 
razones económicas. Evidentemente, lejos 
de generar una discriminación injustifica-
cIa lo que persigue la norma demandada es 
alcanzar la igualdad real y efectiva entre 
los pensionados. en cuanto a las mesadas 
pensionales se refiere. 

FUNCION PUBLICA 

De esta forma, el legisladorestá obran-
do con criterio de justicia social al propen-
der porque los antiguos pensionados y sus 
familias tengan un mejor nivél de vida". 

Afirma el Señor Procurador General 
respecto del artículo 142 de la Ley 100 de 
1993 que éste presenta serios errores, y que 
de aplicarse en forma literal seexcluirían "de 
la mesada adicional a quienes obtuvieron el 
reconocimiento de la pensión durante el año 
de 1988, porque la vigencia de la Ley 71 de 
1988 en cuanto a reajuste se trata, empezó el 
1 de enero de 1989ynoe1 1 de enero de 1988 
corno reza la disposición". 

Ahora bien, la Corte Constitucional 
expresó las siguientes consideraciones: 

"Tercera. El examen de los cargos. 

Corresponde a la Corte en esta opor-
tunidad determinar si la concesión de la 
mesada adicional únicamente para los tra-
bajadores que hubieren adquirido el status 
de pensionados con anterioridad al 1 de 
enero de 1988 cómporta un trato discrimi-
natorio respecto de los trabajadores que se 
pensionaron con posterioridad a esa fecha, 
como se advierte en el líbelo. De igual 
modo, debe la Corporación dilucidar esta 
misma cuestión con relación al aplaza-
miento hasta junio de 1996 del goce de la 
mesada para los pensionados beneficiarios 
de los reajustes ordenados por el Decreto 
2108 de 1992., 

Con este fin, resulta pertinente y ne- 
cesário hacer un recuento sobre los regí-
menes legales relacionados con los reajus- 
tes pensionales imperantes con anteriori-
dad a la vigencia de la Ley 100 de 1993, 
para postcriomlentc examinar las acusa-
ciones foniiuladas por los demandantes. 

El Tratamiento Legal de los 
Reajustes Pensionales. 

a) La Ley 4a. de 1976, expedida el 
21 de enero de 1976. consagró el reajuste 
automático de oficio y anual de las pensiones 
del sectorprivado. público. oficial y semiofi- 

cial, así como de las que paga el Instituto de 
los Seguros Soiales. A partir de su entrada 
en vigor, las pensiones se reajustaban de 
oficio una vez al año, con base en el auniento 
del salario mínimo legal. 

Sin embargo, el porcentaje adopta-
do para decretar dichos reajustes resultaba 
de promediar dos salarios mínimos, a efec-
tos de extraer la diferencia, así: 1) El sala-
rio mínimo vigente entre el 1 de enero y el 
31 de diciembre del año anterior al respec-
tivo reajuste; 2) El salario mínimo vigente 
a 1 de enero del año en que debía operar el 
reajuste pensional. 

A lo anterior se le agregaba una suma 
fija equivalente a la mitad del porcentaje 
que representara el incremento entre el 
antiguo y el nuevo salario mínimo legal 
más alto en el respectivo año. 

Esta era la regla general y el reajuste 
regía para todo el año, pero por excepción 
se admitían reajustes en fechas distintas 
dentro del mismo, cuando se modificaba el 
salario mínimo, caso en el cual debían 
igualarse con dicho salarié las pensiones 
que resultaran inferiores al salario mínimo 
legal más alto. 

En eta misma ley se advertía que si 
transcurrido el año sin que se hubiere ele-
vado el salario mínimo legal más alto, 
debía hallarse el reajuste con el valor del 
incremento determinado, en el nivel gene-
ral de salarios registrado durante los últi-
mos doce meses. 

Los reajustes aquí contemplados no 
podían ser inferiores al 15% de la mesada 
respectiva para las pensiones equivalentes 
hasta 5 veces el salario mínimo legal más 
alto. 

Por lo demás, el artículoS de esta ley 
consagraba una mesada adicional para lo-
dos los pensionados que era recibida según 
lo allí dispuesto en la primera quincena de 
diciembre y que equivalía a una mensuali-
dad de la pensión respectiva. 

b) Posteriormente el 19 de diciem- 
bre de 1988, se dictó la Ley 71 de 1988, 
según la cual las pensiones de que trata el 
artículo 1 de la Ley 4a. de 1976. es decir las 
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de jubilación, invalidez, vejez y sobrevi-
vientes de los sectores público, oficial y 
semioficial en todos sus órdenes y en el 
sector privado, así como las que paga el 
i.S.S., serán reajustadas de oficio cada vez 
y con el mismo porcentaje en que sea 
incrementado por el Gobierno el salario 
mínimo legal mensual. 

Este reajuste tiene vigencia simultánea 
a la que se fija para el salario mínimo. Es 
decir que se toma como base del reajuste, el 
incremento anual del salario mínimo. Pero a 
diferencia de] sistema imperante bajo la Ley 
4a. de 1976, se fija como valor de reajuste el 
mismo porcentaje en que se incrementa por 
el Gobierno para el respectivo año, el salario 
mínimo legal mensual a cambio del prome-
dio entre los mismos salarios a qué hacía 
referencia la norma últimamente citada. 

En cuanto al monto de la pensión, la 
Ley 71 de 1988 dispuso que ninguna de ellas 
podía ser inferior al salario mínimo legal 
mensual, ni exceder de 15 veces dicho sala-
rio, salvo lo previsto en la misma. 

En cuanto concierne a la fecha en que 
los reajustes pensionales debían tener efica-
cia, esta ley la fijó a partir del 1 de enero de 
1989, como quiera que sus disposiciones 
únicamente podían entrar a regir en el mo-
mento en que fuera reajustado el salario 
mínimo. 

Así entonces, de acuerdo con ese siste-
ma, si el salario mínimo era reajustado por 
ejemplo en un 27%, en esemismo porcentaje 
debía operar el reajuste de las mesadas pen-
sionales. 

c) Posteriormente, el artículo 116 
del Estatuto Tributario permitió al Gobier-
no Nacional equilibrar las pensiones que 
estaban en situación de desigualdad. por la 
existencia (le dos regímenes diferentes con- 

en las Leyes 4a. de 1976 y  71 de 
1988. pues si bien es cierto que esta última 
eajustó las mesadas pensionales con el 

1 OO'7 del porcentaje de incremento del 
alario mínimo legal mensual, liniitó su 
zampo de aplicación sólo a aquellas peri-
iiOflCS que se causaran bajo la vigencia de 
sta ley, razón por la cual quienes seguían 

FUNCION PUBLICA 

"El principio de 
la igualdad se 
traduce en el 

derecho a que 

no se instauren 
excepciones 
o privilegios 

que exceptúen a 

unos individuos 
de lo que se 

concede a otros 
en idénticas 

circunstancias1.." 

rigiéndose en esta materia por el sistema de 
la Ley 4a. de 1976, se encontraban en 
desequilibrio con respecto al reajuste anual 
de su pensión. Fue por ello que el artículo 
116 mencionado, dispuso: 

"Artículo 116 Ajuste a pensiones del 
sector público nacional. Para compensar 
las diferencias de los aumentos de salarios 
y de las pensiones de jubilación del sector 
público nacional, efectuados con anterio-
ridad al año de 1989, el Gobierno Nacional 
dispondrá gradualmente el reajuste de di-
chas pensiones, siempre que se hayan reco-
nocido con anterioridad al 1 de enero de 
1989. 

Los reajustes ordenados en este artícu-
lo. comenzarán a regir a partir de la 6cha 
dispuesta cii el decreto reglamentario co-
rrespondiente. y no producitín efecto retro-
activo''. 

d) Con fundamento en lo anterior. 
el Gobierno Nacional dictó el Decreto 2108 
de 1992. Conlonne a sus previsiones. las  

pensiones de jubilación del sector público 
nacional reconocidas con anterioridad al 1 
de enero de 1989 que presentaren diferen-
cias con los aumentos de salario, se reajusta-
ron a partir del Ide enero de 1993, 1994 y 
1995, así: 

Las pensiones reconocidas en 1981 
y en fechas anteriores, se reajusta-
ron en un 28%. Su pago se dividió 
en tres partes: el 12% a pagarse en 
1993; el 12% en 1994 y  el 4% 
restante en 1995. 

2. Para las pensiones reconocidas de 
1982 a 1988, se decretó un reajuste 
del 14% pagadero en dos partes: un 
7% en 1993 y el otro 7% en 1994. - 

El Decreto 2108 de 1992 dispuso ex-
presamente que estos reajustes eran com-
patibles con los incrementos decretados 
por la Ley 71 de 1988. 

e) Finalmente, se expidió la Ley 
100 de 1993, conforme a la cual la regla 
general es que a partir de su vigencia, todas 
las pensiones se reajustarán anualmente de 
oficio, el 1 de enero según la variación 
porcentual del índice de precios al con-
sumidor certificado por el DANE, para 
el año inmediatamente anterior. 

Se dispuso que no obstante las pensio-
nes cuyo monto mensual sea igual alsala-
rio mínimo legal mensual vigente, serán 
reajustadas de oficio cada vez y con el 
mismo porcentaje en que se incremente 
dicho salario por el Gobierno. - 

Además, el artículo 143 de la misma 
ley estableció que a quienes con anteriori-
dad al 1 de enero de 1994 se les hubiere 
reconocido la pensión de vejez, invalidez y 
muerte, tendrán derecho a un reajuste men-
sual equivalente a la elevación en la cotiza-
ción para salud que resulte de la aplicación 
de la misma ley...'' 

La temática constitucional a conside-
rar para el examen de los cargos. 

Según se anotó, los actores aducen 

como argumento acusatorio principal cii sus 
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respectivas demandas, que al institucionali-

zarse la mesada adicional pagadera en el mes 

de junio de 1994 solamente para aquellos 

pensionados a quienes se les reconoció el 

derecho pensional con anterioridad al 1 de 

enero de 1988, se está desconociendo el 
carácter de Estado Social de Derecho sin que 

sea viable en aras del principio de igualdad, 

discriminara los pensionados parafavorecer 

en la mencionada Ley de Seguridad Social a 

un núcleo singular de pensionados, en detri-

mento de otro conglomerado al cual le asiste 

el mismo derecho. 
Con lo anterior se está desconociendo 

el interés general de los pensionados, lo cual 
presupone un trato desigual en relación con 

los beneficios que el Estado reconoce en 

"a . .se deduce 
al tenor de la 
jurisprudencia 

de esta 
Corporación, 

una clara 
viólación a la 
prohibición de 

consagrar 
discriminaciones 

en el mismo 
sector de 

pensionados, 
otorgando 
privilegios 

para unos en 
detrimento de 
los otros... 

FUNCION PUBLICA 

favor de otros del mismo sector, atendiéndo-

se exclusivamente a la fecha en que se reco-

noció la respectiva prestación social y no al 

carácter de jubi lado.)> 

El Derecho a la Igualdad. 

Esta Corporación en relación con el 

derecho a la igualdad, consagrado en el 

artículo 13 de la Constitución Política, se ha 

pronunciado en múltiples ocasiones a través 

de sentencias emanadas tanto de las Salas de 
Revisión en materia de tutela, como de la 

Sala Plena en asuntos de constitucionalidad, 

los cuales es preciso tener en cuenta para los 

efectos de la decisión que se haya de adoptar. 
Sobre el particular ha señalado: 
"De todos ellos se desprende una cla-

ra y contundente afirmación sobre el carác-

ter fundamental del derecho a la igualdad, 
como valor fundante del Estado Social de 

Derecho y de la concepción dignificante 

del serhurnano que caracteriza la Constitu-
ciónde 1991 y que consagra su artículo 13 

en los siguientes términos: 
En sentencia T-432 de junio 25 de 

1992, una de sus Salas de Revisión al 
analizar una de las principales implicacio-

nes de este derecho expresó: 
"El principio de la igualdad se traduce en 

el derecho aque no se instauren excepciones o 

privilegios que exceptúen a unos individuos de 

lo que se concede a otros en idénticas cimuns-

tancias, de donde se sigue necesariamente, que 

la real y efectiva igualdad consiste en aplicar la 

ley en cada uno de los acaecimientos según las 
diferencias constitutivas de ellos. El principio 
de lajusta igualdad exige precisamente el reco-

nocimientode la variada seiiededesigualdades 

entre los hombres en lo biológico, económico, 
social. cultural, etc..dimensiones todas ésas que 

Cli justicia deben er relevantes para el dere-

cho—. 
También esta Corte ha profundiza-

(lo sobre la naturaleza de este derecho 
fundamental. Al respecto, ha dicho: 

"1_a igualdad de todas las persOiias 

ante la ley y las autoridades, constituye un 

Carta Admtnistrativa 

derecho constitucional fundamental tanto 

por su consagración como tal en el Capítu-

lo 1, Título 11 de la Constitución Nacional, 

como por su exaltación como derecho dé 

vigencia inmediata en el artículo 85 de la 

Carta Política, y también porel valor tras-
cendente que tiene para el hombre, sobre 

todo dentro de una nación que persigue 

garantizar a sus habitantes una vida convi-

vente dentro de lineamientos democráticos 

y participativos que aseguren un sistema 

político, económico y social justo. 
"La igualdad ante la ley y las autori-

dades ha quedado cristalizada como dere-
cho fundamental por cuanto es esencial al 
ser humano, pues elimina la esclavitud, la 
servidumbre, las prerrogativas heredita-

rias y los privilegios de clases, considera-

ción que es robustecida por la trascenden-
cia que a dicho derecho se le da en la 

Asamblea Nacional Constituyente y en los 

instrumentos y pactos internacionales. 
A los efectos de este fallo resulta 

también pertinente reseñar los supues-
tos que conforme a la jurisprudencia6  
constitucional justifican el trato dife-
renciado, a saber: 

"a) La diferenciación razonable de 
los supuestos de hecho: El principio de 
igualdad sólo se viola si el tratamiento 
diferenciado de casos no está provisto de 
una justificación objetiva y razonable. La 
existencia de taljustificación debe ser apre-

ciada según la finalidad y los efectos del 

tratamiento diferenciado." 
Para la Sala resulta evidente que al 

consagrarse un beneficio en favor de los 
pensionados por jubilación, invalidez, vejez 
y sobrevivientes en los términos del artículo 
142de1a Ley lüOde 1993."cuyas pensiones 
se hubiesen causado y reconocido antes del 

l de enero de 19$''. consistente en el pago 

de una mesada adicional de treinta (30) días 

de la pensión que les corresponde a cada uno 

de ellos, la cual se "cancelará con la mesada 

del mes de junio de cada año a partir de 

1,. Clr,Seiuencia (." (R)I( ae enero21 deW93. \l.l'. 

5. Ciro Ai,arita 13:i,- ii1 Y SeuiIeucla 1-422 dejunio  1') de 

9592. 51.1'. I)i. Edtuai,k, (iiieiilc' \ijÇm,. euiireolii... 
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1994", excluyendo a las pensiones causadas 

y reconocidas con posterioridad al 1 deenero 

de 1988, se deduce al tenor de lajurispru-

dencia de esta Corporación, una clara 
violación a la prohibición de consagrar 
discriminaciones en el mismo sector de 
pensionados, otorgando privilegios para 
unos en detrimento de los otros, al restrin-

gir el ejercicio del derecho a la misma mesa-
da adicional sin justificación alguna, para 

aquellos pensionados jubilados con poste-

rioridad al 1 de enero de 1988. 
Considera la Corte que la desvaloriza-

ción constante y progresiva de la moneda, 

que conileva la pérdida del poder adquisitivo 

del salario, originado en el fenómeno infla-

cionario, es predicable para los efectos de 

decretar los reajustes anuales a todas las 

pensiones de jubilación sin distinción algu-

na. Peroello no puede constituir fundamento 

de orden constitucional para privar de un 

beneficio pensional como lo es la mesada 

adicional que se consagra en la norma mate-

ria de revisión, en favor de un sector de 

antiguos pensionados, excluyendo a olios 

que legítimamente han adquirido con poste-

rioridad el mismo derecho pensional por 

haber cumplido con los requisitos legales 

correspondientes. 
Por ello no existe razón justificada para 

negarla mesada adicional a estos últimos, o 

postergarles su derecho a percibirla, para 

una fecha posterior a la que se consagra para 

los pensionados con anterioridad al 1 de 

enero de 1988. 
Por otra parte, como se ha expuesto. si  

el origen del reconocimiento de la mesada 

adicional es la de que "ese es el grupo de 

pensionados que se afectó con la norma de 

reajuste pensional que estuvo vigente hasta 

el año de 1988, que modificó la Ley 71", fue 

ese mismo grupo de pensionados quien tam-

bién a partir del 1 de enero de 1988. al 

deroizarse la Ley 4a. de 1976. comenzó a 

recibir los reajustes ordenados por la Ley 7! 

de I988.apartirdel 1 deenerodc 1989."con 

el mismo porcentaje en que se ha incremen-

tado por el gobierno el salario mínimo legal 

mensual" con lo cual quedó corregida la 

1 FUNCION PUBLICA 

situación desfavorable establecidaen la Ley 

4a. de 1976 que traía consigo unos reajustes 

pensionales inferiores al incremento del sa-

lario mínimo legal mensual que se ordena-

ban con anterioridad a 1988. 
Y más aún, cuando en virtud del 

Decreto 2108 de 1992 emanado del Go-

bierno Nacional se reajustaron igual- 

• a juicio de 

la Corporación, 

no debe existir 

discriminación 

alguna, en 

aplicación del 

principio de 

igualdad de que 

trata el artículo 

13 de la 

Constitución 

Política, que 

consagra la 

misma 

protección de 

las personas 

ante la ley, 

dentro de un 

marco jurídico 

que garantiza un 

orden político, 

económíco y 

social justo..." 

mente a partir del 1 de enero de 1993, 

1994 y 1995, las pensiones de jubilación 

del sector público del orden nacional, 

reconocidas con anterioridad al 1 de ene-

ro de 1989, que presentaban diferencias 

con los aumentos de salarios, sin que por 

otro lado estos reajustes sean incompati-

bles con los incrementos decretados en 

desarrollo de la Ley 71 de 1988, los 

cuales se otorgaron precisamente en ra-

zón de haber sido el grupo de pensiona-

dos afectados con la norma pensional 

(Ley 4a. de 1976) que sobre esta materia 

estuvo vigente hasta el afio de 1988. 

Corregida esa situación en materia 

de reajustes, en virtud de las nuevas 

disposiciones, no hay duda de que en 

vigencia de la Ley 71 de 1988, los pen-

sionados antiguos quedaron sometidos a 

un mismo tratamiento, de acuerdo con 

esta norma, según la cual, en adelante las 

pensiones de que trata la misma, serán 

reajustadas de oficio cada vez y en el 

mismo porcentaje en que fuera incre-

mentado por el gobierno el salario míni-

mo legal mensual. 
Distinta es la situación de los reajustes 

pensionales de lo que tiene que ver con el 

beneficio de la mesada adicional, con res-

pecto a la cual, ajuicio de la Corporación, no 
debe existir discriminación alguna, en apli-

cación del pnncipio,de igualdad de que trata 

el artículo 13 de la Constitución Política, que 

.consagra la misma protección de las perso-

nas ante la ley, dentro de un marco jurídico 

que garantiza un orden político, económico 

y social justo, a que se refiere el Preámbulo 

de la Carta, razón por la cual se declarará la 

inexequibilidad de los fragmentos acusados 

de los incisos primero y segundo del artículo 

142 de la Ley l(X)dc 1993. 

La acusación contra el inciso se-

gundo del artículo 142. 

Encuentra la Corte que lo expuesto 

es igualmente aplicable en relación con 

el inciso segundo del artículo 142. en 

cLianto crea una discriminación injusti- 

36 Octubre 1994 - Marzo 1995 



Carta Administrativa 

ficada en favor de quienes están disfrutan-
do de la pensión con fundamento en las 
disposiciones anteriores a la Ley 71 de 
1988, en detrimento de quienes habiendo 
cumplido los requisitos de edad y tiempo 
de servicio, adquirieron la condición de 
pensionado apartir del 1 de enero de 1988, 
por lo que se declarará su inexequibilidad. 

La acusación contra la expresión 
"actuales" (encabezamiento de¡ artícu-
lo 142) 

Finalmente, de acuerdo a lo manifes-
tado, se deduce que los cargos contra esta 
expresión también prosperan, y por ende 
se declarará su inconstitucionalidad, en 
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cuanto consagra una discriminación injus-
tificada en favor de un grupo de pensiona-
dos -los actuales-, frente a quienes se les 
reconoció la prestación social con anterio-
ridad a la vigencia de la Ley lOO de 1993. 

VIII. Decisión. 

En mérito de lo expuesto, la Sala 
Plena de la Corte Constitucional, admi-
nistrando justicia, 

EN NOMBRE DEL PUEBLO 

VA 

POR MANDATO DE 
LA CONSTITUCION, 

RESUELVE: 

Declarar la INEXEQUIBILI-
DAD de las expresiones "actuales" y 
"cuyas pensiones se hubiesen causa-
do y reconocido antes de¡ primero 
(lo.) de enero de 1988", contenidas 
en el inciso primero de] artículo 142 
de la Ley 100 de 1993, al igual que el 
inciso segundo de la misma disposi-
ción. 

Cópiese, comuníquese, notifíque-
se, publíquese, insértese en la Gaceta 
de la Corte Constitucional y archívese 
el expediente" 

Visión Integral de la 

D 0 0  
mensió n 

Humana de las 
Organízacíones 

Gustavo Urrego Avila 
Jefe Divisió,i de Bici ¡esta;- y Capacitación 

L a dimensión humana de la organización lo abarca todo: los 
procesos de trabajo, la cultura y el ambiente laboral en que 
se llevan a cabo las actividades, los productos concebidos 

y ejecutados con el toque humano y personal que le imprime cada 
trabajador, los recursos que transforma para beneficio y comodidad de 
todos; los clientes, los proveedores, los competidores y demás concu-
rrentes al mercado. En general, todo lo que regula las actividades 
dentro y fuera de las organizaciones, asícomo las relaciones interper-
sonales que resultan de la necesidad humana de vincularse y ayudarse 
para alcanzarel mejor nivel de vida posible, en medio de una sociedad 
ordenada y capaz de progresar hacia el Bienestar. Todo en la organi-
zación revela su naturaleza eminentemente humana y vital. 

Con esta percepción, la organización se nos manifiesta como 

un conglon;ei-ado humano, vivo y actuante que en muchos aspectos 

funciona como un todo integral - aunque no siempre bien integrado 

y armónico. 
Los componentes básicos de la organización son los seres 

humanos que emplean objetos artificiales e instrumentos fruto de su 
capacidad para crear y transformar el mundo. En este proceso 
elaboran y desarrollan una Cultura, la cual se expresa por medio de 
relaciones, símbolos, lenguajes, rituales, eventos y ceremonias, 
costumbres, hábitos, normas, valores, principios y creencias que 
regulan las relaciones, los medios y mensajes, tecnologías y enfo-
ques científicos y empíricos concebidos para manejar la iilcerti-
dunibre. así como las ideas y los sentimientos que se convierten co 
ideales generadores de cambio e innovación. Subyacente. un espí-
ritu fundamental anima a ese ser que es la organización pemiit iendo 
a los individuos identificarse en medio de su propia diversidad de 

caracteres y motivos personales y concentrar sus esfuerzos cii 
acciones comunes que responden al cumplimiento de una misión, 
la de¡ ente orianizaciona 1 
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Aunque la organización es en 
esencia una manifestación concreta y 
estructurada de la condición humana,a 
asociarse y ordenar sus acciones, exis-
ten otras formas válidas de enfocar los 
fenómenos organizacionales. El enfo-
que que presentamos aquí es eminen-
temente holístico y humanista. Intenta 
abordar el todo que es la organización. 
como un 10(10 humano, con múltiples 
facetas y manifestaciones tan diversas 
como pueden serlo las act y idadc s de 
hombre en su aEin por translormar el 
ni undo. Esta manera de trabajar sobre 
la reiffidad organizacional exige no 
solo iii st rumentos conceptuales y lee-
nolócicos precisos sino también am-
plia capacidad para reunir, relacionar 
y controlar correctamente varios t'ac-
lores al mismo tiempo, sin alterar tic- 
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gativarnente su 
potencial propio. 
Es el mismo ta-
lento que se re-
quiere para lo-
grar resultados 
exitosos con el 
concurso de per-
sonas diferentes 
entre sí, que vi-
ven situaciones 
particulares y 
modos distintos 
de enfrentarlos, 
sentir y desarro-
llarse. 

En una orga-
nización inciden 
varios factores 
como resultado 
de] intercambio 
entre la entidad, 
su entorno, las 
características de 
su composición 
humana, la in-
fluencia de los 
factores externos 
que crean condi-

ciones y límites para el intercambio 
entidad-medio ambiente, dando como 
resultado una especie de personalidad 
o sintalidad grupal. 

La vida de las organizaciones se 
desarrolla en un marco de tipo políti-
co, económico, social, tecnológico, 
cultural y físico que compone sustan-
cialmente los escenarios y en el que 
cobran significado sus políticas, sus 
sistemas y concepciones de adm ini 
ración de¡ personal. Estas situaciones 

se presentan tanto en pequeñas empre-
sas de¡ sector privado, como en los 
bloques compuestos por estados que 
se asocian, como las personas, para  
consolidar o resistir sit naciones que 
surgen en el juego de la competencia 
por el poder. los recursos y los merca-
dos. 

Resulta por tanto, muy difícil, si 
no imposible, abordar el tema de la 
administración de personal en forma 
holística y pretender al mismo tiempo 
analizarla cubriendo todos los aspec-
tos y fenómenos de su acontecer por lo 
complejo de cada proceso, por los nu-
merosos factores a tener en cuenta, 
por el devenir imparable de cambio 
que impide fijar la atención en un 
momento determinado sin perder de 
vista el movimiento general, en que 
cobra un significado especial cualquier 
evento, además de considerar todos 
los eventos que ocurren al mismo tiem-
po. En fin, es un problema de capaci-
dad para controlar una realidad que 
nos supera. 

A pesar de lo anterior, la organi-
zación debe ser vista como un todo 
esencialmente humano, porque las 
personas no son parte de la organiza-
ción, son la organización. No son un 
recurso más. No se manejan por tanto 
como los demás recursos. El hecho de 
que tengan un cuerpo visible y actuan-
te que opera sobre las cosas no quiere 
decir que las personas sean cosas. El 
hecho de que manejen recursos no 
quiere decir que sean recursos. Son 
personas y son la organización. 

La Administración de Personal 
y el Cambio 

El proceso evolutivo que ha teni-
do la función de administrar personal 
en las organizaciones, las estructuras 
y los sistemas operacionales, la com-
posición y situación de los trabajado-
tes y su significación misma han sido 
trascendentales para el desarrollo em-
presarial y social de nuestros países. 
siempre comprome ti dos por la debi Ii - 
dad que exhiben en las relaciones de 
intercambio a nivel internacional y 
por los problemas de baja prod uct i vi - 
dad, desorganización. inadecuado po-
sicioilam iento. sobrecostos financie- 
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ros, corrupción, atraso tecnológico y 
un marcado desaprovechamiento de la 
capacidad actual y potencial. 

La falta de certeza sobre el mode-
lo apropiado para cada organización 
se manifiesta como una debilidad adi-
cional, por que algunas entidades no 
logran definir en forma correcta su 
misión o, si la expresan, no se estruc-
turaron ni funcionan de acuerdo con 
los principios, valores y objetivos que 
dicha misión señala, más bien acogen 
modas y tendencias administrativas 
promocionadas en el mercado. Esto 
facilita que gerentes y asesores, técni-
cos y empíricos enseñen y recomien-
den modelos importados, seguramen-
te muy efectivos pero cuyo trasplante 
inadecuado ha generado usos arbitra-
rios e impropios y producido resisten-
cia y perjuicios-a la entidad. 

Hasta hace algunos años, por lo 
menos en lo que a Colombia respecta, 
la administración de personal venía 
desempeñando un papel secundario, 
reactivo y desigual frent\a las otras 
jerarquías de la empresa. \ 

El administrador de reursos hu-
manos no cumplía las directrices de 
un rol proactivo y participante en las 
decisiones fundamentales de la enti-
dad, no reaccionaba ante los planes y 
decisiones tomados en instancias "su-
periores", atentando así, en forma gra-
ve, contra la integración del sistema 
organizacional. Esta actitud tan co-
mún en las áreas de personal de la 
entidades estatales corresponde a un 
tipo de organización jerarquizada, cen-
tralizada en su toma de decisiones, y 
que delega en el ¿irea de personal la 
función que le corresponde a cada jefe 
de línea. 

Las Organizaciones de este tipo 
suelen estar centradas en sí mismas. 
en sus propias ¡imitaciones estructu-
rales, en sus hábitos y en sus normas 
de autorregulación y protección. Ade-
más están "contra" las exigencias de 
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a 
organización 
debe ser vista 
como un todo 
esencialmente 

humano, 
porque las 

personas no 
son parte de la 
organíza ción, 

son la 
organízacíón" 

los clientes y de los proveedores. Pre-
tenden funcionar como un ente cerra-
do y autosuficiente frente a su medio 
ambiente, el cual o bien desconocen, o 
bien consideran imposible de contro-
lar y por tanto, como un elemento fatal 
cuyos efectos no se pueden preveer y 
menos aún evitar. Es por eso que en 
tales ambientes, la Administración de 
Personal se limita a responder ante los 
nuevos hechos y demandas que se le 
presentan, en vez de proyectarse en su 
contexto, con visión estratégica y voz 
y voto en el momento de las decisio-
nes que afectan a la entidad y a su 
personal en conjunto. 

Además. en este tipo de empre-

sas, por la posición suballerna que 
ocupan. estas áreas son las que prime-
ro sufren las consecuencias de crisis. 
dificultades y recortes. Y muchas ve-
ces sin contar con la oportunidad de 
a n 1 i ci ¡) a rl as. 

Ahora bien, hay organizaciones 
que muestran mejoras notables, que  

no son producto del azar sino que res-
ponden a la presión que sobre ellas 
ejercen las profundas transformacio-
nes de nuestra sociedad contemporá 
nea. Veamos algunas de esas causas: 

A mayor Tecnología, 
mayor necesidad de contacto Humano 

La búsqueda desesperada de me-
canismos automáticos y eficientes al 
100%, para competir en el mercado 
financiero ha llevado a las organiza- 
ciones de tipo bancario y corporacio- 
nes de ahorro, a fin de inundar las 
ciudades con sistemas electrónicos de 
pago y transformación, a eliminar el 
cajero humano para reducir costos y 
prefiriendo prestar el servicio 24 ho- 
ras sin pagar horas extras, ni entrar en 
conflicto con personas o sindicatos 
pero, ¿qué pasa con la necesidad de 
comunicación y contacto? Mejora la 
eficiencia, se presta el servicio, pero 
tiende a romperse la relación con el 
cliente que buscará los medios para 
compensar una situación que le des-
equilibra: la soledad y el aislamiento. 

Al respecto, Naisbitt en su libro 
Megatendencias 2000 hace énfasis en 
el siguiente concepto: "cuando una 
nueva tecnología es introducida en la 
sociedad, debe producirse una respues-
ta humana para contrarrestarla -es de-
cir alto contacto- o la tecnología es 
rechazada". 

Alta tecnología/alto contacto. El 
principio simboliza la necesidad de 
equilibrio entre nuestra realidad física 
y espiritual. En el contexto de los pro-
blemas y retos de los países se hace 
necesaria la reestructuración del desa-
rrollo económico. de sus políticas so-
ciales y económicas, del estado y la 
estructura de sus organizaciones, me-
diante cambios que les pernlilan adap-
tarse de forma innovadora a las nue-
vas condiciones de apertura y glohali-
zacióii. 
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Tecnología y Empleo 

En relación con la decisión empre-
sarial de sustituir el empleo por tecnolo- 
gía se alegan razones de tipo financiero: 
reducción del costo salarial y del tamaño 
de la fuerza laboral. Esta última estaba 
ligada a la simplificación de la organiza-
ción y la necesidad de mayor control 
sobre los procesos productivos y admi-
nistrativos. Este control se logra, ade-
más, mediante cambios en la política de 
recursos humanos y en los requerimien-
tos de calificación, generados por las 
nuevas tecnologías. 

Este proceso está estrechamente 
vinculado con criterios y procedimien-
tos de selección y promoción de perso-
nal adecuados que incluyen aspectos 
como capacidad de adaptación bajo pre-
sión, disciplina, puntualidad, sumisión 
etc., que inclinaron a muchos empresa-
rios a contratar jóvenes sin experiencia 
previa pero con más altos niveles acadé-
micos, "para hacerlos" como diría algún 
Gerente. Por ejemplo: 

Sustitución (en el estado) de ni-
veles técnicos profesionales y de 
estructura de líneas verticales, por 
grupos variables de coordinación 
transversal flexibles y modula-
res. 
Reducción considerable de cier-
tas categorías de trabajadores, 
como los auxiliares y algunos de 
bajo nivel de calificación y sus 
respectivos supervisores. 
Modificación en la naturaleza de 
cierros trabajos (simplificación, 
parcialización. etc.). al ser reern-
plazados por las nuevas tecnolo-
gías las anteriores funciones pro-
d u e (iv as. 

Los trabajos más afectados fueron 
os que exigían mayor nivel de califica-
ión "real", es decir, no específica a una 
liaqu i nana o a un tueo de trabajo, sino 
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lograda a través de un período de apren-
dizaje relativamente largo. 

Sin embargo, no se trata de una 
eliminación del trabajador en sí mismo 
sino de la simplificación y desaparición 
o reducción de tareas calificadas, y de la 
disminución de la capacitación requeri-
da para la mayoría de los perfiles de 
cargos de nivel asistencial y operativo. 

Se notó sí una tendencia a la "profe-
sionalización" de los cargos, pero no 
siempre en el mejor sentido. El hecho de 
poder contratar profesionales (con título 
universitario) por el salario de un técni-
co o asistente, no siempre significaba 
una ganancia o ahorro para la entidad. 
Sea o no profesional, una persona que 
gana menos de lo que corresponde a su 
nivel académico y a sus expectativas no 
tendrá un rendimiento notable. 

Por parte de las entidades estatales 
esta "profesionalización" responde a si-
milares consideraciones, relacionadas 
más con salario que con contenido de los 
cargos; pero, por otra parte, también 
refleja la necesidad de conformar gru-
pos de trabajo más profesionales y autó-
nomos que permitan aliviar las estructu-
ras organizacionales de tantas jefaturas, 
secciones, divisiones, etc., porque tien-
den a la burocratización, a hacer más 
difícil la coordinación transversal.y a 
elevar los costos de funcionamiento, por 
que los salarios de personas con mando 
son más altos. Además se tiende a flexi-
bilizar el manejo de las plantas de perso-
nal con cargos rotativos para asegurar 
estabilidad y continuidad en las posicio-
nes directivas de mandos medios a las 
que accedan más fácilmente hoy los em-
pleados de carrera. 

Por otra parte, cii el marco nac oua 1 
se notó una intensificación del desplaza-
miento continuo de mano de obra por la 
automatización y simplificación de al-
gunos procesos. 

En el caso del sector oficial en Co-
lombia, por lo menos en términos esta-
dísticos, no se dio una reducción, sino  

un incremento. De hecho, se eliminaron 
cerca de 40.000 empleos en los últimos 
4 años, pero se crearon más de 100.000 
para reforzar los sectores de Defensa y 
Justicia y se crearon tres nuevos minis-
terios recientemente. 

Sin embargo, para cada uno de los 
funcionarios afectados por las reduccio-
nes de personal la situación tuvo un 
impacto por lo general negativo sobre 
sus ingresos, estabilidad, familia, pla-
nes, etc., que resultaría imposible esti-
mar. 

Por otra parte, las políticas de ad-
ministración y función pública plantea-
das por los tres últimos gobiernos y res-
paldadas por la acción asesora y de con-
trol del Departamento Administrativo 
de la Función Pública apuntan todas a 
procesos de modernización y actualiza-
ción de las entidades que plantean a 
éstas nuevos retos hacia la eficiencia y la 
productividad. 

De acuerdo con el enfoque de seg-
mentación de mercados, aplicado al caso 
del empleo, las políticas salariales y de 
capacitación, así como la estabilidad del 
empleo no dependieron directamente y 
en forma exclusiva del proceso de mo-
dernización, sino de las características y 
situación del mercado en términos de 
oferta, de las políticas nacionales sobre 
capacitación y empleo, y de la legisla-
ción laboral vigente, que en el caso co-
lombiano se cristalizó en la Ley 50 de 
reforma laboral. El concepto de segmen-
tación no se puede aplicar a la descrip-
ción de los patrones de reclutamiento 
porque como hemos visto, hay demasia-
dos factores actuando al tiempo sobre 
las condiciones de oferta y demanda de 
trabajo calificado. y el proceso es contí-
nno, además de imprevisible en muchos 
casos. Se requiere entonces de solucio-
nes o por lo menos de enfoques de natu-
raleza heurística, más que algoritmos 
lógicos.rígidos y "racionales"para abor-
darel problema, porque la realidad com-
pleja de los acontecimientos humanos 

4' 
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no sigue siempre patrones predefinibies 
y mecánicos de conducta, sino que per-
mite la innovación y el cambio radical. 
Se trata por tanto de un reto a la imagi-
nación, a la apertura mental, ajugar con 
las probabilidades más que con certezas 
y pronósticos absolutos de corte con-
ductista que no reconocen al ser humano 
más capacidad y libertad que a cualquier 
ameba de laboratorio. 

Indicadores del Cambio 

En lo político la presente década 
continuará bajo las condiciones del "or- 
den" internacional: procesos de demo-
cratización en América Latina y en Eu-
ropa del Este, balcanización y disgrega-
ción de varios bloques antes consolida-
dos; procesos de insurgencia nacionalis-
ta, guerras civiles, tensiones internacio-
nales provocadas por el resurgimiento 
de viejos conflictos nacionales y étni-
cos; agudización de problemas de ham-
bre, desnutrición, enfermedad endémica 
o epidémica en regiones de Africa, Asia 
y Latinoamérica caracterizadas por la 
miseria absoluta; la lucha denodada y no 
siempre exitosa contra la inflación y la 
deuda externa en el tercer mundo; agudi-
zación de crisis como la del Medio Orien-
te y su impacto económico, ecológico y 
político en los Estados Unidos y sus 
socios. 

Eh todo este reacomodamiento mun-
dial los medios de comunicación conti-
nuaran ejerciendo su doble papel de es-
pectadores-reflectores y actores de la 
noticia. 

El cambio se ha notado en varios 
hechos coincidentes en organizaciones 
di st i titas. 

La denominación Relaciones In-
dustriales. Jefatura de Personal. 
Adminiaión de Personal y 
otras similares ha cambiado l)O 
Administración de Recursos 
Humanos en varias Empresas. 
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evidenciando un cambio de en-
foque: del área mediadora entre 
Empresa y personas, (Relacio- 
nes Industriales, Personal ... ) a 
la concepción de un área tipo 
staff que apoya a la línea en la 
administración de sus recursos 
humanos. 
La posición del área en la es-
tructura jerárquica de la Em-
presa ha variado: 
de oficina, sección o departa-
mento, ha pasado a Gerencia, 
Oficina Asesora, Subdirección 
o Vicepresidencia. Con el con-
siguiente aumento de poder, 
participación y capacidad de 
planeación. 
De una función autoritaria, de 
línea, represiva y controladora 
del personal, sobre todo en lo 
disciplinario, a un área más bien 
asesora de apoyo a la línea y de 
servicios al trabajador. 
De un modelo centralizado de 
la gestión de personal en un jefe 
o dependencia, a una adminis-
tración descentralizada de los 
Recursos Humanos en dónde 
éstos se encuentran y funcio-
nan, y ejercida bajo la respon-
sabilidad de la línea. 
También ha cambiado la com-
posición de estas áreas pues se 
han reemplazado los profesio-
nales no especializados ni yo-
cacionados en Administración 
de Recursos Humanos, como 
técnicos y oficinistas, aboga-
dos, exmilitares. empíricos, pre-
jubilados, contadores, pagado-
res de nómina que solían niane-
jar estas áreas. por profesiona-
les de la administración, la ¡ii 

ceniería industrial, la psicolo-
gía e incluso por especialistas y 
técnicos en Administración de 
Recursos Humanos que cada vez 
más se forman vocacionalnien- 

te para estas labores, en vez de 
llegar a ellas por accidente, 
De un enfoque de la Adminis-
tración de Recursos Humanos 
como responsabilidad en fun-
ción de un área de línea suba!-
terna, que se limita a controlar 
y reaccionar ante los cambios 
que generan o deciden otros es-
tamentos de la empresa, a la 
oportunidad de actuar con pre-
visión y participar en las deci-
siones vitales de la organiza-
ción. 
De un manejo inmediatista, per-
sonalizado y empírico de los 
problemas internos de los em-
pleados, a enfoques cada vez 
más generalistas y amplios, de 
la Administración de Recursos 
Humanos, que involucran mu-
chos elementos de tecnología 
administrativa moderna basada 
en la teoría de Sistemas, ade-
más de los aportes provenientes 
de los nuevos enfoque políticos 
del trabajo, la administración y 
el comportamiento humano. 
De una concepción del personal, 
como un gasto necesario pero no 
siempre deseable, que busca ele-
var la productividad a costa de los 
salarios y beneficios de los traba-
jadores, a la propuesta de Inver-
sión en el recurso más valioso ye! 
verdadero responsable de la pro-
ductividad: el recurso humano. 

Con base en este modelo, varía la 
concepción del personal en la organi-
zación y también su valoración. Pero 
sobre todo, es importante anotar que 
este cambio se extiende a las prácticas 
empresariales en todos los ámbitos y a 
las 1)0!  íticas que les sirven de marco. 

Por eso, esta concepción se ex-
presó en niodelos de estructuras orga-
nizacionales más planas, des jerarqui-
zadas y livianas que permiten un fun- 

Octubre 1994 - Marzo 1995 41 



t ' •. 

Ccrta 

cionamiento ágil y la posibilidad de 

enriquecer los cargos, para beneficio 

de trabajadores y entidades. 
Plantas de personal desestructura-

das, cuyo manejo global las hace más 

flexibles y más acordes con la necesidad 

de adaptar su personal a] cambio sin la 

camisa de fuerza de un cargo estático y 

predefinido que impide aprovechar en 

un momento dado la capacidad de un 

funcionario o grupo para el manejo de 

proyectos, planes especiales, procesos 

iniiovadores y situaciones que deman-

dan a la organizáción ampliar su capaci-. 

dad, mediante la coordinación transver-

sal y la liberación de poder en equipos 

eficientes y autocontrolados que supe-

ran los esquemas tradicionales de es-

tructura piramidal tayloriana. 

Sistemas de capacitación más efec-

tivos que aunque aún no logran hacer de 

la organización un 1ugar para aprender 

en forma contínua y sistemática, sí apro-

vechan las nuevas tecnologías de ins-

trucción, medios y sistemas interactivos 

apoyados con computadores y tutores 
automatizados. En varios casos alimen-

tan un concepto de formación que des-

taca en los contenidos de la capacitación 

po1 fricas, principios, propósitos, valores 

normas y otros elementos culturales; con- - 

tenidos que-legitiman la misión institu-

cional y logran, junto con el desarrollo 

de habilidades y conocimientos, promo-

ver el patrón de actitudes que.se  espera 

exhiban los miembros de una organiza-

ción, ya que en últimas, éstas determina-

rán su desempeño. 
Incipientes propuestas para desa-

rrollar programas de bienestar y desa-
r rollo integral de] i ndi y iduo. mcd ante 

el dcci vn mejoramiento de su Calidad 

de Vda. en aquellas dimensiones en que 

es posible intervenir desde el ámbito de 

fa organizacion. pelo que de todos mo-

dos aseeureii una reval L!ación de la flo-

ral del grupo de trabajo. íundtmentada 

en va lores y principios esenciales com-

pat idos y teal izados por todos. 

FIINCION PUBLICA 

"El trabajador 
aquí como allá 

desea una 
mayor 

participación, 
quiere vivir en 
una empresa 

viva, 
• agradable, 
que les asegure 
no solamente 

el salario, 
sino también 
la posíbílidad 
de satisfacer 
otro tipo de 

necesidades de 
carácter 
afectivo, 
social y 

espiritual 

Un replanteamiento necesario 

Pero la verdadera !ruislorniaciári 

que requieren las oigan i/aciones de este 

país debe comenzar cii las Ilientes de sus 

l ícleres reales. cLiando se eleven de un 

manejo rígido de fa Dirección, basado 

en paradiemas de orieen niecan cista y  

burocrático a una posición de apertura a 

las alternativas diferentes e innovadoras 

de la administración holística. Cuando 

cambien el manejo ceátralizado, donde 

cada dependencia o cargo concentra su 

propia cuota de¡ poder central delegado 

(no de¡ poder propio y liberado) hasta 

llegar al conflicto, por un modelo des-

centralizado, participativo, de coordina-

ción transversal, que permita liberar y 

combinar el potencial de cada individuo 

o grupo y lograr así un incremento de la 

capacidad de la entidad, sin aumentar el 

costo de sus recursos. 
Cuando pasen de un estilo autorita-

rio de mando que estimula el ambiente 

competitivo, a un liderazgo real, más 

interactivo, más social y cooperativo, en 

donde sea posible hacer prevalecer las 

relaciones de intercambio equitativo y 

mantener la iniciativa personal en forma 

equilibrada. 
De un modelo de decisiones y solu-

ción de problemas concentrado en pun-

tos de poder que delega solo parcialmen-

te y no libera el poder, a un ambiente 

donde las decisiones se tomen en el nivel 

más - bajo posible, en donde están las 

personas que tienen la información y no 

sólo autoridad. 
En síntesis, Bienestar Social Labo-

ral, que sólo es posible mediante la im-

plantación de modelos de Calidad de 

Vida Laboral que permitan evaluar las 

condiciones de trabajo y los efectos de] 

Bienestar en forma objetiva y armoni-

zarlos con los requerimientos de un de-

sarrollo integral de] ser humano en el 

ámbito laboral. 
Las organizaciones que han inte-

grado en SUS políticas de desarrollo la 

búsqueda de una seguridad de empleo 

para SUS colaboradores al igual que 

una elasticidad en la movilidad de su 

personal son empresas que hoy cre-

een, se desarrollan y producen 1 ievas 

fue tites de trabajo. No ol vi demos 11 uc 

las grandes empresas japonesas ase-

guran el empleo vitalicio. 

¿ 
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Esta situación conileva a un tipo 
de relación entre asalariado y Empre-
sa muy diferente. El trabajador aquí 
como allá desea una mayor participa-
ción, quiere viviren una empresa viva, 
agradable, que les asegure no sola-
mente el salario, sino también la posi-
bilidad de satisfacer Otro tipo de nece-
sidades de carácter afectivo, social y 
espiritual. 

Pero muchas empresas fueron dise-
fiadas o resultaron de la práctiça de em-
plear trabajadores venidos del campo o 
de zonas deprimidas de inmigración de 
las grandes ciudades para explotarlos 
sin consideración a sus necesidades per-
sonales y su dignidad humana, para dar-
les uso (se dice "empleo") en forma 
inmediata, sin suficiente capacitación, 
inducción y orientación adecuadas; es-
tas entidades han atomizadolas tareas, 
han ordenado e1 trabajo en cadenas y 
creado los puestos de trabajo lo más 

simples y embrutecedores. Han estable-
cido una jerarquía sin comunicación con 
la base y obstaculizado la coordinación 
horizontal. 

¿Qué produjo esta situación del 
lado de la Entidad? Una respuesta tar-
día y timorata al cambio; pegada a su 
pasado que se desvanece y a su yana 
esperanza de mantener la rentabilidad 
en esas condiciones, la organización 
sacrificará su eficacia por conservar 
el orden interno. 

Del lado de los trabajadores. un 
desinterés profundo por el trabajo o la 
función monótona, que no permite que 
el trabajador participe del producto 
terminado, que no conduce al produc-
to o al servicio, como proceso conti-
000. Si 00 que pierde su sentido y valor 
en la especialización repetutva de ta-
reas y ni i nucias. La necesidad i mpe-

riosa de atender necesidades hústcas 
por medio de sistemas de Secundad 

Social de amplia cobertura ¿t los cia-

les se accede por medio del empleo. 
Una defensa del salario, única fucnt  

de recursos, en la imposibilidad de 
poder participar en la vida y en los 
resultados de la empresa, gracias a un 
real sistema de participación. 

Nuevas propuestas para 
los retos de hoy y de mañana 

Ahora bien, si las empresas quie-
ren mantenerse en esta carrera desen-
frenada de la competencia, no tienen 
otra alternativa que contar con la ad-
liesión de su personal y esto depende-
rá, a la larga, del grado de compromi-
so que el individuo alcance con las 
metas que le propone la organización. 

¿Cómo movilizar la energía total 
de la organización para que se coticen-
tre en esfuerzos adicionales de mejo-
ramiento e innovación? El desafío es 
claro y va dirigido a la imaginación y 
la capacidad de adaptación de todos y 
cada uno de los miembros de la enti-
dad,- pero especialmente para sus líde- 
res, que tienen la responsabilidad de 
plantear una visión optimista, entu- 
siasta pero realista del futuro que ba-
sada en valores compartidos alimente 
el compromiso individual con los ob-
jetivos misionales comunes. 

El Papel del Administrador. 

Por tanto, el asumir la dirección 
administrativa de una organización en 
las actuales condiciones supone que el 
administrador debe mantener una ac-
titud crítica y vigilante frente a sus 
propias teorías y procedimientos. para 
adaptarse a procesos de cambio forzo-
sos y acelerados que han variado las 
reglas del juego en cuanto a las rela-
ciones Empresa-Trabajador: 

Las condiciones del mercado la-
boral en los términos de las nue-

vas recIas de come reO interna-
cional y empleo. 

El auce de nuevas teorías y ¡no-

de los ad niin st rativ os y de rein-
gen cría o D.O. en el sector pri- 

vado y de modernización en el 
público. 

- La tecnificación de los proce-
sos de empresa (producción y 
soporte). 

- Las nuevas condiciones políti-
cas y legales que plantea la 
Constitución del 91 y  las nor-
mas que la sucedieron para la 
regulación de las relacioties del 
nuevo estado colombiano. 

- La cualificación del mercado la-
boral a nivel nacional y regional. 

- El reagrupamiento económico 
y político de los países de la 
región que replantea un marco 
de referencia para la actividad 
de las organizaciones y sus fun-
cionarios. 

- La elevación del nivel de cali-
dad de vida y educación de los 
trabajadores que ingresan a ella. 

- La creación y empleo de siste-
mas de reclutamiento, .selec-
ción, capacitación y desarrollo 
que cualifican la composición 
de la fuerza de trabajo. 

- La introducción de tecnologías 
avanzadas que suprimen, modi-
fican y crean empleos (con pre-

dominio de ío primero) 
- La mayor conciencia y sensibi-

lidad de los trabajadores acerca 
de sus derechos laborales, sus 
posibilidades de desarrollo per-
sonal y su capacidad actual o 
potencial. 

- La mayor importancia que se da 
al papel social de la Empresa: 
como creadora de riqueza, como 

factor de desarrollo socioeco- 

núm ico: como medí o y genera-
dor cultural y -para el trabaja-

dor- como una oportunidad de 

hacer carrera y lograr mis altos 

ni veles de autorreal zación per-

sona 1 
Las condiciones de desempleo 

y suhetiipleo. bajos ingresos. 
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inestabilidad laboral y pobre ca- 

lificación que frecuentemente 
caracterizan el mercado laboral 

en los países de] 3er. mundo. 

Las Organizaciones y los profe-
sionales de] área de personal que no 
tomen en cuenta y con toda seriedad 
estos aspectos que caracterizan la si-
tuación actual, se verán pronto en des-
ventaja frente a los demás y, sobre 
todo, frente a las exigencias de su 
propio desarrollo. 

Recordemos que esta área no solo 
presta servicios de información, orien-
tación y trámite para el personal en 
general y para la dirección en particu-
lar, sino que además tiene que respon-
der por una serie de procesos que ase-
sora o propone y que son de vital im-
portancia para el desarrollo integral 
de] personal y de las dependencias que 
conforman (selección, evaluación, 
mantenimiento, diseño, entrenamien-
to, etc.) demasiado importantes como 
para administrarlos mediante respues-
tas improvisadas, acciones no de] todo 
planeadas e integradas a los objetivos 
organizacionales o su ambiente cultu-
ral, o, como es tan común, mediante 
una actividad autocentrada y ciega a 
los factores sistémicos de su medio 
ambiente y a los hechos que desde el 
mismo afectan inexorablemente el cli- 
ma laboral, y la calidad de vida de los 
trabajadores que es posible alcanzar 
en esas condiciones. 

Pero tal reposicionamiento no de-
pende tan solo de la forma estructural 
ile L ntidad del modo de tun ínar 
(II.Ie le es propio, ni de su cultura. Li 
directivo, sobre todo ci de personal. 

ene un papel prot agónico que de em-
peñar en el proceso de revaluación y 

cambio. Para el lo debe prepararse. lee- 
ni fi ca rse y ki función cj ue le 

corresponde realmente. e eva ndo su 

capacidad para efectuar pronósticos 
acertados ante el tuluro de la Enipresa  

y de los individuos que la conforman y 
dinamizan. 

Con un nuevo estilo y enfoque se 
abocarán a la tarea de elaborar estrate-
gias y planes coherentes con las exi-
gencias de crecimiento y cambio de la 
organización y con las que le plantee 
el medio ambiente siempre variable e 
incontrolable. 

Además, la aplicación de tecno-
logías apropiadas acordes con el avan-
ce tecnológico de nuestro tiempo y 
con las necesidades de servicios y ac-
ciones en beneficio de los Recursos 
Humanos (informática-telemática, co-
municación, etc.) que ala vez, respon-
da a las exigencias de mayor contacto 
humano y participación que plantea la 
introducción de tecnologías de avan-
zada en las Empresas. 

El Enfoque holístico * en 
la administración de personal 

Es preciso abordar las cuestiones 
ya analizadas en el marco de una épo-
ca de crisis económica, social, ecoló-
gica y de valores que han impedido 
hasta ahora a las organizaciones fun-
cionar con mayor capacidad, tanto para 
llevar a cabo su misión como para 
cumplir con su responsabilidad frente 
al trabajador y frente a la sociedad que 
ayuda a moldear. 

En un período de "vacas flacas" 
para el sector privado y de restricción 
concertada del gasto público, el área 

de administración de personal sufre 
reducciones de presupuesto, sus prio-
riclades son trasladadas para el futuro. 

c enlal.a 'tve todo n la raciona 
ti/acion Ocl area. i ii cual dc0c respon-
der con eficiencia y cucada a aspec-
toS no tan acelilLiados antes. La pro-
ductividad y la eliciencia se tornan 
vitales, pues es una época en la cual la 
empresa no puede invertir en tecnolo-
gía avani,ada y los recursos financie-

ros son ni ucho iiias caros. el la precisa 
contar con su personal de manera i rres- 

tricta. Por lo tanto se hace necesario 
una administración más abierta, en la 
que todos puedan participar y aportar 
con sus ideas y con su trabajo al mane-
jo de las dificultades de! momento, 
con conocimiento pleno de] misnio, y 
en donde se incentive el compromiso 
de los empleados para con la empresa 
por la preservación de la unidad orga-
nizacional y de la potencialización de 
la sinergia de] equipo. 

Esto requiere de estructuras mas 
planas, des jerarquizadas y flexibles y 
de plantas dotadas con personas de 
mayor calificación y calidades mora-
les, mejor remuneradas, capaces de 
innovar sus métodos y los contenidos 
de su trabajo para permitir a la organi-
zación ajustarse oportunamente a las 
demandas variables y crecientes de su 
clientela. 

Modernización 

Se nota ya en nuestro medio un 
movimiento liderado por la gran em-
presa y las facultades de economía y 
administración de las principales uni-
versidades de] país, que se ha extendi-
do al sector oficial (bajo el nombre 
genérico de Modernización) y a una 
gran parte de la empresa grande y 
mediana, que se nutre con principios 
provenientes de la Calidad Total y la 
Planeación estratégica y que corres-
ponden a una visión sistémiea de la 
organización. 

Con este enfoque, se plantean 
nuevas políticas, así como las estratc-
cias para aplicarlas. dci critcr! os de 
i'roduct iv dad. Iii tegraL ion : sioral 

(le SC concret aii en prog ni ni as (le de-
sarrollo orga ni iac i ona 1 con noni hrc 

propio ( T. Q.C. J u st on (i me. Re i nge-

nicría. Mejoramiento continuo. Kai-
¡en \'otrossnnilares). 

Programas que tienen como in-

grediente básico la participación y el 
com promi so de todas las personis al 
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rededor de objetivos propuestos por] a 
dirección o los líderes naturales de la 
e ni i dad. 

En la solución del dilema produc-
tividad-pleno empleo se imponen so-
luciones de tipo macro que responden 
a planteamientos nacionales y estraté-
gicos. Pero en el interior de cada eni-
presa el drama humano y el iniperati-
yo de crecer, actualizarse o morir exi-
ge soluciones creativas y comprensi-
vas del as necesidades fundamentales 
de cada parte, con prevale.ncia del fac-
tor humano como el fundamental en el 
verdadero crecimiento de cualquier or-
ganización. 

Por otra parte, y como resultado 
de la necesidad de competir en merca-
dos saturados de ofertas y opórtunida-
des, las empresas se. vuelven, nueva 
mente y con gran preocup ación, sobre 
los problemas asociados con la cali-
dad yel valor agregado de sus produc-
tos, con, la esperanza de que estos 
marcarán la diferencia que les permita 
sobrevivir o crecerpor encima de quie-
nes no lo logran. 

Pero movili zar la gente en la.bús-
queda de un futuro de realizaciones 
implica también liberar su poder: su 
capacidad de pensar y crear, de solu-
cionar problemas, de esforzarse por 
aprender y mejorar en todos los aspec-
tos de su trabajo al contrario de los 
viejos modelos autoritarios en que se 
procuraba sobre todo controlar. repri-
mir o disciplinar el poder del trabaja-
dor. Hoy se plantean modelos de la 
administración participativa que fun-
cionan como integradores de la capa-
cidad humana y tecnolóeica contenida 
en los recursos de la empresa. 

La base tIc este cambio rad ca en 
la revaloración de la capacidad huma-
na disponible en términos diferentes a 
los de los cicmás recursos, como un 
proyecto de inversión que admite va-
nas alternativas. Esto significa que 

debe calcu lar los fLituros costos y ren- 
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dimienios de cada cargo y su desem-
peño. sobre una base histórica o l)ara-
métrica para determinar el punto de 
equilibrio en que ambos factores se 
compensan, así como.el costo de una 
excesiva rotación de un mal aprove-
chamiento de estos recursos. 

Visión financiera 
de costo- beneficio 

Esta visión de la gestión de perso-
nal se constituye en parte esencial de 
la integralidad y en requisito para la 
supervivencia de sus programas e in-
versiones, pues sólo una propuesta 
realnintevincuJada con las preocu-
paciones fundamentales de la direc-
ción acercá de productividad, rentabi-
lidad y crecimiénto sostenible le da 
sentido y atractivo a los programas 
provenientes de las áreas de.personal, 
condición indispensable para poder 
"negociar" con la gerencia un presu-
puesto.adecuado para estos rubros. 

Pero como 'sé trata de programas 
que afectan.directamente a la gente, 
sus resultados no sóio.deben satis.fa-
cer las expectativas de la Dirección 
sino también las de cada uno de los 
usuarios o clientes del servicio, es 
decir, las personas vinculadas a la or-
ganización cubiertas por tales progra-
mas. 

De todos modos, las organizacio-
nes tendrán que responder a estos fe-
nómenos, con sus propias creencias y 
herramientas. 

El replanteamient() ideológico 

Esto sien ifica. Cfl It) ideológico. 
un replanteam lento de coricepc ioiies. 
principios y valores organ 1 zac ionales 
y una tendencia visible va como lie-
mos anotado. a superar el mocle lo tra-

dicional tayloriano -burocrático- y aún 

algunos de los plantcamientos de cor-

te sistémico que aunq iie aclaran y de- 

finen mejor el tejido de relaciones y 
procesos que determinan el desempe-
ño de las áreas de la "administración de 
recursos humanos" en una situación de 
apertura mundial y cambio acelerado, 
no son del todo suficientes para abordar 
la dimensión espiritual de la organiza-
ción. Se requiere entonces: 

Un enfoque holístico y genui-
namente humanista de la orga-
nización, sus elementos, sus 
procesos y sus problemas. 

- Un reconocimiento de la dimen-
sióivhurnana de laorganización 
y de la necesidad de atenderla 
en forma prioritaria, con crite-
rios de Inversión en lo econó-
mico y de integralidad en la 
definición de las accionesque 
se realicen para tal ¿fecto. 
Una convocatoria al cont promi-
sopersonal ygrupai pormedios 

-que aseguren su' identificación 
con principios yvalores dom-
partidos por todos que le den 
legitimidad a la rrisión. 

- Una liberación del poder indi-
vidual y de los equipos de tra-
bajo para encausarlo hacia pro- 
pósitos comunes de realización. 

- ¿Un estilo de dirección que reco-
nozca el espíritu de la organiza- 
ción y con base en él desarrolle 
un liderazgo efectivo que escla- 
rezca y revalore el papel del 
individuo (espíritu también) en 
la creación de un ambiente más 
adecuado al trabajo y la realiza- 
ción personal. 

- Una serie de actitudes y con-
cepciones progresistas. tavora-
bIes al cambio y el crecimiento 
integral del ser humano. gene-
radas en el proceso (le transior-
racion iii tenor de cada uno, 
pues sólo cluielies experilileli-
tÍtil su propia superación pue-
cIen entusiasmar y cond ic ir a 
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otros a niveles superiores de 

conciencia, capacidad mental y 

autorrealización personal. 
- 

- Unificación, integración y co- 

- herencia, alrededor de los prin-

cipios ideológicos difundidos en 

todos los niveles y puestos en 

marcha en programas de acción 

concretos. 
- Valoración de los elementos 

culturales, de idiosincrasia y de 

impacto social que afecta a la 

organización y a sus trabajado-

res y que exigen adaptaciones 

acordes con la actual coyuntu-

ra. 
- Apertura y sensibilización a los 

elementos que desde el medio 

• ambiente intervienen en la de-

terminación de resultados y pro-

cesos productivos, administra-

tivos y comerciales de la orga-

nización, con miras a su previ-

sión y a una planeación oportu-

na de los movimientos y meca-

nismos que se requieren para su 

control. - 

- •Creación de mecanismos, even-

tos y situaciones que faciliten 

el intercambio, el aporte, la co-

laboración, y en general esti-

mulen la participación de todos 

y cada uno de los recursos hu-

manos de la organización en la 

solución conjunta de sus pro-

blemas. 
Flexibilidad, innovación y es-

píritu, pionero en las estructu-

ras, modo de funcionamiento y 

estilos directivos de las empre-

sas que les permitan adaptarse 

al proceso de cambio acelerado 

en mejores condiciones frente a 

la competencia. 
Diseño de implenientacióii y de 

sarrollo de problemas y proyec-

tos para elevar la calidad de los 

productos y  servicios y desta-

car las características diferen- 
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ciadoras de los mismos, con 

miras a un mejor posicionamien-

to en los mercados nuevos y 

tradicionales. 
Enriquecimiento y cualificación 

de los trabajos que permitan a 

cada individuo hacer una labor 

más útil y de mayor significado 

para los objetivos organizacio-

nales y los de su autorrealiza-

ción personal. 
Una acción generalizada y de-

cidida para elevar el nivel ac-

tual y el potencial de capacidad 

de cada uno de los trabajadores 

mediante programas integrados. 

de entrenamiento, capacitación 

y desarrollo del personal. 

Movilizar las fuerzas vivas 
de la organización 

Las organizaciones que supera-

rán este período y sus retos conéxito 

y con potencial para proyectar una 

visión optimista hacia el futuro se iden-

tifican por su capacidad para dominar 

sus mercados, cumplir su misión y 

crecer con la sociedad, ganando las 

batallas del progreso tecnológico y de 

la competencia y manejando con acier-

to la relación servicio-calidad-costo, 

que les permite mantener su lideraz-

go. Pero internamente deben superar 

los escollos que impiden el pleno lo-

gro de la participación, el compromi-

so y el desarrollo Integral del espíritu 

de la organización y de las personas 

que la conforman. 
Esta afirmación no se queda en 

los escritorios de la dirección o en los 

textos de los académicos. Es una vi-

vencia cotidiana en toda organización 

porque se practica y se sienten los 

beneficios de su puesta en l)rctica. o 

por lo contrario, se nota su ausencia. 

Por ejemplo, desperdiciamos la 

capacidad de aprendizaje y creciniien-

(o de la gente al permitir que sus elec-

ciones vocacionales se basen en im- 

pulsos subjetivos difusos en vez de 

datos reales sobre la demanda de pro-

fesionales y téchicos en el-mercado 

laboral. Esto provoca frustración en 

los recién graduados que no encuen-

tran empleo acorde con su nueva cali-

ficación ni dentro ni fuera de la enti-

dad en que trabajan, si es que lo hacen. 

Además es muy poco probable que se 

comprometa y mantenga un desempe-

ño excelente quien no se siente a gusto 

con lo que hace y con lo que recibe a 

cambio de su esfuerzo. 

Para la organización significa tam-

bién un desperdicio, al no poder contar 

con el personal que requiere y adicional-

mente no aprovechar el potencial de sus 

más valiosos recursos. 
Pero de nada serviría afrontar ese 

problema si la organización como tal no 

se adecúa estructural y funcionalmente 

como un espacio propicio para el creci-

miento armónico de todas sus dimensio-

nes, principalmente la, humana. Y, por 

último, sólo si se logra integrar con su 

entorno, no para controlarlo -que es ya 

de por sí imposible- sino para optimizar 

los términos del intercambio que man-

tiene con él. 
Este es el reto. El reto de a super-

vivencia y del crecimiento armónico del 

todo que es la organización. Es el movi-

miento progresivo hacia las metas que 

señala la visión planteada por los líderes 

y sustentada en el compromiso de gente 

identificada y orgullosa con su trabajo y 

su organización. 
Es el reto de mantener un rumbo 

fijo en medio de las posibilidades infini-

tas del entorno y conservar el ritmo apro-

piado al proceso de manifestar en cada 

momento, en cada tarea, el espíritu que 

anima la organización tojal. 

* En inglés, el término 'Holísm..—se refiere a la 

tendencia (le la natu raleza a formar conj nulos mayores 

que la suma de sus parles". Aquí significa un enínque 

integral del lodo que es la organización e su enlomo, 

considerado como algo diferente del conjunto de sus 

partes 
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Derecho,% del 
personal médico 

que además de desempeñarse como Jefe 

de una dependencia de Hospital ejerce 

su profesión en el mismo en horas 

y días adicionales a la jornada ordinaria 

Departamento Administrativo de la Función Pública * 

Se consulta sobre los derechos del personal médico que 
además de desempeñarse como Jefe de una dependencia 
del Hospital ejerce su profesión en el mismo en horas y 

días adicionales a la jornada ordinaria. 

Algunos Jefe de Departameñto del Hospital, adicionainiente 
a su labor administrativa como tales, desempeñan funciones médi-
co asistenciales en horas no comprendidas en la jornada ordinaria 
y en domingos y festivos, por lo cual se les remuneran las horas 
nocturnas con un recargo del 35% y  los domingos y festivos con los 
"recargos de ley", reconocimientos éstos que objeta la Auditoría 
interna de la entidad argumentando que no hay lugar a ellos por 
tratarse de empleados de confianza y manejo. 

Se consulta entonces, si es posible jurídicamente asignar 
turnos a este personal médico y cómo se liquidarían tales turnos. 

Se tendrá en cuenta lo dispuesto en las siguientes normas que 
regulan la jornada laboral, los derechos por horas extras, los domini-
cales y festivos para el personal de las entidades territoriales. 

Jornada laboral, horas extras y recargos nocturnos 

Ley 6a. de 1945 

"Art. 3. Las horas de trabajo no podrán exceder de ocho 
(8) al día ni de cuarenta y ocho (48) a la semana, salvo las 
excepciones legales... 

PARAGRAFO'l. Lo dispuesto en este artículo no se 
aplica a... ni a los trabajadores que ocupen puestos de dirección 
o confianza. 

PARAGRAFO 3. Modif. Ley 64 de 1946, artículo 1. 
La jornada ordinaria diurna estará comprendida entre las seis 

(6) horas y las dieciocho (18) horas y la jornada ordinaria nocturna 
entre las dieciocho y las seis (6). Esta (la jornada ncturna) se 
pagará con un recargo de] 35% sobre la jornada ordinaria diurna. 

La remuneración del trabajo suplementario implicará un 
recargo del veinticinco por ciento (25%) sobre la jornada diurna y 
del 50% sobre la jornada nocturna; a menos que se trate de labores 
discontinuas o intermitentes, o de las actividades previstas en el 
parágrafo 1. de este artículo, cuya remuneración adicional será 
estipulada equitativamente por las partes. (negrillas y subraya-
do nuestros). 

Nótese cómo esta disposición legal, si bien no establece límite 
para la jornada de trabajo del personal directivo o de confianza, no 
desconoce el derecho de éstos a que se les remunere de alguna 
forma la dedicación de su tiempo por encima de la jornada 
establecida para el personal que sí la tiene, consagrando para ellos 
el derecho a estipular, de mutuo acuerdo con la Administra-
ción, la remuneración adicional por esta dedicación. 
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El acuerdo que se hiciere a este respecto no constituiría una 

negociación de sus condiciones de trabajo, restringida por la ley a 

los trabajadores oficiales (vinculados por contrato de trabajo), sino 

un acto legal de determinación de unos derechos que la ley permite 

establecer por acuerdo entre la administración y los empleados. 

También podría opta'rse, para rei:nuneár el trabajo médico 

que realizan los citados Jefes de Departaiiito, por ¿elebrar un 

contrato administrativo de prestación de servicios entre los mismos 

y el hospital, por medio del cual se comprometan a prestar sus 

servicios cundo :10 reqwa la entidad en,.horás nocturnas, domi- 

nicales y festivas,sn jic suidmpfeados'b1icos 

deJa ni isnia,eniendo en ¿unta que de c6ñrm foiiad con el artículo 

19 de la Ley4a. de 1992, rg1 etadop9r&Dedretofl72.de  

1992 los piofesionales de Ja salud pue1en recibir siniultanea 

merite dos asignaciones del Tesoro Publico Sin exceder de 8 horas 

de vincu1acioies laboras y  8 horas de viiculaiones contraclua-' 

les, para un tot'al de 16 horas al día. 

La prohibicion de por 

parte de los servidores públicos no ¿ornpriid'c,en ojimnion' de esta 

Oficina a los profesionales ideJa salud pues el articulo 19 de la Ley.  

4a de 1992 constituye 1a4'noifnaeneral en niatena deincompatibi 

]idades frente la cual dbe ónizará,iiiÇa contractual. 

DominkalesvJií'ós . 

Lev 57 de 1926 

"Art. 1. . Dcc1árase obligatorio un,í de descanso obli-

gatorio después, de seis días para TOD9.empleado upbrero de 

un cstableciiiento rndustpal o con1ercIJ y»us  dependencias 

cualquiera qie sea Ja haura1eia del -estbIeiiniento publico o 

privado. El descanisd tendrá una duraéióiilninia de veinticua-

1ro (24) horas y debe ser dado día domingo" (se subraya). 

Decreto 222 de 1932 

"Art. 3. Los empleados de sueldo mensual ocupados en 

las empresas y obras nacionales, depararnentales y municipales 

que debido a la índole del empleo que desempeñan tuvieren 

que trabajar los domingos o días de Jiesta nacional o religiosa, 

tendrán derecho a su elección, a que se les conceda el descanso 

compensatorio o una indemnización igual a la treintava parte 

de su sueldo. (independiente de la remuneración del descanso 

obligatorio en domingo) (se subraya). 

Corno podrá observarse, el derecho al descanso compensato-

rio o al pago en dinero equivalente a un día de trabajo por laborar 

en domingos y festivos no está limitado en el orden territorial para 

determinado tipo de empleados, sino que, independientemente del 

cargo que ocupen y las funciones que desarrollen, tienen derecho 

a que se les remunere su trabajo realizado en tales días.  

rnédico quien adicionalmente a : labor adrniñiStitiexi : e1 

hospital presta sus servicios profesionales en el mismo tiene 

derecho a que se le reconozca, por concepto de horas laboradas por 

fuera de la jornada ordinaria que rige en la entidad, laremuneración 

adicional que acuerde con la administración, y por concepto de 

trabajo en dominicales y festivos, el valor equivalente a un día de 

trabajo por cada domingo o festivo laborado o a un día de descanso 

remunerado compensatorio, a su elección. 

Estos derechos se generan por el simple hecho de trabajar en 

estas horas y días, independiente de que se hayan establecido 

turnos, los cuales no han sido regulados legalmente. 

También puede optarse por celebrar con el respectivo profe-

sional de la salud un contrato de prestación de servicios, en los 

términos descritos con anterioridad, pactando en él los honorarios 

que se percibirán en virtud de dicha labor. 

(Conccpto del 28 dejulio de 1994. Oficina Jurídica. Departamento Administra-

lho de la Futición Pública.) 
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t1Sp€flSió11 
en el ejercicio de 

las funcl*ones 
del cargo por 40 

detención pen 1 
Departamento Administrativo de la Función Pública * 

En consulta realizada sobre la suspensión en el ejercicio 
de las funciones del cargo por detención penal, la posi-
bilidad de decretarla de oficio cuando la autoridad 

'judicial no la solicita pero procede a detener al empleado y la 
posibilidad de declarar la vacancia del cargo de un 'empleado 
detenido por más de tres días, se determinó que los artículos 374, 
399 y  414 del Código de Procedimiento Penal, preceptúan: 

"Artículo 374. Privación de la libertad del Servidor 
Público 

Los servidores públicos solo podrán ser privados de la 
libertad cuando ajuicio del Fiscal o Juez, la suspensión no afecte 
la buena marcha de la Administración. 

Sin embargo, si se trata de delitos de competencia de los 
fiscales y jueces regionales se procederá en todos los casos a la 
privación de la libertad". 

"Artículo 399. Detención de los Servidores Públicos 

suspensión se adoptarán las medidas necesarias para evitar que el 
imputado eluda la acción de la justicia. 

Si pasados cinco días desde la fecha en que se solicite la 
suspensión, ésta no se hubiere producido, se dispondrá, la captura 
del sindicado. 

Igualmente se procederá para hacer efectiva la sentencia 
condenatoria. 

No es necesario solicitar la suspensión del cargo cuando 
a juicio del funcionario judicial, la privación inmediata de la 
libertad no perturba la buena marcha de la Administración. 

Si se trata de delitos de competencia de los jueces regionales 
no es necesario solicitar la suspensión para hacer efectiva la 
detención". (Se subraya). 

Articulo 414. Indemnización por privación injusta 
de la libertad. 

Cuando se haya negado la excarcelación, en la misma 
providencia se solicitará a la autoridad respectiva que proceda a 
suspenderlo en el ejercicio del cargo. Mientras se cumple la 

Quien haya sido privado injustamente de la libertad 
podrá demandar al Estado indemnización de perjuicios. Quien 
haya sido exonerado por sentencia absolutoria definitiva o su 
equivalente porque el hecho no existió, el sindicado no Jo cometió, 
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o la conducta no constituía hecho punible, tendrá derecho a ser 

indemnizado por la detención preventiva que le hubiere sido 

impuesta siempre que no haya causado la misma por dolo o culpa 

grave". (Se subraya). 

Nótese cómoen las normas transcritas, inicialrnente se establece 

(artículo 374) que solo cuando no 

se afecte la buena marcha de la 

Administración se solicitará lasus- 

pensión del empleado, lo cual lle-

varía a pensar que si no se solicita 

ésta tampoco se ctrdena la captura 

del funcionario, pudiendo seguir 

desempeñando sus funciones para 

no afectar la buena marcha de la 

administración. Sin embargo, las 

mismas normas contemplan que 

en algunas ocasiones el Juez pue-

de ¿irdenar la detención sin la pre-

via solicitud de suspensión. 

De tal manera que no es el 

Juez Penal quien define la situa-

ción laboral del empleado, limi-

tándose a definir su situación 

jurídico-penal, sino que tal si-

tuación laboral se define de he-

cho o de derecho, en este último 

caso en la forma que la ley lo 

contemple. 

De acuerdo con el artículo 58 del Decreto 1950 de 1973, una 

de las Situaciones en las que puede encontrarse el funcionario es 

"suspendido en el ejercicio de sus funciones", lo que conforme al 

artículo 29 del mismo decreto produce la vacancia temporal del 

cargo para efectos de su provisión. 

Una de las formas de suspensión que ha contemplado la ley es 

la ordenada por el Juez Penal para hacer efectiva la detención del 

empleado investigado. Pero cuando dicha detención se puede 

efectuar, por disposición de la ley. sin necesidad de solicitar la 

..spensi611 del eniptciich. se oi.fiu:a para éste tina '.itt;aioii de 

hecho en ¡fliterRi Iaboiid. Luida c'1ft(hamente a su situación 

u rid co-penal. 

E5 decir, desde el moiicnlo en que el empleado es detenido 

5111 preVia solicitud (le suspensióti por parte de la autoridad penal. 

de todas maneras, ante la imposibilidad de prestar el servicio. se 

produce (le hecho la suspensión en el ejercicio de sus funciones. 

producida va no por virtud (le orden judicial sino por esa tuerza 

mayor que le impide ejercerlas.  

No procedería en este caso, para "legalizar" la situación laboral 

del empleado, declararle la vacancia definitiva del cargo por abando-

no del mismo, ptes dicho abandono no se produjo por su voluntad 

sinopor un hecho ajeno a el la. El acto o hecho que origina la detención 

no puede ligarse a su voluntad de abandonar el cargo, pues mientras 

no se defina su situación jurídico-penal no puede presumírsele 

culpable de tal acto o hecho e 

implícitamente del abandono del 

cargo. 

De acuerdo con el artículo 

126 del Decreto 1950 de 1973, ci 

abandono del cargo se produce 

cuando, entre otras cosas, el em-

pleado deje de concurrir sin justa 

causa al trabajo por tres (3) días 

consecutivos. 

Aunque en el caso en consul-

tase diola inasistencia del emplea-

do al trabajo por más de estos tres 

días, ello se debió, ... por la deten-

ción de dicho empleado, lo cual se 

constituye en justa causa para tal 

inasistencia, pues no obedece a su 

voluntad de faltar al trabajo sino a 

las circunstáncias excepcionales 

que se lo impiden y que sólo se 

concretarán en relación con per-

manencia o retiro del cargo cuan-

do el empleado sea condenado o absuelto penalmente de los hechos 

o actos que dieron lugar a la detención. 

Mientras tal cosa sucede, la situación laboral de este empleado 

es la de.e.stnr suspendido de hecho en el ejercicio de sus funciones, en 

razón de su imposibilidad física de ejercerlas. 

Ame esta imposibilidad de ejercer sus funciones, el empleado no 

Si al na de la i nvest hiac ión o del inceso penal en gencral el 

empleado cs a bsiiel tu. podrí demandar al Estado. de acuerdo con lo 

dispuesto en et art culo 414 del Codigo de Proedimicnto Penal, para 

que se le reconozcan y paguen los periuucios causados por su 

detención mnlusta. entre ellos los salarios y prestaciones que dejó de 

percibir por la no prestación (le! servicio en razón a dicha detención. 

i(oiicepmo del 20 de junio de 1994. Oficina Jurídica. J)eparmaccienio \dnnnislra-

tívu de lit tuncion I'ijiiiii;i 1 

.desde el momento 

en que el empleado es 

detenido sin previa 

solicitud de suspensión 

por parte de la autoridad 

penal, de todas maneras, 

ante la imposibilidad 

de prestar el servicio, 

se produce de hecho la 

suspensión en el ejercicio 

de sus funciones..." 

podrá percibir el salario asignado a su cargo, pues este derecho se 

deriva directamente de la prestación del servicio, por lo cual el 

Decreto 1647 de 1967 prohíbe reconocer y pagar remuneraciones por 

servicios no prestados 
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La Tarjeta de Perí*o'dista 
no compensa el 
título unl*versl*tarl*o 
o pr ~ofesl'ponal 

Departamento Administrativo de la Función Pública * 

n respuesta a la solicitud de concepto sobre la posibilidad 
de considerar corno equivalente la tarjeta de periodista 
obtenida de acuerdo alo establecido por la Ley 51 de 1975 

al título de formación universitaria, se considera: 

EJ artículo 26 de la Constitución Nacional, en relación 
con las profesiones u oficios, establece: 

"Toda persona es libre de escoger profesión u oficio. La 
ley podrá exigir títulos de idoneidad. Las autoridades compe-
tentes inspeccionarán y vigilarán el ejercicio de las profesio-
nes...". (Se resalta). 

Al respecto de los títulos de idoneidad para el ejercicio de las 
diferentes profesiones u oficios, la Sala Plena de la Corte Consti-
tucional, en Sentencia de diciembre 4 de 1992, manifestó: 

De otra parte, las normas respecto de las cuales las auto-
ridades competentes vigilarán e inspeccionarán tal ejercicio. 
deben estar fijadas. bien expresamente por la ley, si se trata de 
reglamentaciones que toquen directamente con el derecho en 
cuestión. o bien por delegación legal. cuando se trate de 

reglamentaciones técnicas o administrativas que no hacen 
relación directa con el ejercicio del derecho fundamental. 

En segundo lugar la exigencia de títulos de idoneidad está 
limitada en primera instancia a las profesiones u oficios que 
exijan realmente estudios académicos, así como por los alcan-
ces de la tarea a realizar y el interés concreto que se pretenda 
protegcr. 

De otra parte, es claro que para poder garantizar la auten-
ticidad de dichos títulos en actividades que comprometan el 
interés social se requiere, en algunos casos, la creación de 
licencias, tarjetas o en fin certificaciones públicas de que el 
título de idoneidad fue debidamente adquirido, en institu-
ciones aptas para expedirlo". (Se resalta). 

La Ley 51 de 1975 en su artículo 1.. reconoce el ejercicio 
del periodismo en cualquiera de sus foimas como "actividad 
profesional" regulada y amparada por el Estado. 

De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 2. de la ley en 
cita. los títulos de formación académica en el área, obtenidos en 
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vistas en las leyes o en sus reglamentos no podrán ser compen- 

La tarjeta  de 
sados por, experiencia u otras calidades, salvo cuando las 

mismas leyes así lo establezcan". (Se resalta). 

periodista . De acuerdo con lo anterior, se tiene que para el caso concreto 

del ejercicio de la profesión del periodismo, fue el mismo legisla- 

solarnent e habilita dor quen posibilitó el otorgamiento de la tarjeta profesional a 

quienes no teniendo estudios universitanos, acreditaran los requi-

sitos allí señalados. Este documento habilita a su tenedor para 

para el ej ere i e io de ejercer válida y legalmente la profesión de periodismo, de acuerdo 

con lo previsto en el artículo 4. de la citada ley. No obstante, es 

la profesión, sin que prciso advertir que dicha tarjeta solamente habilita para el ejerci- 

cio de la profesión, sin que de ninguna manera esta pueda compen-

sar los estudios universitarios y el respectivo título, ya que la Ley 

de ninguna nianera 51 no lo previó así. Ella sólo permitió, para obtenerla, compensar 

e] título por la experiencia en el ejercicio de la profesión, sin haber 

ést a pueda 
realizado los estudios de formación en esa disciplina académica 

durante determinados años y la aprobación de las correspondientes 

compensar los 
pruebas. 

 
= 

De otro lado, la Ley 18 de 1989 en su artículo 1. establece 

estudios que las funciones de Divulgación y Prensa de cada uno de los 

Ministerios, Departamentos Administrativos, Superintenden- 

universit arios y el cias, Establecimientos Públicos y Unidades Administrativas 

Especiales del orden nacional seran ejercidas, en forma exclu-

siva, por profesionales de la comunicación señalando como 

respectivo titulo, requisito indispensable el acreditar la tarjeta profesional de 

periodista, de que habla la Ley 51 de 1975, para el desempeño 
de estos cros sin excluir u niiienes hvan obtenido este 

institución aprobada para el efecto por el Gobierno Nacional, 

o lacomprobación del ejercicio del periodismo durante los 

lapsos de tiempo allí establecidos, fueron los requisitos exi-

gidos por el legislador como suficientes para que quien los 

acreditara obtuviera la tarjeta profesional de periodista, la cual 

se instituyó cómo "el documento legal que acredita a su tenedor 

como periodista profesional 

Ahora bin eFDecreto 590 de 1993 ieternuna los reqw 

sitos mínimos para los empleos eh las entidades de la Rama 

Ejecutiva del Poder Público en el orden nacional, cuya tiomen-

datura y clasificación se encuentra fijada por el Decreto Ley 

1042 de 1978 y demás normas que lo modifican o adicionan. 

El artículo 29 del decreto en mención dispone que: 

"Cuando para el desempeño de un empleo se exija una 

profesión, arte u oficio debidamente reglamentado, la posesión 

de grados, títulos, licencias, matrículas o autorizaciones pre- 
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documento por el medio extraordinario contemplado en la 

mencionada ley. 

De lo anterior debe concluirse que quienes acrediten la tarjeta 

profesional, obtenida conforme a los lineamientos establecidos en 

la Ley 51 de 1975, podrán desempeñar los empleos señalados en 

el artículo 1 de la Ley 18 de 1989, sin - que la compensación de 

'requisitos establecida por el legislador para los precisos casos por 

él'señaládos pueda hacerse extenivá para eideseripeñ de otras 

empleos en los que como requisito róínimo se éxige que se acredite 

título de formación universitaria, lo que es reiterado en el parágra-

fo del artículo 21 del Decreto 590 de 1993, que señala los 

requisitos mínimos para el desempeño de cargos del nivel profe-

sional, al precisar que en este nivel no podrán ser compensados los 

requisitos exigidos para los grados 01 al 05, ni el título de 

formación universitaria o profesional para los demás grados. 

(Concepto del 26 de cuero de 1995. Qirección del I)eparlanuento Aduuiinislrativo de 

la Función l'úlulica) 
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pension 
e 111V líodez 
ciriv d de 
nc p cid d 

perm- nent e 
po r. S l 

Departamento Administrativo de la Función Pública * 

El Decreto 559 de 1991, por el cual se reglamentan parcial-
mente las Leyes 09 de 1979 y 10 de 1990, en cuanto a la 
prevención, con trol y vigilancia de las enfermedades 

transmisibles, especialmente las relacionadas con la infección por 
el virus de Inmunodeficiencia Humana 14IV y el -Síndrome de 
Inmunodeficiencia Adquirida SIDA y se dictan otras disposiciones 
sobre la materia, en sus considerandos hace referencia a las 
responsabilidades que en materia de salud le asigna la Ley 10 de 
1990 a la entidades descentralizadas del orden nacional. 

El precepto en mención dentro de su campo de aplicación 
cubre a todas las personas sanas o enfermas, así como a las 
instituciones públicas y privadas que de alguna manera, están 
vinculadas o deben vincularse a la prevención y demás acciones 
relacionadas con la infección por el virus de Inmunodeficiencia 
Humana HIV y el Síndrome de Inmunodeficiencia Adquirida 
SIDA, (Art. 1. Dec. 559 de 1991), disposición que también trae 
algunas definiciones como las que se transcriben a continuación: 

"... Asintomático. Persona infectada por el virus de inmuno-

deficiencia humana HIV, quien no presenta síntomas ni signos de 
enfermedad". 
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"Síndrome de Ininunodeficiencia Adquirida SIDA. Conjunto 
de síntomas y signos generados por el compromiso del sistema 
inmunitario de un individuo como consecuencia de la infección por 
elHl[V". 

Al Consejo Nacional de Sida creado por el citado Decreto 559, 
de 1991 le corresponde dentro de sus funciones la de desarrollar un 
programa de prevención y control de la enfermedad, basado en 

principios éticos, jurídicos, laborales, internacionales, financieros y 
de movilización social, información masiva y de educación sexual. 

De acuerdo con el artículo 22 del Decreto 559 de 1991 "La 

exigencia de pruebas serológicas para determinar la infección por 
el 1-11V, queda prohibida como requisito obligatorio en las siguien-
tes circunstancias: 

a.Admisión o permanencia en centros educativos, deportivos 
o sociales; 

b. Acceso a cualquier actividad laboral o permanencia en la 
misma. 

La contravención a esta norma acarrea las sanciones previstas 
en el presente Decreto". 
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Podemos observar, entonces, que la normatividad está conce-

bida con el objetivo de prestar una atención prioritaria a las 

personas que presentan este tipo de problemas en su salud y a 

garantizarles los derechos sociales y culturales, contenidos en la 

Carta Constitucional, entre ellos el derecho a la recreación, a la 

educación y al trabajo y por consiguiente a ser beneficiarios de 

todas las prestaciones y prerrogativas derivadas de la relación 

laboral. 

Las prestaciones sociales, corno es la pensión de invalidez se 

encuentra establecida para cubrir los riesgos inherentes al trabajo 

y son derechos irrenunciables del trabajador que no podrán ser 

desconocidos, ni vulnerados por el patrono, en este caso la Admi-

1 nistración 

En términos generales se entiende por invalidez la dismuni-

ción de la capacidad laboral que afecta en forma grave a una 

persona para devengar su sustento de determinada actividad, riesgo 

este cubierto con la pensión de invalidez establecida en la ley. 

Respecto a que la causa de la incapacidad obedezca al ttabajo, 

el Consejo de Estado, en sentencia del 2 de marzo de 1979, 

expediente 1965 manifestó lo siguiente: 

.También, ha sido doctrina de esta Corporación, que corno 

no es menester que la incapacidad para trabajar, se haya producido 

por causa o con ocasión del trabajo, basta, para poder optar a la 

pensión de invalidez, que la incapacidad se presente durante el 

desempeño del empleo; y que, como desde el momento en que al 

empleado se le incorpore al servicio es porque ha tenido alguna 

capacidad de trabajo, una vez agotada esta capacidad, sus derechos 

de seguridad social- se hacen innegables...". 

De las consideraciones hechas se infiere que se deberá pensio-

nar por invalidez a los servidores del Estado cuando se opere en 

ellos la dismunición de su capacidad laboral, de acuerdo con lo 

previsto en la ley, independientemente de que su causa obedezca o 

no al Síndrome de la Inmunodeficiencia Adquirida -SIDA-. 

*(Concepto del 18 de noviembre de 1994. Dirección del Departamento Adminis-

trativo de la Función Pública) 

GES pr-c>cedent e 
pa gisar la,  remuneracion 
del encargo cuand ose 
exc ede el término legal 
de su duracio... 

Departamento Administrativo de la Función Pública * 

e absuelve consulta sobre qué sucede cuando un funcio-

nario sobrepasa en su encargo los tres (3) meses de que 

trata el artículo 35 del Decreto 1950 de 1973: ¿es proce- 

lente pagar su remuneración? ¿Debe cesar automáticamente el 

mcargo? 

El artículo 35 del Decreto 1950 de 1973, en la pal-te pertinente 

LI encargo en el caso de la vacancia definitiva de un empleo, es claro  

al expresar que el encargado sólo podrá desempeñarlo hasta por el 

término de tres meses, vencidos los cuales el empleo deberá ser 

provisto en forma definitiva. 

Establece, además, la norma que al vencimiento del encargo, 

quien lo venía ejerciendo cesará automáticamente en el desempeño 

de las funciones de éste y recuperará la plenitud de las del empleo 

del cual es titular, si no lo estaba desempeñando siniultáneamente. 
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"No es lícito que la Se tiene entonces que el encargo por 3 
meses, a que hace referencia el artículo 35 de¡ 

,. Decreto 1950 de 1973, debe entenderse para 
administ racion se benencie proveer los empleos de libre nombramiento y 

remoción vacantes definitivamente, mientras 

de los servicios de un que para el empleo de carrera dicha duración es 
de cuatro meses o sea igual al de la provisiona- 

funcionario que ella misma lidad. 

Al vencimiento del encargo en uno cual- 

ha colocado en un quiera de estos empleos, el nominador deberá 
proveerlo en forma definitiva y el funcionario 

det erninado empleo a 
encargado deberá cesar automáticamente en 
sus funciones para asumir las propias del 

título de éncargó empleo  del que es titular, cuando ha sido 
5 desprovisto de las mismas. 

y se niegue a remunerarlo Si la duración del encargo se prolongare, 
estaríamos frente a una situación irregular, la 

como corresponde, pór qüe cual debe subsanar de manera inmediata la 
Administración. 

en.: razón de su negiigene 
desconoció disposic ion 

sobre términos de 
ese encargo. SS "  

El artículo 37,ibídem, a su vez determina que el empleado 
encargado tendrá derecho al sueldo de ingreso señalado para el 
empleo que desempeña' temporalmente, siempre que no deba ser 
percibido por su titular. 

L 1 d La prolongación irregular del encargo 
atribuible a la Administración no debe perju- 

es dicar, de manera alguna, al empleadoencarga- 
do, ni en su estabilidad laboral como tampoco 
en cuanto a su remuneración. En consecuen-
ciayteniendoencuentalaprotección especial 
que el Estado debe dar al trabajo, consagrada 
constitucionalmente, se considera que el em-
pleado deberá recibir la remuneración corres- 

pondiente al empleo que viene desempeñando por encargo, toda 
vez que continúa cumpliendo las mismas funciones y no se ha 
desprendiao de las responsabilidades cjue las mismas generan. 

De otra parte, la Ley 27 de 1992, en su artículo 10 relativo a 
la provisión de empleos, en concordancia con el artículo 1 del 
Decreto Reglamentario 1222 de 1993 por el cual se desarrollan los 
numerales 3 y4  del artículo 29 de la Ley 27 de 1992. respecto de] 
encargo para desempeñar un empleo de carrera administrativa 
expresa lo siguiente: 

"Artículo 4. Mientras se efectúa la selección para ocupar un 
empleo de carrera administrativa. los empleados inscritos en escala-
fón tendrán derecho preferencial a ser encargados de dichos empleos 
si llenan los requisitos para su desempeño. En caso contrario. podráii 
hacerse nombramientos provisionales que no podrán tener una dura-
ción superior a cuatro (4) meses. salvo cuando se hubiere prorrogado 
en los términos del artículo 5 de este decreto". 

Sobre la materia el Consejo de Estado en sentencia de noviem-
bre 21 de 1989, expresó lo siguiente: 

"No es lícito que la administración se beneficie de los servicios 
de un funcionario que ella misma ha colocado en un determinado 
empleo a título de encargo, y se niegue a remunerarlo como corres-
ponde, porque en razón de su negligencia desconoció disposiciones 
sobre términos de ese encargo, que sólo a ella le compete cumplir 

En otro de sus apartes señala: "No es jurídico ni equitativo. 
que la administración escudada en su propio error, duda el cumpli-
miento de las obligaciones que sólo a ella le cornpet.e cumplir". 

*tConcel)to del 22 de enero de 1994. Oíicina ,It!rídica. Departamento Adnitns(ra-

Ii,o de la Fuiiciu,i I'ú blica) 
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La Administracion 
sin i intervencón previa 
del j uez puede ret l*rar a 
un empleado público con 
fuero sindical 

Corte Constitucional * 

€! 2. Fuero sindical de los 
empleados públicos. 

En la sentencia C-593 del 14 de di-
ciembre de 1993, de la cual fue ponente el 
Dr. Carlos Gaviria Díaz, la Corte declaró 
inexequible el art. 409 del Código Sustan- 
tivo del Trabajo y en relación con el fuero 
sindical de los empleados públicos expresó 
lo siguiente: 

"Si se comparan la norma legal acusa-
da (art. 409 del Código Sustantivo del 

Trabajo) y la superior (art. 39 de la Carta), 
se tiene que concluir que el Constituyente 
de 1991 consagró, en el artículo 39, el 
derecho al fuero sindical sin restricción 
diferente a la establecida en su último inci-
so para los miembros de la Fuerza Pública. 
Estos, en ningún caso tendrán derecho al 
fuero sindical, porque la Constitución les 

negó el derecho, previo y necesario, de la 
asociación sindical". 

"Así, de la comparación de la norma 
acusada con la norma superior, hay que 
concluir que el Constituyente de 1991 no  

excluyó el derecho de asociación sindical a 

los empleados públicos, sino que le dio 
consagración constitucional al derecho que 
les reconocían la ley y la jurisprudencia 
anterior y amplió las garantías para su 
ejercicio, al no excluirlos del derecho al 
fuero sindical"(...) 

"La ampliación que hizo el Constitu-
yente de 1991 de la figura del fuero sindi-
cal para los representantes de los sindica-
tos de empleados públicos, señala inme-
diatamente la necesidad de un desarrollo 
legislativo del artículo 39 de la Carta, pues 
al menos los artículos 2, 113 y  118 del 
Código de Procedimiento Laboral, son 
inaplicables a los servidores públicos. El 
artículo 2 del Código de Procedimiento 
Laboral enumera los asuntos de los que 
conocerá la Jurisdicción Laboral y entre 
ellos enumera "los asuntos sobre fuero 

sindical". Pero, los asuntos sobre fuero 
sindical de los empleados públicos no se 
derivan, directa o indirectamente, del con-
trato de trabajo. sino de una relación legal 
o reglamentaria, propia del campo admi- 

nistrativo. Precisamente esa relación (le-

gal o reglamentaria) del empleado público 
con el Estado, hace que sean inaplicables 
los artículos 113 y 118 del Código de 
Procedimiento Laboral, que regulan la 
solicitud del patrono para despedir, des-
mejorar las condiciones de trabajo o tras-
ladar a un trabajador amparado por el 
fuero sindical y la acción de reintegro del 
trabajador amparado por el fuero sindical 
que hubiere sido despedido sin permiso 
del Juez".( ... ) 

"6.2.4. ¿Es irrestrictoel fuero sindical 
para los empleados públicos?" 

"Es claro, para la Corte, que la sola 
circunstancia de ser empleado público, no 
es óbice para que una persona goce de 
fuero sindical. No obstante, la concurren-
cia de otras circunstancias si puede inhibir 
la existencia del fuero. Tal sería: el ser 
funcionario o empleado que ejerza juris-
dicción, autoridad civil o política, o cargos 

de dirección administrativa". 
"En tal caso, la limitación al fuero 

está justificada por la siguiente poderosa 
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U la garantía del 

fuero sindical no 
solamente persigue la 
estabilidad laboral de 
los trabajadores en la 

empresa, sino proteger, 
los derechos de 

asociación y libertad. 
sindical. . 

3. El caso en análisis 

3.1. El demandante se encontra-
ba amparado por la garantía del fuero 
sindical 

Examinado el material probatorio 
incorporado al proceso la Sala encuentra 
que el demandante en su condición de 
empleado público del Servicio Nacional 
de Aprendizaje SENA, se encontraba 
amparado por la garantía del fuero sindi-
cal.  

No xiste, como bien lo.observa la 
sentencia citada, una normatividad legal 
que determine el procedimiento que debe 
seguirse para despedir, desmejorar en 
sus condiciones de trabajo o trasladar a 
un empleado público amparado por fue-
ro sindical, pues no es posible dar apli-
cación a los artículos 113 a 118 del 
C.P.U. 

No obstante, a juicio de la Sala la 
decisión correspondiente debe asumirla 
la administración, sin necesidad de acu- 

dii' previamente al juez, mientras el le-
gislador no disponga lo contrario, por 
las siguientes razones: 

- ".,.dentro de un régimen de derecho 
administrativo como el que nos rige 
y que la propia Constitución Política 
reconoce en sus diferentes nomuas, la 
adminisiraciónpuededecidirmedian- 

• te la aplicación del derecho y sin la 
intervención previa del juez, sima- 

•.ciones jurídicas controvertidas fren- 
• te a un particular; es lo que se conoce 

en el derecho administrativo como el 
privilegiode la decisión previa. Pero 
el particular no se encuentra despro-
tegido jurídicamente ante el acto de 
la administración que lesiona sus iii-
tereses, pues c0nt1a el mismo puede 
intentar los recursos de la vía guber-
nativa y las acciones contencioso 
administrativas" 

- Senlei,ei, C- 136 SIl'. Aníono Barrera Carbonell 
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razón: En Principio, el fuero se recónoce a 
los representantes sindicales, es decir, a 

" quienes de algún modo son voceros na- 
turales de la organización, en defensa de 
sus intereses. Tal es el caso, conforme a 

" - la legislación-positiva, de los miembros 
-: de la junta directiva, de la comisión de 

reclamos y de los fundadores del sindi-
cato. Ahora bien: los' funcionarios o 
empleados públicos que se encuentran 
en la circunstancia atrás descrita, encar-
nan la autóridad estatal y personifican 
de manera directa los intereses que el 
Estado está encargado de tutelar. Sus 
actuaciones deben, pues, siempre estar 
informadas por la persecución de esos 
intereses, los que eventualmente pueden 
resultar en conflicto con los intereses 
específicos y particulares que en un mo-
mento dado, la organización sindical per-
siga (arts. 2, 123 inciso 2 y  209 de la 
C.P.)" 

Agrega la Sala que la definición 
contenida en el alt 405 del C.S.T., en el 

' sentido de que el fuero sindical es una 
"garantía de que gozan algunos trabaja-
dores de noser despedidos ni desmEejo 
rados en sus condiciones de trabajo, ni 
trasladados a otros establecimientos de 

' la misma empresa o a un municipio dis-
tinto, sin justa causa, previamente califi-
cada por el juez de trabajo", debe ser 
interpretada, según lo ha entendido la 
doctrina y la jurisprudencia, en el senti-
do de que dicho fuero constituye una 
garantía a los derechos de asociación y 
libertad sindical, antes que la protección 
de los derechds laborales del trabajador 
sindicalizado, pues indudablemente di-
cha garantía protege la organización sin-
dical, en cuanto tiende a precaver los 
actos arbitrarios del patrono que afectan 
al personal con cargos de relevancia en 
la misma, los cuales necesariamente re-
percuten en el desarrollo de su actividad 
y en el cumplimiento de sus objetivos y, 
además, en la libertad que tienen los 
trabajadores para afiliarse o retirarse de 
la referida organización. 
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Los numerales 6 de los arts. 131 y 

132 del C.C.A atribuyen de manera 

expresa competencia a los tribunales 

administrativos, en única y en prime-

ra instancia, según la cuantía, para 

conocer de los procesos de restable-

cimiento del derecho de carácter la-

boral, "que no provengan de un con-

trato de trabajo" en los cuales se 

controvierten actos de cualquier au-

toridad. 
De lo expuesto se concluye, que la 

administración no necesita acudir previa-

mente ante el juez ordinario laboral para 

adoptar medidas administrativas como las 

contempladas en el art. 405 del C.S.T., en 

relación con empleados públicos amparados 

por el fuero sindical; pero teniendo en cuenta 

que los actos administrativos que profiera 

afectan los derechos de una persona ylos de 

la organización sindical, deben ser motiva-

dos, no sólo porque así lo exige el art. 35 del 

C.C.A. sino con el fin de garantizar el ade-

cuado control posterior por el juez adminis-

trativo, que debe pronunciarse sobre la justa 

causa irivocadaporlaadministración al adop-

tar la decisión. 
Consecuente con lo anterior, la justa 

causaaquealudeel art.405, encita, lainvoca 

y la justifica la administración en el acto 

administrativo en que adopta la decisión, 

pero dicho acto está sujeto al control de la 

jurisdicción de lo contencioso administrati-

vo, pues la referencia a la intervención del 

juez laboral en los casos de despido, traslado 

o desmejora de las condiciones laborales de 

un trabajador, debe entenderse como la del 

competente juez laboral, que tratándose de 

empleados públicos es el Tribunal Adminis-

trativo del lugar donde se prestó el servicio. 

La circunstancia de que los actos admi-

ni st rat i vos que eventualmente afectan los 

derechos de los empleados públicos con 

fuero sindical deban ser controlados por la 

jurisdicción de lo contencioso adniinislrati-

yo, 110 impide que a través del mecanismo de 

la tute la se puedan proteger los derechos 

fundamentales que se encuentren afectados 

o amenazados por la acción o la omisión de 

1 JURISPRLTDENCIA 

la administración. En tal virtud, contra esta 

clase de actos, es viable la inicIa como meca-

nismo transitorio cuando se tratede evitar un 

perjuicio irremediable. 
Podría pensarse, con un criterio am-

plio, que en casos como el caso que nos 

ocupa el perjuicio siempre es irremediable, 

porque la garantía del fuero sindical no sola-

mente persigue la estabilidad laboral de los 

trabajadores en la empresa, sino proteger, 

como se dijo antes los derechos de asocia-. 

ción y libertad sindical y dicha protección, 

por estar en juego los derechos al trabajo y 

los mencionados anteriormente debe dis-

pensarse en forma inmediata, pues la trami-

tación de un proceso contencioso adminis-

trativo cuya duración es de varios años haría 

irremediable el perjuicio que se genera no 

sólo para el trabajador sino para la organiza-

ción sindical con el mantenimiento de los 

efectos del acto administrativo, porque en el 

caso de que el juez administrativo falle en 

favor del empleado el restablecimiento del 

derecho no repararía a plenitud los perjui-

cios que han sido causados. 
No obstante, según los criterios señala-

dos por la Corte en las sentencias T-225/93 

y C-531/93, el juez de tutela debe determi-

nar, teniendo en cuenta las circunstancias 

especiales que rodeen cada caso, si el perjui-

cio tiene el carácter de irremediable con 

respecto al peticionario de la tutela. 
En el caso subjudice, la falta de motiva-

ción del acto hace pensar que la administra-

ción no produjo el acto por razones del buen 

servicio administrativo y, por lo tanto, se 

alteró de manera grave la situación laboral 

favorable que tenía el petente de permanecer 

en el sitio de trabajo que se le había asignado, 

lo cual ajuicio de la Sala da pie para afirmar 

que el perjuicio es irremediable. con funda-

mentoen los criteriosexpuesios en las aludi-

cIas sentencias. 

3.2. Desconocimiento del dere-

cho de petición. 

Mediante el oficio No. 51057 del 23 de 

junio de 1994. la jefe de la oficinajurídica del  

Servicio Nacional de Aprendizaje SENA, 

dio respuesta a lo solicitado por la Sala de 

Revisión, en lo referente al trámite que se 

había dadó alas peticiones de permisoeleva- 

•das por el peticionario. - 

De análisis del contenido dicho oficio 

se infiere que las peticiones del actor no 

fueron resueltas por la administración; porlo 

tanto, se desconoció el derecho de petición 

consagrado en el art. 23 de la C.P. (Sic.) 

3.3. Prosperidad dela tutela im-

petrada. 

Consecuente con lo expuesto, prospera 

la tutela impetrada como mecanismo transi- 

torio para evitar un perjuicio irremediable 

por violación de los derechos al trabajo y de 

asociación y libertad sindical; igualmente 

prospera la tutela como mecanismo definiti-

vo para amparar el derecho de petición. Por 

consiguiente será revocada la sentencia pro-

ferida por la Corte Suprema de Justicia-Sala 

de Casación Laboral y, en su lugar, se confir-

mará la sentencia de primera instancia, con 

la adición de la temporalidad de la medida de 

tutela y de que también se tutela el derecho 

de petición." 

(Extracto de la sentencia del 29 de junio de 

1994. Corte Constitucional. Magistrado Ponente: Dr. 

Antonio Barrera Carboneil. Exp. No. T-31387) 

"k"* 
Adpostal 
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Sólo el Congreso a 
través de ley puede crear, 
fu,si'*onar y suprimi*r los 
empleos de la Contraloría 
General de la Repúbli*ca 

Corte ConstitucionaJ * 

1 Procurador General de la Na- 

ción plantea la posibilidad de de- 

cretar un fallo inhibitorio en el 

asunto sub-examine,yaqueelanículo5dela 

Ley 73 de 1993 fija un plazo de 4 meses 

siguientes a la sanción de la ley para su ejecu-

ción. Así las cosas, se estaría ante la concunen-

cia de causales inirínsecas de cesación de la 

eficacialegal, porlocual la sentencia de laCorte 

debería ser inhibitoria. Sin embargo, el Pmcu-

radordescaitatal eventodebido aqueesposible 

que se haya necesitado ms tiempo para el 

cumplimiento de la ley y por tanto se piesente 

una prolongación en el tiempo de sus efectos. 

De la misma forma, considera el Procurador 

que la Corte ejerce un sistema de control nece-

sario del legislador, aunque sea pedagógico y 

12udío. 
La Corte concuerda con el Procurador 

en que el térnlino que establece la nonna 

demandada para su ejecución no constituye 

un óhice para que sea procedente un fallo de 

fondo, ya que. a pesar de que ya transcurrie-

ron los cuatro meses, la Ley 73 de 1993 es 

susceptible de prolongar sus efectos en el 

tiempo. A guisa de ejemplo, se puede píe-

sentar el caso de procesos contencioso-ad-

ministrativos en los cuales estén enjuiciados 

actos administrativos que tenían como fun-

damento lamencionada ley. Ahorabien, esta 

Corporación ha sostenido que es competente 

para conocer de disposiciones que han perdi-

do vigencia, como quiera que la guarda de la 

integridad y supremacía de la Constitución, 

que ordena el artículo 241 superior, obliga a 

que la Corte se pronuncie de fondo sobre 

normas cuyos efectosjurídicos puedan even-

tualmente dilatarse en el tiempo'. Por ello, 

como la ley que ha sido demandada sigue 

produciendo efectos jurídicos, a pesar de ya 

haber transcurrido el plazo establecido en el 

artículoS para su ejecución, procede un fallo 

de mérito sobre la Ley 73 de 1993. 

3. Leyes reiterativas y el sentido 

de la cláusula general de competencia 

legislativa radicada en el Congreso. 

Según el demandante, la ley acusada 

viola el artículo 150 de la Constitución. Por  

cuanto esta norma faculta al Congreso para 

interpretar, reformar y derogar las leyes 

precedentes, pero en ningún caso lo autori- 

za a "remitirse" a otras leyes. Ahora bien, 

la Ley 73 de 1993 se "remite" a otra ley, por 

lo cual el accionante considera que es in-

constitucional, ya que el Congreso habría 

utilizado una facultad que no le está atri-

buída por la Carta. 
La Corte reitera que, a diferencia de 

los particulares que pueden hacer todo lo 

que no les esté prohibido, las facultades de 

los órganos estatales y de los servidores 

públicos son regladas, es decir solo pueden 

hacer aquello que les esté permitido por el 

ordenamiento. Así, esta Corporación ya 

había señalado que "los servidores públi-

cos tan sólo pueden realizar los actos pre- 

Sohie e,.ta docidea. ver. enire olíais. las 

(.4 16192 del 18 dejuiiio de 1 9')2. (-467/93 dci 2 1 de oíiu hre 

de 993. MI' Carlos Gaviria Dia,. C.1138/91 del 3 de febrero 

de 1994. MP Jiis/ Gregorio 1 Ienia(nde, Galindo. (- 104/94 

del III de marzo de 994. M PA lejandro Mairi (Ile, Caballero. 
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vistos por la Constitución, las leyes y los 
reglamentos, y no pueden, bajo ningún 
pretexto, improvisar funciones ajenas a su 
competencia. 2"  De esa manera, la Consti-
tución -estructura un régimen de derecho 
que garantiza la seguridad jurídica de los 
asociados y evita los abusos -de poder de 
parte de lasautoridades. 

Sin embargo, la Corte no comparte el 
criterio del demandante, por cuanto consi-
dera que es propio de la actividad igisia-
tiva que el Congreso se remita a otras 
norrnas o reitere el contenido de otras leyes 
y no por ello desborda' sus competencias 
constitucionales. 

De otro lado, la Corte Constitucional 
recuerda que en Colorntiáia cláusula ge-
neral de competencia normativa está radi-
cada en el Congieso, puesto que a éste 
corresponde "hacer la leyes" (CParts. 114 
y 150). Esta es una diferencia .piofunda de 
nuestro ordnamiento constitucional con 
el de otros países, corno el de Francia. En 
efecto, el artículo 34 de la Constitución de 
la V República - 

Enumera las materias que son compe-
tencia del Parlamento, de suerte que toda 
otra materia es competencia reglamentaria 
del ejecutivo (artículo-37 de esa Constitu-
ción), lo ciidi significa que ese régimen 
constitucional atribuye el póder principal 
de elaborar las reglas de derecho al Ejecu7  
tivo (cláusula general de competencia) y 
tan solo un poder secundario y taxativo al 
Parlamento. En cambio, en -Colombia, -el 
órgano que tiene la potestad genérica de 
desarrollar la Constitución y expedir las 
reglas de derecho es el Congreso, puesto 
que a éste corresponde "hacer las leyes", 
por lo cual la enumeración de las funciones 
establecidas por el artículo 150 de la Cons-
litucióri no es taxativa. No es entonces 
legítimo considcrar que si el Congreso 
expide una ley que no encaja dentro de las 
atribuciones legislativas específicas del 
artículo 150 superIor, entonces tal norma 
es, por ese sólo hecho, inconstitucional, va 
que ello implicaría desconocer que en el 
constitucionalismo colombiano la clúusu- 
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la general de competencia está radicada en 
el Congreso. 

Así lo reconoció la Corte Suprema de 
Justicia durante la vigencia de la anterior 
Constitución, cuyo artículo 76 se iniciaba 
con el- mismo enunciado normativo del 
actual artículo 150 superior. En efecto, un 
ciudadano demandó la Ley .58 de 1985 
sobre el estatuto básico de los partidos 
políticos y -argumentó que ésta "carecía de 
respaldo constitucional para su-expedición 
ya que ninguna de las reglas de,competen-
cia contenidas en el artículo 76 de la Carta 
faculta al Congreso para reglamentar- los 
partidos". La Corte Suprrna desestirnó la 
petición del actor y precisó: - 

"Cono quiera que lafunda,nenta.l 

o principal tacha que se deduce 'contra 

la lej consiste en que el congreso no 
estaba facuhado para expedir/a, es pre-

ciso recordar que la Corte en el expe-

diente precitado, réi-teró sudocirina tra-
dicional conforme a la cual la potestad 
de "hacer las leyes" que tiene el Con-- -
g;eso -es ámplia, pues la-Constitución lo 

hace titular de una especie de cózpe.tn - 
cia genérica "que k perñiite legislar 
sobre todos -aquel-los asuntos que acon-
sejen las conveniencias públicas y -en 

cuyo ejei- icio no tiene más li,nitaciones 

que las establecidas en ,la propia Carta 

bien sea piohibiciÓn expresa o por ha-

ber sido reservados a -otras Ramas del 
poder Público".  

Por medio de la ley el Congreso ex-

presa su voluntad sohe,'ana que se concre- - 

la en normas de contenido general, imper-

soiial y abstracto para regular los distin-

tos aspectos de las relaciones sociales. El 

artículo 76 de la Constitución Nacional, 

al señalar las atribuciones que correspon-

(le al Congreso adoptar mediante lev no 

lidie (lIra/ile 1/nula/no de la/unció,, /e 

ti51ain'a: tado lo col-/Irario, en el se mm-

prenden ioda.r aquellas actividades que el 

le ,  islador estime necesario regular por 

ser acordes ('0// el bien público \' ciptas 

para la reali:ación de /os,/'ine.r del Estado 

con la ,'estricc,ón ai'i'iba anotada:'' 

La Constitución de 1991 hamanteni-
do tal -ciáuula -general de competencia en 

- el Congreso, por lo cual esta rama del 
poder tiene la facultad de desarrollar la 
Constitución y regular legislativamente -la 
vida -del país, no sólo en ejercicio de- las 
atribuciones que expresamente le confiere 
la Carta, sino también en aquellas materias 
-queno hayan sido -expresamente atribuídas 
a otros órganos del Estado. Se tráta pues-de 
una competencia arnlia pero -que no por 
elio-deja deseireglada, porqueestá limita-
da por la ConstituciÓn. Así, el Congreso no 
puede vulnerar los derechos de las perso-
nas, ni los principios y valores cónstitudio-
nales. Tampóco puede el Congreso desco-

- nocer las restricciones que le ha estableci-
-do la Constitución, ya sea dernaneia expre 
Sa, como sucede con -las prohibiciones del 
artículo 136 superior, ya sea de. manera 

- tácita, al haberreservado -ciertas materias o 
a-ótrás ramas del podet o a otros órganos 
del Estado. - - 

- - Por todo lo anterior, no es entonces de 
recibo el argumento dél demaidante, se-
gún el cual, la ley acusada es inconstitucio- - 

nal porque el artículo 1-50 de la Carta no 
prev-é'expresamente que una ley del Con-
greso pueda remitirse a otras leyes. 

- 4. Un examen previo necesario: ¿a 
quién corresponde suprimir, l-usioñar y 
crear -éargos -en la -Contraloría General 
de la República? - - 

La ley acusada parte del supuesto de 
que el Legislador puede conferir al Contra-
lor General de la República la posibilidad 
de crear, suprimir y fusionar cargos en esa 
entidad. En efecto, los artículos 2. y 3. de la 
Ley,  73 de 1993 establecen que a ciertos 
funcionarios de la Contraloría General se 
les suprime el cargo "de acuerdo a las 

2. ('uI-le Cnl-iilLIeional, Scntencut C-333/93 del 19 
(le 1993. MI' Vladimir,, Naran jo !vlesa, 

3, Cort e Suprema de Justicia Sala Pien,. Scnienei,u 

N>. 47 del 19 de junio de 1956, MI', Jaii'o E. Duque l'drez. 

Gaceta Judicial No. 2426, pp 356 y 357, 
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facultades de suprimir, fusionar y crear 
cargos otorgadas al Contralor General dela 
República por el artículo 56 de la LeY42 de 
1993 como consecuencia de la reestructu-
ración de la entidad". Por ello, a pesar de 
que el demandante no formula ningún car-
go relacionado con este tema, la Corte 
considera necesario.estudiar si puede ]a ley 
atribuir tales facultades al Contralor Gene-
ral de la República. 

5. Las atribuciones y funciones le 
gales de los órganos estatales no pueden 
modificar la estructura del Estado pre-
vista por la Constitución. 

Una lectura simple de la Constitución 
puede llevar concluir que el Legislador 
tiene laposibilidad de conferirtal facultad 
al Contralor General de la República, por 
cuanto la Carta señala que éste tiene entre 
sus atribuciones "las demás que señale la 

• ley" (numeral 13 artículo 268 C.P.). Por 
consiguiente, debido a esa atribución ge-
;nérica prevista por la propia Carta, podría 
pensarse que es constitucional que el Con-
tralor General pueda crearfusionar o supri-
mir cargos en ese organismo de control 
porquela ley expresamente lo autorizó. 

La anterior interpretación es insufi-
ciente ya que, cuando la Constitución asig-
na a la ley la posibilidad de conferir nuevas 
funciones o atribuciones a determinados 
órganos del Estado -como por ejemplo en 
el caso de la Fiscalía General de la Nación 
(CP art. 250-5), el Consejo Superior de la 
Judicatura (CP art. 256-7 y 257-5), la Pro-
curaduría General (CP art. 10) o la Contra-
loría- ello no significa que el Legislador 
pueda modificar la estructura de compe-
tencias prevista por la propia Constitución. 
La ley no puede atribuir funciones a un 
órgano del Estado que la Constitución ha 
reservado a otros órganos. por cuanto ello 
implica que un poder constituido -el Legis-
lador- puede modificar la propia Constitu-

ción. Por consiguiente, debe entenderse 
que el Legislador tiene, en determinados 
casos. la  posibilidad de conferir lluevas 
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funciones y atribuciones a ciertos órganos 
estatales, pero siempre respetando la es-
tructura del Estado prevista por el Consti-
tuyente. Por ello, debe la Corte avocar el 
siguiente interrogante: ¿ha establecido la 
Constitución quien es el titularde las facul-
tades de suprimir,,  fusionar y creat cargos 
en la Contraloría General de la República? 

El Legislador es el titular de la 
facultad suprimir, fusionar y crear car-
gos en la Contraloría. 

Una breve' referencia histórica de la 
tegtiación de este terna en el constitucio-
nalismo colombiano es necesaria para res-
ponder el anterior interrogante. 

Así, el articuiadooriginario deiaCons-
titución de 1886 establecía: 

"Artículo 76. Corresponde al Con-
greso hacer las leyes. Por inedia de ella 
ejerce las siguientes atribuciones: 

Crear todos los empleos que de-
nande el servicio público, y fijar sus rés-
pectivas dotaciones". 

Estosignifica que en eseordenamien 
to constitucional correspondía exclusiva-
mente a laleycrear, suprimir y fusionar los 
empleos. La ley, sólo la ley, creaba los 
cargos, ma vez creados tales cargos, otras 
autoridades efectuaban los correspondien-
tes nombrrnientos. 

Ese sistema se mantuvo hasta la refor-
ma constitucional de 1968, la cual varió,en 
parte, las competencias. Esta reforma esta-
bleció que correspondía al Congreso deter-
minar la estructura de la administración 
creando Ministerios, Departamentos Ad-
ministrativos y Establecimientos Públicos, 
y fijar las escalas de remuneración corres-
pondientes a las distintas categorías de 
empleos. asícomo el régimen de prestacio-
nes sociales (artículo 76, 9). En cambio, al 
Presidente de la República, a más de co-
rresponderle designar las personas que 
debían desenipeñar cualesquiera empleos 
nacionales cuya provisión no correspon-
diera a otros funcionarios o corporaciones.  

le estaba atribuído crear, suprimir y fusio-
nar los empleos qué demandara el servi- 
cios de los Ministerios, Departamentos 
Administrativos y los subalternos del Mi-
nisterio Público y señalar sus funciones 
especiales, lo n isnio quefijár sus dotacio-
nes y emolumentos. 

Sin embargo, con respecto a la crea-
ción, fusión y supresión de cargos en la 
Contraloría General de la República y en el 
poderjudicial, la reforma de 1968 no intro-
dujo modificaciones, por lo cual la juris-
prudencia entendió que tal facultad se man-
tenía en el Congreso. Así, con respecto a la 
Contraloría General, la Sala de Consulta 
del Consejo de Estado señaló, en 1974, lo 
siguiente: 

"Por la tanto, es aJaley a la que 
corresponde la creación de esos empleos; 
y si se adopta un sistema de nomenclatura, 
wa escala de remuneraciones, y un régi-
men de prestaciones en lo relacionado con 
la Contraloría es a la misma ley a la que le 
corresponde esta atribución. Correlativa-
mente al Contralor sólo le corresponde la 
provisión de esos empleos. 

Se dirá que la Constitución sólo se 
refiere a que corresponde a la ley la 
creación de los empleos, pero este tér-
mino debe entenderse en toda su ampli-
tud y cobijo hoy las de sus respectivas 
prestaciones sociales, y, 'hoy y siempre, 
en esa noción de empleo está compren-
dida la de su asignación. Por lo tanto, y 
en resumen, la creación de los empleos 
de la Contraloría, la fijación de sus 
asignaciones y de sus prestaciones so-
ciales corresponde al Congreso. " 

Esto significa que, a pesar de la modi-
ficación de competencias de la reforma de 
1968, durante la vigencia de la anterior 
Constitución. siempre correspondió al Le- 
gislador determinar los empleos en la Con-
traloría, mientras que al Contralor le com-
petía "proveer los enipleos de su depen- 

4. Consejo de F.sltd,. SIII (le C(,I1'(Ullt. Rideción 

956 7 de lazo de 974. Consejero Pene: Mulo Llore 

Rucda. Anles del Consejo de rido No 445 u 446. 
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dencia que haya creado la ley" (artículo 8 

del acto legislativo No. 1 de 1968). (Se 

mantuvo esa distribución de competencias 

en la Constitución de 1991? 

Se podría pensar que élla varió y que 

tales facultades están hoy atribuidas al ire-

sidente de la República, .dado el mandato 

del iumeral 14 del artículo 189 constitu-

cional, el cual establece .que el titular de la 

rama ejecutiva puede "crear, fusionar o 

suprimir, conforme a la ley, los empleos 

que demande la administración central". 

Sin embargó, la Contraloría General no se 

encuadra dentro de los supuestos 

de la norma superiór, debido a 

que-es un órgano autónomo e in- 

dependiente (art. -113 C.P.), ex- 

cluído -de la rama ejecutiva, la 

cualcorresponde ala.  administra- - 

ción central - 

No corresponde al ejecutivo - 

determinar los cargos en la Con-

traloría. Para estáblecer entonces 

a quién está atribuida tal facultad - 

es nécesariorecórdarquela Cons- 

titución confiere al Congreso la - 

cláusula general de competencia.. 

Por ello, incluso si no existiera 

ninguna otra norma queregulara 

la materia, podría concluirse que, 

- en virtud de esta cláusula general 

de competencia, el Cóngreso es él 

ente sobre el cual recaela facultad 

de suprimir, fusionar y crear car- 

gos en la Contraloría General de 

la República. 
Esta conclusión se ve fortalecida si 

tenemos en cuenta que cuando el Constitu-

yente de 1991 quiso trasladar la facultad 

del Congreso de crear. suprimir y fusionar 

cargos a otros órganos. lo estableció expre-

samente. Así sucede con respecto a la rama 

ejecutiva -en donde tal facultad correspon-

de el Presidente (C. P. art. 189 ord. 14)- y la 

rama judicial -en donde el la está radicada 

en el Consejo Superior de la Judicatura 

(C.P. art. 257 ord. 2)-. pero en cambio la 

Constitución no prevé ninguna facultad de 

tal naturaleza para el Contralor General (le 

la República, por lo cual tiJa se entiende 

radicada en el Legislador. 

Finalmente, existen dos argumentos 

normativos que permiten a la Corte con-

cluir que corresponde al Congreso crear, 

suprimir y fusionar los empleos en la Cón-

traloría. De un lado, la Constitución de 

1991. disponeen su artículo 268 ord. 10: 

"El Contralor General de la Repúbli-

ca :endrá las siguientes ai,ihuciones: 

(...) 
5. Proveer mediante concurso públi- 

co los empleos de su dependencia que 

considera 

empleos puede 

'presenti.. al 

Congreso 

Estadisposición, como bien lo señaló duran-

te la vigencia de la anterior Constitución el 

- Consejo de Estado, es una limitación más 

que otra osa. Por ello "esta facultad no 

puede-extenderse a que sea es entidad la que 

determi nesuspropiosempleados y con ellos 

necesariamente, de disposición y disifibu-

ción de dineros públicos que; por su misma. 

naturaleza, no corresponden a nuestro orde-

námientoalaadrnin:istración ni-son conside-

radas como cuestiones ,admini strati vas sino, 

.tarnb,iénen último término, propias del Con-

greso y de la -ley":- 

- Todo lo anterior i1va enton-

ces a la Corte Constitucional 

concluir que correspondea la ley 

- creai, futionar y suprimirlos em-

pleos en la Contraloría General de 

la República. La Constióición ha 

establecido entonces un. contról 

político de la estructura adminis- 

- trativa de la Contraloría en cabeza 

-del Congreso, sin que ello signifi-

.que...que el Contralor esté despro-

-visto de instrumentos para incidir 

sobre la planta de personal de .la 

-entidad. Den lado, la Corte con-

sidera necesario precisar que la ley 

- regula laestructua y crea, fusiona 

o suprime los empleos de la Con-

traloría no es de iniciativaexc,lusi-

va del Gobierno. En efecto, ya 

- anteriormente se móstró que esta 

ley no corresponde a aquellas que 

determinan la-estructura de la ad- 

ministración nacional (C.P. art. 150 

ord 7), por lo cual ésta puede ser expedida o 

reformada a iniciativa de los miembros de 

cualquiera de las Cámaras (C.P. art. 154) o 

del propio Contralor General de la Répúbli-

ca (C.P. art. 156 y 268 ord. 9). Por ello. si  el 

Contralor considera necesario crear. supri-

mir o fusionar empleos puede presentar al 

Congreso proyectos de ley sobre el tema. 

De otro lado, el Contralor tiene la 

facultad de redistribuir i nternanlente los 

cargos establecidos por la ley. de acuer-

do con las necesidades del servicio de la 

Contraloría General. 

necesario crÉar., 

proyectos: de ley 

sobre el tema.. 

haya creado la ley (...... (suh,-ayado no 

original). 
Esta norma, muy similar a la de la 

Constitución anterior, muestra que es la ley 

-y no el Ejecutivo o el Contralor General- la 

que crea los empleos en la Contraloría. Y es 

una norma esencial pues atribuye al Legisla-

dor tal facultad comoatribución constitucio-

ial propia. 
De otro lado, la Constitución dispone 

que la Contraloría no "tendrá funciones ad-

ministrat i vas distintas a las iii herentes a su 

propia organización". (art. 267. inciso 4). 

si el Contralor 

suprimir o fusionar 
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Una vez precisado que la Constitución 
ha atribuido al Congreso la facultad de crear, 
furionar y suprimirenlp] eos, surge un nuevo 
interrogante: ¿es posible que el Legislador 
delegue tal función de manera temporal en el 
Contralor General? 

7. El Legislador no puede delegar 
en el Contralor la facultad de suprimir, 
fusionar o crear cargos en laContraloría. 

El numeral .10 del artículo 150 de la 
Constitución admite el otorgamiento de fa-
cultades extraordinarias, pero éstas sólo se 
¡ueden darai Presidente de la República, no 
al Contralór General. Así mismo, el artículo 
151 de la Carta, autoriza, al Congreso, a 
través de una leyorgánica, a conferir 'com-
petencias normativas a las entidades jerrito-

ales".Sólo en esos casos puede el Congre-
so delegar competencia normativa, ya que 
las disposiciones constitucionales que regu-
lan las facultades de los órganosestatales son 
de interpretación estricta, sin que se admita 
una comprensión analógica de las mismas. 

Es pues inconstitucional investir, al 
Contralor de esas facultades norniativas ya 
que el Constituyente autorizó solamente la 
delegación por parte del Congreso en el caso 
del Presidente de la República y, a través de 
ley orgánica, a las entidades territoriales: 
'Claro está que por tratarse de la reestructura-
ción deJa Contraloría General -órgano autó-
nonio del orden nacional- mal podría dele-
garse tal función cii 'entidades territoriales, 
por lo cual la creación, fusión o supresión de 
cargos en la Contraloría sólo puede ejercerla 
el Congreso directamente o, excepcional-
mente, mediante delegación al Presidente de 
la Repúblicaa través defacultades extraordi-
nanas y pro-témpore. 

8. La inconstitucionalidad de los 
artículos 2 y 3 de la Ley 73 (le 1993 y la 
unidad de materia con el parágrah (Id 
artículo 56 (le la Lev 42 de 1993. 

Por todo lo anterior, la expresión 
de acuerdo con las facultades de supni-

ni ir. fusionar y crear cargos otorgados al 
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Contralor General del a República por el 
artículo 56 de la Ley 42 de 1993" de los 
artículos 2 y 3 de la' 'ley acusada es 
inconstitucional. Ahora bien, esta ex-
presión -que será declarada inexequi ble 
en la parte resolutiva de esta sentencia-
hace un reénvío al artículo 56 dé 'la Ley 
42, el cual establece: 

Artículo 56. En ejercicio de la auto-

noniía administrativa corresponde a la 

Con!raloi-ía General de la República 

definir todos los aspectos relacionados 

con elcumj,iimiento de susfunciones, en 

armonía con los principios consagrados 

en la Constitución y en esta lev. 

Parágrafo. El Contralor General de 

la República podrá por inediode regla-

menios, adecuar la estructura de la Con-

traloría General de la República e intro-

ducir las modificaciones que considere 

convenientes para el cumplimiento de la 

presente ley hasta tanto se expida la ley 

correspondiente a su estructura. 

El Contralor no podrá crear, con 

cargo al presupuesto de la Contraloría, 

obligaciones que excedan el monto pia-

ba/fijado en el rubró de servicios perso-

nales de la Ley General de Presupiiesto. 

E] parágrafo 'de la disposición ante-
rior explícitamente confiere al Contra-
lor General la facultad de variar la es-
tructura de la entidad que dirige e implí-
citamente le otorga las facultades de 
suprimir, fusionar y crear cargos de la 
misma. En efecto, la norma en comento 
parte de 'la posibilidad que se le brinda al 
Contralor de adecuar la estructura de la 
Contraloría General de la República e 
introducir las modificaciones que consi-
dere convenientes para el cumplimiento 
de la Ley 42 de 1993, hasta tanto se 
expida la ley coriespondierite a su es-
tructura (Ley 106 (le 1993). De esa ma-
nera se da al Contralor la facultad de 
detcrm lar, aun cuando sea (le manera 
momentúnea, la estructura de la Contra-
l oría General, mientras se expedía la ley 
con la estructura detinitiva. Así mismo, 
se puede iii íeri r del parágrafo aludido  

que el Contralor puede modificar la es-
tructura de la Contraloría General, in-
c'lu'endo los cargos, teniendo en cuenta 
la ad,ecuación a 'la Ley 42 de 1993. Otro 
elemento que lleva a esa interpretaçión 
es la redacción del último inciso del 
nienc:ionado parágrafo que señala un lí-
tirite presupuestal para las modificacio 
nes'o adecuaciones de la estructura en el 
rubro de servicios personales de la Ley 
General de Presupuesto, lo cual ayala la 
injerencia en la planta de personal. 

Es claro, pues, que el parágrafo del 
artículo 56 de la Ley'42 de 1993 atribuyó 
al Contralor General las facultades de 
suprimir, fusionar y crear cargos en la 
Contraloría General, por lo cual es nece-
sario efectuar la unidad normativa con 

tal norma, con el fin de declararla mcxc-
quible. 

9. La autonomía normativa del res-
to 'de la 'ley acusada. 

Podría pensarse que la dccl' aración de 
inexequibilidad de la facultad del Contra-
lor de crear, fusionar o suprimir empleos 
implica'Ja inconstitucionalidad total de la 
ley acusada, ya que el restode artículos de 
la Ley 73 de 1993 se fundamenta en 'la 
existencia de tal facultad. Sin embargo ello 
no es así, porque tales disposiciones tienen 
efectos normativos autónomos. En efecto 
ellas regulan el retiro compensado y las 
indemnizaciones de aquellos funcionarios 
a quienes les ha sido suprimido el empleo, 
como consecuencia de la reestructuración 
de la Contraloría. Ahora bien, en la prácti-
ca ha habido tales retiros yen consecuencia 
indemnizaciones, lo cual obliga a lá Corte 
a efectuar un pronunciamiento sobre tales 
niatenias.5  Por consiguiente. independien-
teniente del hecho de que la supresión de 
careos en la Contraloría sólo la puede efec-
tuar la ley y no el Contralor. debe la Corte 

hacer el estudio material de los apartes 
perlillentes cJe! ¡esto de la ley acusada. 

5, En ci 11IIflOn('fltRk'. cci la c,,lcncia C- 11i4/')4 en 

'elicici coii It ,eil!elicit ('.023/94, 
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10. La supresión de cargos públicos y 

la procedencia de la indemnización. 

Comienza la Corte por analizar los 

artículos 2 y 3, lo cual le permitirá reiterar 

y precisar su doctrina en relación con la 

procedencia ono de la indemnización cuan-

do se suprimen los empleos púbiicos. 

Colombia es un Estado social de dere-

cho que tiene dentrode sus fines esenciales 

asegurar la efectividad de los derechos 

constitucionales (CP atts. 1 y  2). Por ello, 

el Estado Colombiano debe combinar a 

eficacia y la eficiencia de la función públi-

ca con el respeto y la especia] protección 

,del trabajo, que es uno de los fundamentos 

del orden constitucional. Esto se concreta, 

en.el sector público, en la existencia de la 

carrera administrativa, como regla gene-

ral, para los empleos. de los órganos y 

entidades del Estado (CP art. 125). En 

efecto, tal y como esta corporación lo ha 

señalado, la carrera administrativa permite 

armonizar la eficacia y eficiencia de la 

función pública con el respecto de los de-

rechos de los servidores estatales, en espe-

cial del derecho a la igualdad de oportuni-

dades, a la estabilidad y a la promoción 

según los propios méritos laborales. Al 

respecto ha dicho la Corte: 
"En este aspecto, la armonización de 

los dosprincipiosanalizados -la eficiencia 

y la eficacia de lafuncióñ pública- con la 

protección de los derechos que correspon-

den a los servidores estatales resulta de 

una carrera administrativa diseñada y 

aplicada técnica y jurídicamente, en la 

cual se contemplen los criterios con arre-

,çlo a los cuales sea precisamente el rendi-

miento en el desempeño del cargo de cada 

trabajador (el cual garanti:a eficiencia y 

eficacia del ('OH m /unto) el que deterine el 

w 'i'eso, la estabilidad en el empleo. el 

asceiiso y el retir(> del se/vicio. rol como lo 

dispone r'/ (u-la -u/o 125 de la Constitución. 

Esio.r (.'s/)eclo.s en una auténtica carrera 

ck'ben ,'uardar siempre 

diue( -(a propor( -ióll ('0n el mérito (le//los-

liado objetiva y justan/ente. 

JURISPRUDENCIA 11 

"En este sentido se busca que la ca-

rrera administrativa permita al Estado 

contar con servidores cuya experiencia, 

conocimiento y dedicación garanticen 

cada vez con mejores índices de resulta-

-dos, su verdadera aptitud para atender las 

altas responsabilidades confiadas a los 

entes públicos, a partir del concepto según 

el cual el Estado Social de Derecho exige 

la aplicación.de  criterios de excelencia en 

la administración pública. 

"Ello conduce a la instauración de la 

carrera administrativa como sistema pro-

picio a la obtención de eficiencia) eficacia 

y, por tanto, como técnica al servicio de los 

fines prirno,-diales del Estado Social de 

Derecho. - 

"En ese orden de ideas, los fines pro-

pios de la carrera resultan estropeados 

cuando el ordenamiento jurídicó que la 

estructura pierde de vista -el mérito como 

criterio de selección y sostén del empieo,-o 

.. el derecho a la 

estabilidad y a la 
promoción según los 

- 

méritos de los 
empleados de carrera 

no impide que la 
administración, por 
razones de interés 

general ligadas a la 
propia eficacia y 
efíciencía de la 
función pública, 
pueda suprimir 
determinados 

cargos... 

cuando ignora la estabilidad de éste como 

presupuesto7". 

Lo anterior implica que los emplea-

dos de carrera tienen un derecho adquirido 

a la estabilidad y a la promoción por méri-

tos, el cual está protegido constitucional-

mente. Esto no quiere decir que estos em-

pleados tengan derecho ala inamovilidad, 

puesto' que si ellos no cumplen con los 

deberes, de su cargo, pueden ser separados 

del -mismopor la.administración. Estacor-

poración ya había señalado que "en nada 

riñe con el principio de estabilidad laboral 

la previsión de sanciones estrictas, inclui-

da la separación o destitución del emplea-

do, para aquellos eventos en los cuales se• 

compruebe su inoperancia,su venalidad o 

su bajo rendimiento"8. 
En ese mismo orden de ideas; el dere-

cho ala estabilidad y ala.promoción según 

ios méritos de los empleados de carrera no 

impide que la- administración, por razones 

de interés general ligadas a la propia efica-

ciay eficiencia de la función pública, pue-

d4 suprimirdeterminados cargos, por cuan-

to ello puede 'ser necesario para que el 

'Estado cumpla sus cometidos. 'Por consi-

guiente, cuando existan motivos de interés 

geñeral que justifiquen la supresión de 

cargos en una entidad pública, es legítimo 

que el Estado lo haga, sin que puedan 

oponérsele los derechos de carrera de los 

funcionarios ya queéstos deben ceder ante 

el interés general. Esto ocurre-en este-caso 

pues era necesario adecuar la estructura y 

la planta de personal de la Contraloría a las 

nuevas funciones que le asigna la Constitu-

ción. Pero incluso en tales casos, el em-

pleado protegido por la carrera tiene dere-

cho a la reparación del daño causado, pues-

to que él es titular de unos derechos adqui-

ridos de conienido económico que debió 

ccder por la prevalencia del interés cene-

ral. Así esta Corporación ha dicho: 

(,AIi'cpecto. vei' las sflic,,ci:, (-47W92. ('-02 5/94 

y ('- 104/94. 
7. Stiiei,cia C-47 9/9 2. re,.terad, e, (a seulicacil U- 

((23/94. 
5Sçiulcuucia (.479/92 
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"Debe observar la Corre que el em-

pleado j,úhlico de Carrera Administrativa 

:es titular de unos derechos subjetivos ad-

quiridos que gozan de protección constitu-
cional, a/igual que ocurre CO!? la propie-
dad privada según el artículo 58 de la 
Carta. Por lo tanto, esos derechos no somi 

inmunes al interés público pues el trabajo, 

como el resto del tríptico económico -del 

cualfornia parte también lapropiedady la 
emflplesa está qfectado por una función 

social, lo cual no implica que la privación 

de tales derechos pueda ilevarse a efecto 

sin resarcir el pci juicio que sufre su titular 
en aras del interés público. De allí que, si 
fuese necesario que el Estado, por razones 
de esa índole, elimine el empleó que ejer-

cía el trabajador inscrito en carrera, como 
podría acontecer con la aplicación del 
artículo Transitorio 20 de la Carta, sería 

también indispensable indemnizario para 
no romper el principio de igualdad en 
relación con las cargas públicas (art. 13 

C.N.), en cuain'o aquél no tendría obliga-
ción de soportar el perjuicio, tal Como 
sucede íambién con el dueño del bien ex-

propiado por razones de utilidad pública. 
En ninguno de los casos la licitud de la 
acción estatal es óbice para el resarci-
miento del daño causado" 9. 

En ese orden de ideas, la Corte reitera 

,que para determinar laprocedencia ono de la 
indemnización en caso de supresión de car-
gos públicos es necesario dislinguirentre los 
empleados de libre nombramiento y remo-
ción, y empleados de carrera. Para quienes 
eran de libre nombramiento y remoción, no 
es constitucional el establecimiento de la 
indemnización. En efecto, como tales em-
pleados no tienen los derechos propios de 
quienes están incorporados a la carrera ad-

ministrativa, y por ello establecer una iii-

dcmnizacióii implica "reconocer y pagar 

una compensación sin causa a un funciona-

rio, que dada la naturaleza de su vínculo COfl 

la administración, puede, en virtud de la 
ticultad contrida por la ley al noniinador. 
ser desvinculado sin que se le reconozcan 
derechos y prestaciones sociales distintas de 

1 JURISPRUDENCIA 

"No hay 

entonces 

excusa para 
que las 

cnt idades 

oficiales 

desconózcan el 
mandato 

c onst it uc ioñai 

de desarrollar 
la carrera 

adniinist rat iva." 
aquellas con las que el Estado mediante la 
ley ampara a esta clase de servidores públi- 

Por el contrario, con respecto a los 
empleados retirados del servicio pero que 
estaban protegidos por la carrera, no hay la 
menordudade que se haocasionado un daño 
que debe ser reparado. En efecto, si bien es 
cierto que el daño puede catalogarse como 
legítimo porque el Estado puede en función 
de la protección del interés general determi-
nar la cantidad de sus funcionarios (art.s. 
150-7 y 189-14 de la C.P.), esto no implica 
que el trabajador retirado del servicio tenga 
que soportar íntegramente la carga específi-
ca de la adecuación del Estado, que debe ser 
asumida por toda la sociedad en razón del 
principio de igualdad de todos ante las car-
gas públicas (C.P. art. 13). Los derechos 
laborales entran a formar parte del patrimo-
nio y no pueden ser desconocidos por leyes 

posteriores (art. 58-1 de la C.P.). Además, 
las autoridades de la República están obliga- 

dos a protegerlos (art. 2 de la C.P.). Esto 
armoniza con una de las finalidades del 
Estado Socia] de Derecho: es la vigencia de 
su Orden Social justo (Preámbulo de la Car-
ta). Por ello "se trata de una indemnización 
reparatoria fundamentada en el reconoci-
miento que se hace a los derechos adquiridos 
en materia aboralU. 

Conforme a todo ¡6 anterior, el resto del 
artículo 2 de la ley acusada es constitucional, 
mientras que es contrario a Carta el artículo 
3 de la misma ley, ya que éste establece una 
indemnización para los funcionarios de libre 
nombramiento y rernoción. Esto significa 
que el resto del articulado de la ley es aplica-
ble solo a los destinatarios contemplados en 
el artículo 2, esto es, a los funcionarios de 
carrera administrativa, puesto que el artículo 
3 será retirado del ordenamiento jurídico. 

Ahora bien, podría pensarse que la de-
claración de inconstitucionalidad de la in-
demnización de ciertos empleados de libre 
nombramiento y remoción podría acarrear 
injusticias. En efecto, hay empleados que no 
son de confianza y cuyas funciones carecen 
de poder de decisión política, esto es que 
ocupan cargos que son de carrera adminis-
trativa, pero que, por diversos motivos no 
han sido incorporados a ella. Tales empleados, 
luego de haber trabajado varios años en una 
entidad pública, se podrían ver privados, por la 
decisión delaCorte,deunabonificacióneconó-
mica luego de la supresión del empleo, la cual 
puede serconsiderada un justo reconocimiento 
de los servicios prestados al Estado. Sin embar-
go, la Corte reitera que los criteriosjurispruden-
ciales desarTollados en esta sentencia no mm-
pen la equidad por las siguientes razones. 

En primer témiino porque tales em-
pleados, en la medida en que siguen teniendo 
status de libre nombramiento y remoción por 
no habersido incorporados a la carrera admi-
nistrativa. en sentido estricto no tienen (lele- 

O. Seniencizi C-479/92. vicnicl,, en seiiiencia (- l(M04 
lO. Corte C,,n'iituci,,nal. Sentencia No. C_479 del 13 

de aeos!,t de 1992. MI'.: Dr. Josd Greori,, rlemzindez 

Galindo y Dr. Alejandro Martinez Caballero. 
II. \'cr Coite C,,nsiiiuciouiiil. Sentenctai C. 04/94 

l 1'. Alejandro Martine?. Cabal Icio. 
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cho a la e.stabii idad, luego no están cediendo 
ningún derecho. Por consiguiente no deben 
ser indemnizados, a diferencia de lo que 
sucede con los funcionarios de carrera. 

En segundo término, porque aquellos 
empleados de libre nombramiento y remo-
ción que hubieran -recibido, como conse-
cuencia de la aplicacin del artículo 3 de- la 
Ley 73 de 1993, una indemnización que se 
considerainconslitucionai ensta sentencia, 
no están obligados a reintegrar tales sumas 
porque los protege e] principioconstitució-
nal de la buena fe. 

En tercer término, porque gracias a la 
Constitución de 199],  la regia general en el 
sectorpúblico es el sistema de carrera, por lo 
cual todos aquellos servidores públicos que 
ocupen cargos que sean de carrera adminis-
trati'a y reúnan los requisitos para el--em-
pleo, tienen derecho a solicitar su incorpora-
ción a ella. Admás, esta Corporación ha 
sefialado que el Legislador no puede excluir 
cargos de la carrera administrativa de inane-
ra çaprichosa sino que tal exclusión debe 
estar fundamentada en la naturaleza misma 
del empleo, a] respecto dijo la Corte: 
• .: "Encuentra la Corte que a la luz de la 

Cojistitución se pueden establecer unas 

excepciones al principio general de la 

carrera adniinistrativa.pei'o siempre con-

servando la prioridad del -sistema d. ca-
rrera, -connatural con los, principios no 

sólo de eficacla y eficiencia y estabilidad 

administrativas, sino COn la justicia mis-

ma de la función pública, que no es co,ii-

1,arahle con la improvisación e inesiahili-

dad de quienes laboran para el Estado, y 

por el contrario establece el principio del 

merecimiento, como determinan/e del in-

greso. permanencia. proiiunióii y re/i/o 

ile! (U/,í,'O. 

Por ¡anta, como /2//Ve pa 1(1 ile/cern / - 

,iar cita/u/o ¡ni ('ii/piel) piiei/e ser (fc Ii/nc 

narnhraai ¡e//ii' y re//Ial ial!, liar ¿iie vedo -  

lar cii pi/alce ¡eraiiiia que!nda-

aiea/a leiu/: pc/ -a aileiuia.v. ilicija ¡ni 1111(1(1 

ile! Ie,t,'is/ailar tui puede c -a,iow/era la 

e.c//cia alisma ilel viste/aa di enrie/a, es 

dcci, la lev no esta Ie,ç'iliniai/u para pro- 

JURISPRUD1NCIA 
- 

ducir el efccto  de la deque la regla general 

se convierta, en excepción. En segundo 

lugar, debe haber un principio de razón 
suficiente que justifique al legislador para 

establecer excepciones a la carrera adn-ti-

nistraiiva,de manera que la facultad con-

cedida al nominador ha obedezca a una 

potestad infundada. Y, por último, no ha); 

que olvidar que por su misma naturaleza 
los empleos que son de libre nomhram.iea-
ro yremOción son aquellos que la Consti-

ración esahiece yaqueilos que determine 

la ley, (art. 125), siempre y cuando la 

función misma, en su desarrollo esencial, 
exija una confianza pleiia y total, o impli-

que una decisión política.. En es/os casos 

el cabal desénipeño de la labor asignada 

debe i'espondera. -las exigencias discre-
cionales del nóminadory estar sometida a 
su permanente vigilancia y evaluación" /2 

No hay entonces -excusa para que las 
entidades oficiales desonozcan el mandato - 

constitucional dedesan'o!lar]acaneraadíitinis-
trativa. Por consiguiente,'la obligación de las 
entidades iúblics es provee los cargos de 
carrera con funcionarios de carrera, los cuales, 
como lo ha reiterado la Corte, tienen derecho a 
la estabilidad, siempre y cuando cumplan diii-
genteinente con sus  obligaciones. Por -consi-
guiente, tienen tales funcionarios derechO a una 
indemnización cuando stis cargos sean supri- 
midos. •, - - -, 

it. La exequibilidad dél artículo 1 

que 'delimita el campo de aplicación de -la 
-ley. 

Según el accionante, la ley acusada es 
inconstitucional porque viola el principio de 
igualdad, ya que ordenó el retiro de la Con-
traloría de los revisores técnicos grados 1 y 
2, mientras que mantuvo en la planta a los 
erados 3 y 4. los cuales cumplían las 011v/has 

lunciones que los anteriores. 
El den iandan te cons dci'a (2/1 buces que 

la ley no pL/Cdc i ntroducu VIii neuna di tercnc a 
de traboenire los rCvisores técnicos de diver-
so grado. a íin de suprimir los cargos de los 
grados 1 y 2. y  mantener los de erado 3 y 4. 
por cuanto ello iniplica una violación del  

principio de igualdad. Se trata pues de una 
acusación general contra la ley y específica 
contra el artículo 1 deJa m:ísma, que delimita 
su campo de aplicación. 

La Corte no comparte el criterio del de-
mandante. En efecto, esta-Corporación ha sos- 
tenido, en repetidas ocasiones, que un trato 
diferenteiio implica automáticamente una vio-
lación- de la igualdad, siempre y cuando el '
Estado, persiga objetivos constitucionales legí-
timos, y la diferencia de trato conslituya un 
niedio adecuado, própoi'tionado y razonable 
para la-consecución de tal Objetivo. Ahora bien, 
comobien lo señala lajefe jurídica de la Contra-
loría -General, la expedición de la Constitución 
de 1991,al abolir e] control previo, hizo que la 
mayoría de los funcionarios técnicOs-degrado 1 
-y 2 quedaran sin funciones, por cuanto ellos 
eran en gran parte losencargados decumpliree 
control previo. En tales circunstancias, la Corte 
considerá que la supresión de esos cargos no-es 
violatoria del principio de igualdad sino una 
consecuencia razonable de la reestructuración 
de la-Contraloría, para ajustarla al nuevo orde-
namiento constitucional, por-lo cual el artículo 
1 será declarado exequible. - - 

• 12. La exequibilidad de los-artículos 
7 inciso segundo y  9 de la ley acusada. 

Entra la -Corte- a- analizar aquellos art 
'éulos contra los cuales,-el demandante -for-
mula cargos específicos. 

Deun]adó, según el demandánte,eiinciso 
segundo del artículo 71  es inexequible porque 
hace soportaraios ciudadanos los errores de la 
administración, puesto que establece que si "se 
paga por la indemnización y luego se reclama y 
obtiene una pensión el monto cubierto por la 
indemnización ola bonificación. má.s intereses 
liquidados a la tasade interés coniente bancario, 
se descontard periódicuueite de la pensión en 
el menor número de mevadas legalmente xsi-
Nc." 

La Corte considera que es constitucio-
ial que la administración busque recuperar 
el dinero pagado como indcmn i,.ación a 

2. (,,,',e S,_'niei,.',a \ ('-'/5 k'l 2/ 

d_ iiiiiii ,i, /994, 1,. \'Iadin,iro '.' II'II)j' \l_',a. 
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quien tenga causado el derecho de pensión, 

por cuanto el inciso primero de este artículo 

establece la incompatibilidad dé ambos pa-

gos. Hay ppes un pago de lo no debidó, por 

lo cual es legítimo que el Estado proceda a 

recuperar çsos dineros públicos indebida-. 

mente enliegados a un particular. No es de 

recibo el argumento del demandante, según 

el cual, el Estado liaría soportar a los ciuda-

danos los erro'res' de la administración, por 

cuanto las pensiones no-se pagan oficiosa-

niente sino que debe mediar petición del 

propio interesado. Esto sinifica que ..elpar-. 

ticularsolicitálapensión, apesardeyahaber 
recibido la indemnización y del mandato 

legal que establece la incompatibilidád del 

ambos pagos. 
De otro lado, la 'Corte considera que es 

exequible el artículo 9 el cual establece que el 

pago de la indemnización o la bonificación se 

hará "dentro de los dos (2) meses siguientes a 1a' 

expedición del actadeliquidacióndel mismó". 

Según el accionante, este plazo permite que la 

administración se tome el mayor tiempo posi-

ble, con lo cual se viola el artículo 25 de la Carta, 

al no fijar la ley un ténnino más perentdi'io con 

el fin declara! trabajo la especial pmtección del 

Estado. Sin embargo, la'  Corte considera que el 
argumento dél demandante no es de'recio, por 

cuanto este ciudadano supone lá mala fe de la 

administración y considera que ésta va a dilatar 

enel tiem'po!aliquidación deJa indemnización., 

Ahora bien, la constitución parte .pécisamdité 

del postuladoinverso:que las actuaciones de los 

particulares y de, las autoridades públicas se 

debenceñira la buenafe(CPart. 83),porlo cual 

debeentendersequeiaadministraciónprocede-

rá a liquidar tales indemnizaciones dentro de un 

plazo razonable, como es su deber constitucio-

nal. Es más el ordenamiento legal colombiano 

ha establecido, por medio de! Decreto 797 de 

1949 un témiino de 90 días para la liquidación 

de tossa!arios. las prestaciones y las indeniniza-

dones que se adeuden a los trabajadores oficia-

les con motivo de la tem31nación del contrato de 

trabajo. Aunque este artículo serefiere soto 
a los trabajadores oficiales, la Coite Cons-

titucional ha entendido que. sin ser una 

camisa de fuerza, ese término legal es un  

ejemplo del plazo razonable con que cuen-

ta la administración para efectuar este tipo 

de liquidaciones frente a los empleados 

• públicos'3. Por ello, en el entendido de que 

• la administración.tienee,l deber constitu-

ciórial y lgal de 'liquidar tales indeniniza-

dones dentro de un plazo ralzonable, este 

artículo será declarado exeq uible. 

• 13. Estudio. del resto de disposicio-

• nes de la ley acusada y procedencia de la 
cosa.juzgada rélativa. 1 

El éxamen de la demanda' mrrestra 

que .el actor basa sus: pretensioñes en 'un 

ataque global contra la Ley 73 de 1993. El 

actor parecía considerar :que sus acusació-

nes genéricas ala ley implicaban la inxe-

quibi!idad total de la misma. 
Por eso, en el mómento de exaralinar 

su admisión, el magistrado sustarciador 

éstaa obligado a admitir-la, puesto que 

• ella se basaba en un ataque global y funda-

.inentado 'contra una ley, por lo cual la 

• demanda reunía los requisitos exigidos 
por el artículo 2 del Decreto 2067 de, 1991. 

• Sin embargo, como se ha visto en esta 

sentencia, los argumentos globales de la 

demandaen realidadestaban dirigidoscon-

Ira los priméros tres artículos de la Ley 73 

de. 1993, de suerte que, en términos gene-

•rales, el actor no formula una acusación 

esjecífica y fundamentada contra los artí 

culos 4 .a! 14 de .!a precitada ley, con 

excepción de las in pugnaciones contra e! 

artículo 9y el inciso segundo del aretículo 

7, que ya fueron estudiadas y decididas en 

esta sentencia. 
Ahora bien, la Corte ha analizado en 

extenso los primeros tres artículos de !a 

ley, así como los argumentos globales del 
demandante contra la misma en su conjun-

to. Y en tal examen, esta Corporación no 

ha encontrado ningún elemento que deter- 

mine la inconstitucional cIad de la ley en 

su conjunto. En tales circunstancias. ¡debe 

la Corte confrontar el resto del articulado 

cte la ley acusada con la totalidad (te los 

preceptos de la Constitución, tal como !o 
ordena el artículo 22 del Decreto 2067 de  

1991? Q,.por el contrario, ¿debe la Corte 

abstenerse 'de tal ex anieti y restringir el 

alcance de la coSa juzgada constitucional 

'absoluta 'a los artículos específicamenté 

acusados, por cuanto el demandante no ha 

'fónriuiado,ningún cargo específico contra 

el resto del articulado de la ley? 
La Corte considera que en este caso 

se itnp6neia se-un da opción, pór cuanto 

'no corresponde a esta Corporación efec- 

tuar una revisión oficiosa deialeyes'ordi- 

nariás, sino un control de aquellas normas 

que han sido exprésamente demandadas 

por un ciudadano. Y. presentaren debida 

forma una demanda ir'plica no solo trans- 

.cribi r la norma legal acusada sino también 
que el actor formulé las razones por las 

cuales dichos textOs se estirnanviolados. 

En este caso, el actor presentó argumentos 

globales contra la Ley'73 de 1993 -,por, lo 

'cual era legítimo admitir la demanda con-, 

tra.toda la ley ero no expresó cargos 

específicos contra los artículos 4, 5, 6, 7 

inciso priméro, 8, 10, 11, 12, 13 y14 de la 

Ley 73 de.] 993. Esta Corporación ha con-
siderado que cuando existe cm 'ataque, 'ge-

neral contrauna.iey pero.no  ataques indi-

vidualizados contra todos los artículos de 

la misma la vía procédente és limitar el 

alcance 'de la cos a juzgada constitucional, 

en caso de, que la acusación g!obal no 

prospere. En tales eventos, lo procedente 

es 'declarar constituciona!es los artículos 

contra los cuales no'hay acusacióii eápecí 

fica, pero precisando que la óosa juzgada 

es relativa, por cuanto sólo pera por los 

motivos analizados en la sentencia. Esto 

sucede en este caso, por 'lo cual, frente a 

tales artículos, la Corte limitará el alcance 
de la cosa juzgada constitucional, ellos 

serán declarados exequibles, pero única-

mente por las razones expresamente estu-

diadas Cli esta sentencia. 

(Elracl' de la selileneja ' ('.57/94 del lli de 

no,'ieml)re de 1994. (II' la Corte ( onsi iiiicioiial. Magisi ra-

do I'onenit, J)r. Alejandro SIartíne',, c:ahalkro.) 

1 Ver Corle Cr'nrrlilueirrrlrll, Se tener:, i'-2)/)4 del 

1 de ¡un¡() de 1994. Sil'. Alejaundro Martiuee. Caballero. 
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CIRCULAR.N2 5000-094 

DE: COMISION NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL 

PARA: GOBERNADORES, ALCALDES, DIRECTORES GEREN-
TES O PRESIDENTES DE ENTIDADES DESCENTRALI-
ZADAS DEL ORDEN TERRITORIAL, CONTRALORES 
DEPARTAMEN TALES, DISTRITALES Y MUNICIPA-
LES, PERSONEROS Y TESOREROS, PRESiDENTES DE 
LAS ASAMBLEAS DEPARTAMENTALES, DE LOS CON-
CEJOS MUNICiPALES Y ASESORES DE LAS COMISIO-
NES SECCIONALES DEL SERVICIO CIVIL. 

ASUNTO: ALCANCES DE LA SENTENCIA No. C- 195/94 DE ABRIL 
21 DE 1994 PROFERIDA POR LA CORTE CONSTITU-
CIONAL. 

FECHA: SANTAFE DE BOGOTA, D.C., SEPTIEMBRE30 DE 1994  

nacional, y no afecta, de manera alguna, la clasificación de los empleos 
del orden territorial contenida en la Ley 27 de 1992 en su artículo 4. 

De la] manera que en las entidades pertenecientes al nivel territorial 
continúan siendo de libre nombramiento y remoción los empleos señala-
dos en los numerales 1 a 8 y del citado artículo 4 de la Ley 27 de 1992. 

5. Al no existirpronunciamiento de la Corte Constitucional sobre la inexequi-
bilidad de la clasificación de que trata el artículo 4 de la Ley 27 de 1992, 
en las Gobernaciones, Alcaldías, Establecimientos Públicos, Empresas 
Industriales y Comerciales del Estado del orden territorial, Personerías, 
Tesorerías y Contralorías Departamentales, Distritales y Municipales, 
Asambkas Departamentales y Concejos Municipales, continúansiendode 
libre nombramiento y remoción aquellos empleos relacionados en los 
numerales 1 a 8 del citado artículo 4 de la Ley 27 de 1992. 

Cordialmente, 

EDUARDO GONZALEZ MONTOYA 
Presidente Comisión Nacional del Servicio Civil 

La Comisión Nacional del Servicio Civil frente ala sentencia No. C-I 95/ 
94 de abri121 de 1994, proferida por la Corte Constitucional, por medio 
de la cual se declaró parcialmente inexequible el artículo 1 de la Ley 61 de 
1987, considera necesario hacer &gunas precisiones respecto de los 
alcances de la misma y su incidencia en la clasificación de los empleos de 
las entidades pertenecientes al nivel territorial. 

La Ley 61 de 1987, en su artículo 1, contiene la clasificación de los 
empleos en de carrera administrativa y, de libre nombramiento y 
remoción en las entidades pertenecientes a la Rama Ejecutiva del 
Orden Nacional, tanto en el nivel central como en el descentralizado. 

La Ley 27 de 1992, en su artículo 4, numerales 1 a 8, señala cuales 
son los empleos que tienen la calidad de libre nombramiento y 
remoción en las entidades de¡ nivel territorial, clasificación que 
no coincide con la efectuada para los empleados del orden nacional 
en el citado artículo 1 de la Ley 61 de 1987. 

La Corte Constitucional, en sentencia de abril 21 de 1994, declaró la 
inexequibilidad parcial de! artículo .1 de la Ley 61 de 1987, y,  entre 
otros aspectos, precisó que los empleos de jefe de oficina y los demás 
empleos de jefe de unidad que tengan una jerarquía superior ajefe de 
sección, entre ellos los de jefes de división, son empleos de carrera 
administrativa y no de libre nombramiento y remoción como lo 
señalaba el literal a) del artículo 1 de la citada Ley 61. 

Este literal a) está referido únicamente a los empleos de la administra-
ción central de la Rama Ejecutiva en el orden nacional. Por el 
contrario, en la administración descentralizada de la Rama Ejecutiva 
en el orden nacional, esos mismos empleos. los de jefe de división y 
l os clemcís empleos cte jefe de unidad que tengan una jerarquía superior 
a jete de sección, continuaron con la calidad cte libre nombrani ienlo y 
renioción. va  que la Corte Constitucional declaró la exequibilidact del 
loeril hl del ci ¿ido artículo 1. respecto de estos empleos. 

4. La Seitiene a de la Coite Const 1 ucional sólo mod licó la clasifi cación 
de los empleos cii las entidades de la Rama llecutiva cii el orden 

68 

C 1 R C U L A'R No.5000-OO5 

PARA: ALCALDE MAYOR DEL DISTRITO CAPITAL, SECRE-
TARIOS DE DESPACHO, DIRECTORES DE DEPARTA-
MENTOS ADMINISTRATIVOS, DIRECTORES Y GE-
RENTES DEENTIDADÉS DESCENTRALIZADAS, CON-
TRALOR, PERSONERO Y CONCEJO DISTRITAL DE 
SANTAFE DE BOGOTA. 

DE: COMISION NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL 

ASUNTO: APLICACION DE LA LEY 27 DE 1992 Y SUS NORMAS 
COMPLEMENTARIAS A LOS EMPLEADOS DEL DIS-
TRITO CAPITAL DE SANTAFE DE BOGOTA. 

FECHA: SANTAFE DE BOGOTA, D.C., SEPTIEMBRE30 DE 1994 

La Comisión Nacional del Servicio Civil, en sesión del 3 de agosto de 
1994, acogióen su integridad el concepto emitido por iaSala de Consulta 
y Servicio Civil del Consejo de Estado el día 15 de abril de 1994, a través 
del cual se concluyó queel Decreto-Ley 1421 de fecha2l•dejuliode 1993, 
publicado en el Diario Oficial el 22 del mismo mes y año, deJó insubsis-
tentes las disposiciones relativas a la carrera administrativa contenidas en 
el Acuerdo 12 de 1987, expedido por el Concejo Distrital de Bogotá, sin 
perjuicio de las situaciones jurídicas constituídas por dicho Acuerdo, y, 
porconsiguiente, losempleados del DistritoCapital. tanto del nivel central 
como del descentralizado, incluídos los de la Personería, la Contralorfa y 
el Concejo Distrital deben rcgirse por la Ley 27 de 1992 y sus normas 
complementarias. 

Igualmente el Conscjodc Estacloconsideróque el artículo 126 del Decreto 
Lev 1421 cte 1993 derogó el parágralodel artículo 2. cte la Lev 27 cte 1992, 
que exceptuaba al Distrito Capital de la aplicación (le la citada Lev 27. 

Como consecucnc a cte lo anterior, el Departamento Administrativo del 
Servicio Civil l)isti'ilul e el Consejo t)istrital del Servicio Civil. perdieron 
competencia para aclministi'ar y vigilar la carrera administrativa de los 
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empleados del Distrito Capital y, por lo tanto, estas funciones deben ser 

asumidas por la Comisión Nacional del Servicio Civil, a que se refieren los 

artículoS 130 de la Constitución y 12 y  14 de la Ley 27 de 1992. 

Con la expedición del Decreto Ley 1421 de 1993, en obedecimiento al 
mandato contenido en el artículo 125 de la Constitución Nacional, se 

extendió a las entidades y organismos del Distrito Capital de Santafé de 

Bogotá la aplicación de las normas de administración de personal, incluí-

das las de carrera, enunciadas en la Ley 27 de 1992, norma que consagra 

la carrera administrativa como un sistema técnico de administración de 

personal, a través del cual el acceso al servicio público se logra únicamente 

mediante la comprobación del mérito, a la vez que determina claramente 
cuáles son los empleos qúe por excepción son de libre nombramiento y 

remoción; establece los procedimientos para la selección del personal y 

crea la Comisión Nacional del Servicio Civil como el máximo organismo 

encargado de la vigilancia y la administración de este sistema. 

Por esto la Comisión Nacional del Servicio Civil, al asumir dicha compe-
tencia, considera pertinente hacer algunas precisiolies y determinar los 

mecanismos y procedimientos inmediatos que deben seguirse, con miras 

a la aplicación de la Ley 27 de 1992 en el Distrito Capital de Santafé de 
Bogotá, en los siguientes términos: 

Por mandato del artículo 126 del Decreto-Ley 1421 de 1993, las 

disposicionescontenidasen la Ley 27 de 1992y-sus normas comple-
mentarias son de obligatorio cumplimiento en el Distrito Capital, a 

partir de la fecha de la promulgación del Decreto 1421 ,es decir, julio 
22de 1993, sinperjuicio de las situaóiones jurídicasconsolidadas antes 

de la vigencia del Decreto-Ley 1421 de 1993. 

A partir deJa fecha de lapresente circular, la.provisión de los empleos 

de carrera administrativa del Distrito Capital deberá efectuarse con 

estricta sujeción a lo señalado en la Ley  27 de 1992, el Decreto-Ley 

1222 de 1993 ' tu Reglamentario 256 de 1994, modificado por el 

Decreto 805 del mismo año, y deberá remitirse a la Dirección de Apoyo 
a la Comisión Nacional de! Servicio Civil la información de que trata 

el Decreto 256 de 1994. 

Conforme como lo dispone el artículo 6 del Decreto 256 de 1994, 

Reglamentario del Decreto-Ley 1222 de 1993, la selección del personal 
será de competencia de cada entidad u organismo, bajo la dirección y 

vigilancia de la Comisión Nacional del Servicio Civil y la asesoría de 
la Dirección de Apoyo a la Comisión Nacional del Departamento 

Administrativo de la Función Pública. Ello implica que al interior de 
cada entidad u organismo del Distrito Capital deberá confomiarse el 

Comité de Selección de que tratan los artículos 7 y  8 del citado Decreto 

256. 

Los procesos de selección e inscripciones en el escalafón de la carrera 

que pudieron haberse realizado entre el 22 cte julio de 1993 y el 3 cte 

agosto de 1994,   fecha ésta en la cual la Coni is ón Nacional  dei Servicio 

Civil acogió el citado concepto cid Consejo de Estado, serán ob1eto de 

revisión por pai-ie de la Coni isión Nacional del Servicio Civil, mediante 
el proeecliniiento cine se establezca para ello, con el liii de cteterniinar 
si se ajustaron a las normas que los Jegu laban y decid ir sobre so 
convalidación 

La Comisión Nacional del Servicio Civil efectuará las inscripcio-

nes en el escalafón de la carrera administrativa de quienes fueron 
nombrados en período de prueba, previa la realización de concursos 

convocados a partir del 3 de agosto de 1994, con sujeción a las nonnas 

de la Ley 27 de 1992 y sus disposiciones complementarias. El trámite 

para esta inscripción es el establecido en el Decreto 256 de 1994. 

Las solicitudes de inscripción y de actualización en el escalafón que han 

sido formuladas por empleados del Distrito ante la Comisión Nacional 

y que no se ajusten a lo anterior, serán devueltas sin tramitar a las 

jefaturas de personal de las entidades y organismos a las cuates 

pertenecen los peticionarios, mientras se analizan las situaciones y se 

convalidan los procedimientos, si a ello hubiere lugar. 

A los empleados escalafonados o en período de prueba que deban ser 

evaluados o calificados se les aplicarán las disposiciones de la Ley 27 

de 1992, sus normas complementarias y con el sistema e instrumentos 

adoptados por la Comisión Nacional del Servicio Civil a través del 
Acuerdo No. 001 de 1994. 

Las entidades o dependencias que hacen parte del Sistema de Segu-

iidad Social en Salud (antes del Subsector Oficial del Sector Salud) 

- 
continuarán rigiéndose por las normas propias de dicho sistema. 

Finalmente reitera que la implantación y dearroliodel sistema de 

• carreraadminitrativa en el Distrito apital,confomieconiaLey 27 de 

1992 y sus normas complementarias, es de exclusiva itsponsabilidad 
decada entidad u organismo, bajo la vigilancia de la Comisión 

,Nacional del Servicio Civil. 

Cordialmente, 

EDUARDO GONZALEZ MONTOYA 
Presidente Comisión Nacionál del Servicio Civil 

- 

C 1 R C U LA R No. 5000-006 
- ¿ - -- --- 

PARA: MIMSTERIO DE SALUD Y ENTIDADES OFICIALES 
DEL SISTEMA DE SEGURIDAD SOCIAL EN SALUD 

DE: COMISION NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL 

ASUNTO: PRECISIONES SOBRE EL ALCANCE DE LAS DISPOSI-
CIONES SOBRE ADMINISTRACION DE PERSONAL Y 
CARRERA ADMINISTRATIVA CONTENIDAS EN EL 

DECRETO-LEY 1298 DE 1994 

FECHA: SANTAFE DE BOGOTA, D.C., 13 DEOCTUBREDE 1994 

La Ley lOt) de 1993t  por la cual se crea el Sistema de Seguridad Social 

Integral y se dictan otras disposiciones. en el artículo 248. numeral 5. 

ievistió al Pi-csidcntc de la República cte precisas facultades extraordina-
rias porel térniinocic seis (6) meses, para ''expedir no estatuto orgánico del 
sistema de salud, de numeración continua, con el objeto de sistema! izar. 
integrar, incorporar y armonizan en un sólo cuerpo jurídico las normas 

vigentes en materia de salud. así como las cine contempico las tuncioocs 
y facultades asignadas a la S upen nienclencia Nacional de Salud. Con la] 
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propósito podrá reordenar la numeración de las diferentes disposiciones, 
incluyendo esta ley, sin que en tal caso se altere su contenido. En 
desarrollo de esta facultad podrá eliminar las normas repetidas o 

superfluas". 

Dicha facultad fue ejercida a través del Decreto-Ley 1298 de junio 22 de 
1994, por el cual se expide el Estatuto Orgánico del Sistéina General de 
Seguridad Social en Salud, publicado en el Diario Oficial del mismo día. 
mes y año. 

El estatuto en comento, en su artículo 722, al señalar lus alcances dispuso 
que incorpora y sustituye, entre otras, la Ley 10 de 1990, con excepción de 
los artículos 40, 44, 45, 46, 50 y 52. 

Es por ello -que la Comisión Nacional del Servicio Civil considera 
pertinente fijar-unos criterios con relación al alcance de las dispos'içiones 
sobre carrera adminiStrativa contenidas en el Decreto-Ley 1298 de 1994, 
en los siguientes términos: 

1. El artículo 1 dispone que el Sistema General-de Seguridad Social en 
Salud tiene por objeto regular el servicio público.esencial de la salud y 
que dé -él forman parte el conjunto de 'entidades públicas y privadas 
directmente involucradaseri la pretación del servicio.público de 
salud, asícorno tambiéh, en loertinénte, las entidades de otros 
sectores que iiiciden,en los factores deriesgo para la salud, tales como 
los biológicos ambientales y de.comportamiento.n el parágrafo del 
artículo 20 señalul  que "para todos-los efectos entiéndase Sistema de 
Seguridad- Social en Slud cuando se hable del Sistema de,a1ud". 

De otra parte, en el artículo 18 relai.iona los ihtegr'ants del Sistema 
General de Seguridad Social en Salud, entre ellos algunas de las 
entidades y organismos del subsector,  oficial del Sector Salud .a los 
cuales se refería el artículo 5 de-la'-Ley 10de-1990. 

Al ordenar el citado Decreto-Ley 1298 -de 1994 que del Sistema 
General de Seguridad Social -en Salud forman parte. éntre otras, las 
entidades publicas directamente involucradas en la prestación del 
servicio publico de salud está excluyendo a aquellas entidades u 
organismosque bajo la vigencia de laLey 10 de 1990 hacían parte del 
subsector oficial del Sector Salud por -desarrollar actividades que 
indirectamente se relacionaban con el sistema de -saliid. 

Es el caso de las Beneficencias departamentales que solamente admi-
nistran loterías y realizan otras actividades comerciales, cuyo produci-
do está destinado legalmente de manera exclusiva para la salud. 

De acuerdo con la nueva integración que hace el Decreto-Ley 1298 de 
1994 del Sistema de Seguridad Social en Salud, quedan por fuera de 
éste aquellas Bcncficencias dcpartamentalcs cuyo objeto consiste 
únicamente en la administración de loterías o en la realización de 
otras actividades diferentes a la prestación de servicios de salud y. 
en consecuencia. a sus empleados les son aplicables las normas 
con en ¡itas en la Ley 27 de 1992.   sus normas coniplemen tarjas y las 
eencrales que modifica. iales como el Decreto-Ley 24080 de 1968. el 
Decreto Reglanientano 1950 de 1973 y la Ley,  01 de 1987. 

Por el cont ario, aquellas Bene licencias que. ¿idcmás de adm instar 
loterías y de reatiy.arotras actividades (le carácter netamente comercial. 
pi-estilo scr' ¡e ¡os de salud continúan lormando parte (le d ¡elio Si stenia 

-, 

y, por lo tanto, sus empleados en materia de administración de personal 
y de carrera admínist:rativa se rigen por las normas propias del Sistema de 
Seguridad Social en Salud, como son el DeCreto-Ley 694 de 1975, su 
Reglamentario 1468 de 1979, la Ley 61 de 1987, con las modificaciones 
que -le introdujo la Ley 27 de 1992 y las disposiciones contenidas en el 
Libro Cuarto -Régimen de Personal- del Decreto-Ley 1298 de 1994.-  

En estos térniinos se modifica el concepto de la Comisión Nacional del 
Servicio Civil en relación con las normas de administración depersonal 
para los empleados que prestan sus servicios en las Beneficenias 
departanientaltís,:adoptado en la sesión ordinaria del 13de dicienibr 
de 1993 y contenido en el oficio No. 14304 de diciembre 17 de 1993. 

Sin embarizo, es pertinente hacer claridad en el sentido de que la 
exclusión deáquellas Beneficencias que no prestan seivicios de salud 
del Sislem deSeguridad Social en Salud, no trad como consecueiiCia 
que sus empleados que ociíprfempleos de barrera, sin estar iiisritos 
en élla, puedan ingresar, -de in'anera -extraordinaria al -escalafón de la 
carrera administrativa en-virtud-del artículo 22 de la'Ley 27 de 1992, por 
las siguientes razones: 

- 
- 

La Ley 27 de 1992 en 'su artículo 2, inciso 3, dispohe que los 
servidores del Estado que 'prestansus servicios, entre otros, en 
entidades y sectores con sistemas específicos de administración de 
personal cóntinuarán rigiéndosepor las normas vigentes para-ellos 
consagradas en la ley. Tal es el caso de las entidades tanto del nivel 
nacional como del territorial que conformaban el Subsectoi Ofi 

- cial-del Sector Salud.  del :Sistema-Nacibnal-de Salud (hoy Sisiema 
de Seguridad Social en Salud). -- - 

Para la fecha de promulgación tIc la Ley 27 del 992 -diciembre 29 de 
1992 y hasta la fecha de entrada en vig¿ncial  de la Ley 100 del993 
diciembre23 de 1993 los empleados de las beneficencias cuyo objeto 
es el de administrar loterias y realizar otras actividades comerciales o 
prestar servicios de salud se regian por las disposiciones coitenidas en 
la Ley 10 de 1990 Esta ley en su articulo 27 inciso 3 consagro un 
ingreso extraordinariopara lós empleadó.s de las entidades territoriales 
o de sus entes descentralizados, que al entrar en vigencia dicha ley - 10 
de enero de 1990-, se encontraran desempeñando un empleo de carrera, 
sin estar inscritos en ella, en los términos de los artículos 5 y 6 de laLe 
61 de 1987. - 

Este inciso fuereglamentado a través del Decreto 1334de 1990y señaló 
el procedimiento a seguirse para la inscripción extraordinaria en la 
carrera de los empleados territoriales del subsector oficial del sector 

- salud que al 10 de enero de 1990 desempeñaban un empleo de carrera. 

Los empleados de las beneficencias en comento debieron haber hecho 
uso de este derecho en los términos y en las condiciones scñalados en 
el Decreto 1 334 de 1990.   Si u embarco. pata los empleados de aquel tas 
Beneficencias que 1 ucron exc u idas del S ¡stcnia de Seguridad Social en 

Salud tior  la Ley 100 (le 1993.   es decir, las que t citen por obteto 
exclusivo la administración de loterías y la realización (le activida-
(les diferentes a la prestación de servicios (le salud, que no ejercita-
ron este derecho pi'ecl liyó para el los la opon ini dad de hacerlo. 

e. Al ser estas beneficencias excltiídas (tel Sistema y dejar (le regir 
para sus empleados la Lev lO de 1990. sustituída por el Decreto- 
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Ley 1298 de 1994, deberán aplicárseles a ellos las disposiciones 

generales contenidas en la Ley 27 de 1992 y  sus normas complemen-

tarias. Pero ello no significa que tengan derechó a ingresar extraordi-
nariamente a la carrera por aplicación del artículo 22 de la citada Ley 
27, por cuanto este derecho sólo se predica de aquellos empleados del 
orden territorial que al entrar en vigencia esta Ley -29 de diciembre de 
1992- carecían de normas de carrera y ocupaban empleos de esta 
naturaleza sin estar inscritos, en élla, más no para aquellos empleados 
que, como en el caso de los que pertenecen a las beneficencias 
depaitamentales, .etaban regulados para esa fecha por un sistema 
específico de administración de personal (Ley 10 de 1990) que igual-
mente consagraba un mecanismo extraordinario de ingreso a la carrera. 

f. En consecuencia, el ingreso a la carrera administrativa de aquellos 
empleados de las 'beneficencias que fueron excluídas por la Ley 100 de 

1993 del Sistema de Seguridád Social en Salud que no hicieron usodel 

derecho consagrado en el inciso 3 del artículo 27 de la Ley 10 de 1990, 
mintras rigió para ellos, sólo podrá .prod'ucirse de manera ordinaria, 
mediante nornbramientoenperíododeprueba, previa la superación del 

respectivo proceso de selección. 

2. En el libro cuarto, sobíe régimen de'personai, el Decreto-Ley 1298 
de 1994, en el artículo 674, incorpora totalmente ei lexio del 

artículo 26 de la Ley 10 de 1990, referido a ilciasificación de los 
empleos en las entidades pertenecienles al Sistema de.Sguridad 

Social'en Salud y en -el numeral 1 eñala que son empleos de libre 
nombramiento y remoción en la administración nacional central o 

descentralizada los 'numerados en lás letras a), b), .c) e. i) del 

artículo 1 de la Ley 61 de 1987. 

Para la aplicación de esta norma deberá tenerse en cuenta la 

Sentencia No. C-195/94 deabril 21 de 1994, proferida por la Corte 
Constitucional, mediante la cual declaró parcialmenie.exeq:uibies, 

entre otros, los literales a), b), .c) e i) del artículo Ide Ja Ley 61 de 
1987 y, como consecuencia, algunos empleosdefinidós en esta ley 
como de libre nombramiento y remoción pasaron a ser de carrera 

administrativa, de acuerdo con el siguiente texto: 

"PRIMERO. DECLARAR EXEQIJIBLE.el artículo 1 de la Ley 61 

de 1987, saivo.la  última parte del literal a) que dispone: "jefe de 

oficina y los demás empleos de jefe de unidad que 'tengan una 

jerarquía superior a jefe de sección" y las expresiones rector, 

vicerrector y decano de los literales b) y c) así como la expresión 

final del literal b) que dice: "además los que se señalen en los 
estatutos orgánicos de dichas entidades", que se declaran INEXE-
QUIBLES. 

SEGUNDO. DECLARAR LA EXEQUIBILIDAD de los litera-
les... i) bajo la condición de que tales empleos no correspondan por 
su naturaleza al sistema de carrera y que se refieran a los niveles 
directivos o de confianza." 

. El articulo 675 del Estatuto incorporóet texto del ¿irticiilo 27 de la 

lev lOde 1990 en el inciso 2. i ll reterirse a las normas aplicables 

a los cnipleos de earrera de las entidades públicas 

pertenecientes al Sistema. hizo mención a ellas en el siauicnte 
orden: Ley 61 de I987. 27 de 1992 y Decreto 694 de 1975. Es decir.  

adicionó el texto que tenía el artículo 27 de la Ley lO de 1990 con 

la inclusión de la Ley 27 de 1992. 

Esta referencia no deberá entenderse en el sentido de que la Ley 27 

de 1992 se aplicará de preferencia al Decreto-Ley 694 de 1975, 

sino que a élla deberá darse cumplimiento sólo en aquellos aspec-

tos en que modificó laLey 61 de 1987, en los términos contenidos 

en la circular No. 5000-007 de septiembre20 de 1993, proferida 

por la Comisión Nacional del Servicio Civil, y en 'los no contem-

plados en el Decreto-Ley 694 de 1975 yen el Decreto Reglamen-

tario 1468 de 1979, al tenor de lo dispuesto en el artículo 102 del 

citado Decreto 694. 

El inciso 3 del artículo 675 del Estatuto incorpora el texto del 

inciso 2 del artículo 27 de la Ley 10 de 1990. Dicho inciso 

establece que el Consejo Superior del Servicio Civil, el Departa-
mento Administrativo de la Función Pública y el Ministerio de 

Salud, podrán delgar las funciones., correspondientes que sean 
indispensables en las autoridades.que para el efecto determinen las 

entidades territoriales. 

La delegación a que alude esta n orma no podrá darse por las 
entidades citadas, toda v.ei.que en cuirnp1imient'odei artículo 25 de 
la Ley 27 de 1992 el Consejo Superior del Servicio Civil fue 

suprimido 'al entrar en f. 'uncionamieno. .a Comisión Nacional del 
Servicio Civil m'ganisrno que por mandato constitucional es el 

encargado de administi ar y vigilar la carrerandministrat'iva de los 
empleados del Estado,. .incluídos 'los del 'Sistema de Seguridad 

Social en Salud. De otra parte, y en virtud de iodispuesto en el 
Decieto 2169 de 1992, mediante el cualse reestructuró el lepar-

tamento Administraivo del Servicio Civil (hoy de la punción 
'Pú]ica), en consonancia con el 'artículo 130 de la Constitución 

Nacional, la función de administración de la carrera administrativa 
que antes tenía asignada el Departamento citado le fue sustraída 

por' ser de competencia exc1usiva.de  la Comisión Nacional del 

Servicio Civil.  

En la] virtud, la Comisión Nacional del ServicK Civil es el único 

organismo que de acuerdo con la Ley puede efectuar la delegación de 
que trata el inciso 3 del artículo 675 del citado Decreto Ley 1298. 

En el inciso 4 del artículo 675 del Estatuto se incorporó el inciso 

3 del artículo 27 de la Ley 10 de 1990. Esta última norma consagró 
un ingreso extraordinario en la carrera administrativa para aque-

llos empleados del orden territorial que al entrar en vigencia dicha 

ley- según reza textualmente-, es decir a lO de enero de 1990, fecha 

en la cual se publicó en el Diario Oficial, se encontraran desempe-

ñando un cargo de carrera sin estar inscritos, a quienes para el 

efecto se les aplicará lo dispuesto en los artículos 5 y  6 de la Ley 

61 de 1987. 

La incorporación de esta norma en el estatuto. omiticnclo la fecha 

a la cual hizO referencia la Ley IP cte 1990. -enero 10 ele 1990-
cu:incto insertO laexpresión 'que al entraren vigencia esta ley'', no 
podrá interprelarse como que el Decreto-Ley 1298 de 1994 
lia'a consagrado un ingreso extraordinario en el escala FOn de 

la carrera, adicional al esta blecido en el inciso 3 del art ícu lo 27 
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de la Ley 10 de 1990, por cuanto que el espíritu de este estatuto, 

cii obedecimiento a la facultad contenida en el nunieral 5 del 

artículo 248 de la Ley 100 de 1993 no era Otro que el de recopilar 

en un estatuto de numeración coñtinua las normas vigentes en 

materia de salud, sin que pudiera alterarse su contenido. 

De otro lado,debe tenerse en cuenta que el inciso 3 del artículo 27 

de la citada Ley 10, incorporado en el inciso 4 del artículo 675 del 

estatuto, fue a su vez reglamentado a través del Decreto 1334 de 

1994, mediante el cual se estableció el procedimiento para la 

inscripción extraordinaria en la carrera ádministrativa de' los em-

pleados públicos del subséctor oficial del sector sálud al servicio 

de las entidades territoriales y de sus entesdescentralizados, el 
cual establece, en su artículo 1 que-dicho decreto se aplica a los 

empleados, públicos mencionados que al 10 de enero .de 1990 
desempeñaban empleos de carrera sin estar inscrit6s en la misma, 

acorde con lo dispuesto por la Ley 10 de 1990. 

Por lo tanto, para la aplicación delinciso 4 del artículo 675 del De&eto-

Ley 1298 de 1993, el cual corresponde al inciso 3 del artículo 27-de la 

Ley 10 de 1990; deberá estarse a lo dispuesto en el Decreto1334de 

1990, norma reglamentaria de este último inciso. 

6. El artícüio 676 incorpora en su otaIidad el texto del artículo 28 de 

la Ley 10 de -1990, el cual se. refiere a las clases de concursos 

-abiertos y cerrados para laprovisiónde los empleos de carrera en 

el Siaternade Seguridad Social en Salud.  

Para dar cumplimiento a lo alli dispuesto se tiene que la reglamen 

taciÓn del concurso abiertó es la contenida en el Decretó 1468 de 
1979 cuyas disposiciones en esta materia continuan vigentes yen 

aquellos aspectos del proceso de selección abierto iio contempla-
dos específicamente en esta norma, -deberá remitirse a.lagenera-

les de que tiatan el Decreto-Ley 1222 de 1993y su Reglamentario 
256 de 1994, modificado por el 805 del mismo año y,ios Acuerdos 

de la Comisión Nacional del Servicio Civil. - 

Los siguientes aspectos del concurso abierto no -se encuentran 
regiilados.en el Decreto Reglamentario 1-468 'de 1979, y, por lo 
tanto, deben sujet.arse a las normas generales arriba citadas, así: 

- La integración del Comité de que trata el artículo 7 del Decreto 

256 de 1994, modificado por el artículo 1 del Decreto 805 del 

mismo año, para la selección del personal y con las funciones 

asignadas en el artículo 8 del citado Decreto 256. 

- La publicidad de la convocatoria deberá efectuarse en los me-

dios de comunicación y en los términos y oportunidades señatados 

en el artículo 6 del Decreto-Ley 1222 de 1993. reglamentado por 

los artículos 14 y 15 del Decreto 256 de 1994. 

- El titular del empleo convocado a concurso abierto deher:í esco-
erse entre quienes figuren en los (res (3) primeros puestos de la 

lis(a de elegibles, teniendo en cuenla la prelación consagrada en 

el literal a) del artículo 676 del Decreto-Ley 1298 de 1994 para los 
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empleados inscritos en la carrera de cualquier entidad del sector 

salud. 

Las reclamaciones por las presuntas irregularidades en los 

procesos de selección deberán ser resueltas por la Comisión 
Nacional del Servicio Civil, confórme lo establece el artículo 25 

del Decreto-Ley 1222 de 1992y el artículo 29 del Decreto 256 de 

1994, en los términos señalados en el Acuerdo No. 002 de marzo 

15 de 1994, proferido por la Comisión Nacional del Servicio Civil. 

Las reclamaciones de los aspirantes rechazados para participar en 

los concursos serán resueltas única y exclusivamente por el jefe de 

personal o quien haga sus veces de la entidad convocante, de acuerdo 

lo establecido en el artículo 22 del Decreto 256 de 1994.-  

Las reclamaciones de los participantes por inconformidad con 

los resultados de la calificación de las pruebas deben ser presen-
tadas ante el Comité del proceso de selección conformado-para el 
respectivo concurso, en los términos y para los-efectos previstos en 

el artículo 3 del Acuerdo No. 002-de 1994 emanado de la Comisión 

Nacional del Servicio Civil. . 
- 

La exclusión de personas de las listas de elegibJes  como conse-

cuencia de la no aceptación del nombramiento,- sin justa causa, de 

que trata el artículó 41 del Decreto 1468 'de 1979 será de compe-

tencia de la respectiva entidad convocante. Cuando se trate de la 

exclusión de personas de una ]ista.de  elegiblespor las demás 

caualesseñaladasei elcitado artículo 41,-la competencia será-de 

la Comisión Nacional del Servicio Civil. - - 

Para la realización del concurso cerradode que trata el literal b) del 

artículo 676 del Dedeto.Ley 1298 de - 1994, necesariamente deberá 

exedirse un decreto que regiamente el jrocedimiento respectivo. 

7. El artículo677 del Estatuto incorporó el parágrafo 2. del artículo 

27 de la Ley 10 de '1990, referido a- la calificación de servicios. 
Aquel artículo dispone que "la calificación de servicios es obliga-

toria, al -menos una vez al año, se efeéaará.de  acuerdo con la 

metodología qué trace el Ministerio de Salüd,-conjtin-tamente con 
el Departamento Administrativó deJa Función Pública y-se tendrá 

en cuenta-para -todos los electos relacionados con -la- administra-

ciónde personal,-de conformidad con lo establecido en la Ley 27 

de 1992".  

Cabe señalar que la Resolución No. 2422 de abril 3 de 1992, 

proferida por el Ministerio de Salud y el Departamento Adminis-
trativo del Servicio Civil (hoy de la Función Pública), la cual 
contenía la metodología para la calificación de servicios de -los 

empleados de carrera administrativa del subsector oficial del 
sector salud con sujeción a lo dispuesto en la Ley 61 de 1987, 

quedó insubsistente al entrar en vigencia la Ley 27 de 1992 norma 
que modificó el artículo 3 de la citada Ley 61 cuando señala. en su 

artículo 9. que el nombramiento del empleado (le carrera deberá 

declarase insubsistenie cuando obtenga una calificación de servi-

cios no satisfactoria. 

En consecuencia. mientras que el Ministerio de Salud y el Depar- 
amento Administrativo de la Función Pública presentan a la 
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COMISION NACIONAL 
DEL SERVICIO CIVIL 

Comisión Nacional del Servicio Civil, para su aprobación, un 

proyecto de metodología para la calificación de servicios de los 

empleados de carrera de las entidades públicas que conforman el 

Sistema de Seguridad Social en Salud acorde con las nuevas 
disposiciones, éstos deberán regirse por las normas generales que 

regulan esta materia, tales corno el Decreto-Ley 1222 de 1993 y  su 

Reglamentario 256 de 1994, modificado por el 805 del mismo año. 

Teniendo en cuenta que la vigilancia y la administración de la 

carrera administrativa de los servidores del Estado, a excepción de 

las que tengan el cárácter de especial, fueron encomendadas por el 

artículo 130 de la Constitución Nacional a la Comisión Nacional 

del Servicio Civil, será éste el Organismo competente para ejercer 

dichas funciones respecto del sistema específico de administra-

ción de personal y de carrera que regula a los empleados de las 

entidades y organismos públicos pertenecientes al Sistema de 

Seguridad Social en Salud. 

Los criterios consignados en la presente circular fueron aprobados 

por la Comisión Nacional del Servicio Civil en su sesión de octubre 
13 de 1994 y modifican, en lo pertinente, los contenidos en la circular 

No. 5000-007 de septiembre 20de 1993. 

EDUARDO GONZÁLEZ MONTOYA 
Presidente Comisión Nacional de¡ Servicio Civil 

CIRCULAR 50007007 

PARA: ALCALDE MAYOR DEL DISTRITO CAPITAL, SECRE-
TARIOS DE DESPACHO, DIRECTORES DE DEPARTA-
MENTOS ADMINISTRATIVOS, DIRECTORES Y GE-
RENTES DEENTIVADES LESCENTRALIZADAS, CON-
TRALOR, PERSONERO Y CONCEJO DISTRITAL DE 
SÁNTÁFE DE BOGOTA. 

DE: COMISION NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL 

ASUNTO: PROCEDIMIENTO DE CON VALIDACION DE CONCUR-
SOS E INSCRIPC1ON EN CARRERA ADMINISTRATIVA 
EFECTUADOS EN EL PERIODO COMPRENDIDO ENTRE 
EL 22 DE JUNIO DE 1993 Y EL 3 DE AGOSTO DE 1994. 

FECHA: SANTAFE DE BOGOTA, 9 DE NOVIEMBRE DE 1994 

Para la convalidación de los procesos de selección y de inscripción 

realizados según lo dispuesto en el Acuerdo No. 12 de 1987 y  el Decreto 

Reglamentario 409 de 1989 durante el período comprendido entre ct 22 de 

junio de 1993 y  el 3 de agosto de 1994. de acuerdo con lo expuesto en la 
circular No. 5000-005 del 30 de septiembre de 1994. se procederó así: 

CONVALIDACION DE CONCURSOS. Las entidades del sector 
ccnt ial del Distrito Capital que hayan real i ,.ado procesos de selección 
en el período anteS señalado. deherún solicitar aillc la Comisión 
Nacional del Scr' icio Civil la cooval fttación de tales procesos para lo 
cual deher:ín tI isponer de la documentación que a eolO i nuaci ón se 
rclaciona : convocatoria. liStas tIc adni i idos y rechazados a concurso, 
informe tIc concurso. acta y 1 isla tic elegibles ti nc seriín exam nados por 
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los funcionarios que la Comisión Nacional del Servicio Civil designe 

para tal fin. 

Una vez tales funcionarios hayan rendido el informe, la Comisión 
previo estudio y análisis, decidirá si procede la convalidación de los 

concursos o los dejará sin efecto. 

INSCRIPC1ON. Una vez convalidado el concurso, el jefe de personal 
o quien haga sus veces en la respectiva entidad diligenciará los 

formularios de solicitud deinscripción que suministre el Departamento 
Administrativo de la Función Pública, para los empleados que, con 

base en la lista de elegibles resultado de dicho concurso, hayan sido 

nombrados en período deprueba y lo hayan superado satisfactoriamen-

te; la Comisión Nacional producirá la inscripción dentro de los quince 

(15) días siguientes a su ¡resentación. 

El Piocedimiento anteriormente descrito se aplicará de igoal manera 

para aquellos empleados que hayan solicitado su inscripción ante el 
Departamento Administrativo del Servicio Civil Distrital con anterio-

ridad a la expedición de la .presente circular. 

ACTUALIZACION. Una vez el Departamento Administrativo del 

Servicio Civil Distrital o quien haga sus veces, haya suministrado la 
información relacionada con la totalidad de los empleados inscritos 
hasta el 22 de julio de 1993 la Comisión Nacional del Servicio Civil 

procederá a realizar las actualizacionespertinentes de aquellos emplea-
dos que hayan sido ascendidos, trasladados o incoiporados en la 

respectiva planta de personal. Para este procedimiento los Jefes de 
personal o qúienes hagan sus veces remitirán el formato de formulario 
que pára el efecto suministre el Departamento Administrativo de la 

Función Pública; 

A partir del 3 de agosto de 1994 los procedimientos para la provisión 

• de empleos, la realización de procesos de selección ylos trámites para 
lainscripcióñy actualización en 'la carrera administrativa se ceñirán a 

lo dispuesto en la Ley 27 de I992,.el Decreto Ley 1222 de 1993 y  los 

Decretos Reglamentarios 256 y 805 de 1994.   

Los criterios contenidos en la presénte circular fueron aprobados por la 

Comisión Nacional del Servicio Civil en su sesión del 9 de noviembre de 

1994 (Acta No. 056). 

EDUARDO GONZÁLEZ MONTOYA 
Presidente Comisión Nacional del Servicio Civil 

CIRCULAR No. 5000-010 

DE: COMISION NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL 

PARA: MINISTROS. DIRECTORES DE I)EPARTAMENTO AD-

MI N ISTRATI yO. SU PERI NTENI)ENTES. DIRECTORES 

DE UNIDAI) ADMINISTRATIVA ESIECIAL. PRESI-
DENTES. DIRECTORES O GERENTES DE ESTABLE-
CIMIENTOS PUBLICOS Y JEFES DE PERSONAl. DE 

ESTOS ORGANISMOS Y ENTIDADES. 

ASUNTO: SENTENCIA No. C-195/94. SOBRE INEXEQUIBILI DAI) 
I'ARCIAL DEL ART1CULO lo. DE t.A LEY fil DE 1987. 
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FECHA: SANTAFE DE BOGOTA, 31 DE ENERO DE 1995 

Teniendo en cuenta que a la Comisión Nacional del Servicio Civil corresponde la 

administración y la vigilanciadela carrera administrativa,seconsideraconvenien-
tedivulgarlosalcance.sdeladeclaraloiiade inexequibilidadparcial del artículo lo. 

de la ley 61 de 1987, así como las precisiones que sobre ella se han hecho en 

sentencias posteriores, así: 

1. La sentencia No. C-1 95/94, ejecutoriada el 4 de mayo de 1994, señaló los 
siguientes criterios para establecer cuándo un empleo no pertenece al sistema 
de carrera administrativa, así: 

Los empleos de libre nombramiento y remoción son aquéllos que la misma 
Constitucióne.stáblecey los queel legisladordefine,exceptuándolosdelaregla 
general de la carrera, teniendo en cuenta para ello que exista «un principio de 
razón suficiente», corno es que la función de estos empleos, en su desan-ollo 
e.sencíal, implique decisiones políticas, estO es, directrices y orientacione.s 
generales a nivel de toda la organización, o que requiernn una confianza plena 
en quien los ejeree. 

«En otras palabras, de acuerdo con la clasificación del Decreto Ley 1042 de 
1978, que establece los niveles directivo, asesor, ejecutivo, pmfesional, 
técnico, administrativo y operativo, (estos dos últimos fusionados en el nivel 
asistencia]) hay que señalar que los criterios que deben tenerse en cuenta 
para determinar si un empleo es de libre nombramiento y remoción son 
los niveles directivos y EXCEPCIONALMENTE los otros, siempre y 
cuando impliquen un grado considerable de CONFIANZA. Los demás, 
es decir, la regla general, son de carrera. En consecuencia, los empleos 
señalados en la norma acusada (artículo lo. de la Ley 61 de 1987) como 
de libre nombramientoy remoción (sólo)sejuzgan válidosenelentendido 
de que se trate de empleos de DIRECCION O CONFIANZA.» 

Así, en los organismos que conforman la Administración central del orden 
nacional; losempleos dejefedeoficina y los demás empleos que lengan una 
jerarquíasuperiorajefedesección,distintosdelosquepertenecenal nivel 
directivo,porsuesencia, son totalrnentecompatibles con el sisteniadecariera. 

No sucede lo mismo respecto de los empleos de jefe de oficina y demás 
empleos superiores a jefe de sección en los establecimientos públicos nacio-
nales, en la medida en que, según esta misma sentencia, estos empleos 
continúan siendo de libre nombramiento y remoción. 

Los empleos de tiempo pardal son de carrera administrativa, por cuanto el 
factor tiempo no puede deterrilinar si un empleo es de libre nombramiento y 
remoción y, además, con ello seestaríadesconociendo el derecho de igualdad, 
contemplado en el artículo 13 de la Constitución Política. 

Mediante sentencia No. C-5 14. de noviembre 16 de 1994. la Coiie Constitu-

cional. al  declarar parcialmente inexcquihlc el artículo 122 de la Ley 106 de 

1993.   plecIsn aun ¡itús I<.is criterios expuestos en la sentencia No. C- 95/94. en 

los siculeiltes Cliii tos: 

Pata q tic la lincuín del legislador tenga caha ¡ desanol lo con estricto apego a 

la non liativa findamenial. es  necesario que al expedirse la ley. se conndcre de 

manera objetiva cuál es el papel que juegan los distintos cargos dentro de 

la estructura del Estado que se evalúe ci tipo de funciones a ellos 
asignadas, con el fin (le deducir cuáles resultan incompatibles con el sistema 
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de carrera y cuáles, porel contrario, interpretado el fin último de los preceptos 
constitucionales, encajan dentro de él. 

b. «LOS cargos de libre nombramiento y remoción no pueden ser otros que 
los creados, de manera específica, según el manual de funciones de cada 
organismo, para cumplir un papel directivo, de manejo, de coordinación 
u orientación institucional, en çuyo e,jercicio se adoptan políticas o 
directricesfundamentales, o los que implican la necesaria confianza de 
quien tiene a su cargo dicho tipo de responsabilidades. En este caso no se 
habla de la confianza inherente al cumplimiento de toda función pública, (...) 
sino de laconfianza inherente al manejo deasuntos pertenecientes al exclusivo 
ámbito de la reserva y el cuidado que requieren cierto tipo de funciones, en 
especial aquellas encuya virtud se toman las deci.siones de mayortrascenden-
cia para el organismo.» 

C. No son de libre nombramiento y remoción aquellos empleos cuyas funciones 
sean meramente administrativas, ejecutivas o subalternas, en las que no se 
ejerce una función de dirección política ni resulta ser fundamental el intuito 
personae (una persona éon cualidades especialísimas, sin las cüales nO s 
realizaría su vinculación al respectivo empleo). 

Los cargos de jefe de dependencia que tengan como.funciones coadyuvar a la 
formulación de políticas, pero su ubicación dentro de la estructura general del 
organismo no les permita trazar den-oteros institucionales ni formular directi-
vas de forzoso acatamiento que comprometan a todo el organismo, pon}úe 
estas funciones se cumplén únicamente dentro del ámbito específico de la 
deiendencia a su cargo, son de carrera administrativa.. 

Igualmente, son de carrera adninitriiva los etnpleos del nivel profésional, 
distintos de. aquellos qu& prestan asistencia directa al jefe del organismo, 
cuando diéhós empleos se ericuentran adscritos al citado Despacho. 

Son de libre nombramiento y ,remoción los empleos que cumplén funciones 
de asesoría y de asistencia directa al jefe del organismo,y alravésdeéste, a la 
administración central y descentralizada, para la definición de políticas, la 
fijación de planes, la orientación y coordinación institucional. 

En este orden de ideas, son de libre nombramiento y remoción los empleos del 
NIVEL ASESOR, correspondientes abs organismos y entidades, tanto de'  la 
Administración central como descentmlizada.del orden nacional, téniendo en 
cuenta que de confomiidad con el artículo So. del decreto ley 1042 de 1978, 
son funciones de estos empleos «asistir y aconsejar directamente a los 
flincionarios que encabezan los organismosprincipalesdelaAdministración». 

3. Con fundamento en estos criterios, para dar cumplimiento a las normas de 
carrera administrativa, los empleos que conforme a los respectivos manuales 
específicos de cada organisnio, o en su defecto, conforme a las funciones 
generales contempladas en los decretos 590 de 1993 y 2759 de 1979,   no tengan 
asignadas liineiones ctediiección institucional o fijación de políticasorgauiiza-
cionales. o ftiliciones que exijan la conliaiiza plena y total (tel nominador o del 

jet del organismo. deberán ser convocados a concurso de manera inniediata. 

para proveerlos en perix10 de pnicha con quien Ir supere. finalizado el cual de 

manera salisl actoria. le dará derecho a su titular para sol icitar la ioscripción en 
can-el—a administrativa ¿lote la Comisión Nacional del Servicio Civil. 

C'ord alnicnte. 

EDUARl)() (;':)NZALlZ MONTOYA 
Presidente Comisión Nacional del-Servicio Civil 
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Decreto 
2112 

Septiembre 12 de 1994 

Por el cualse módifica la nomenclatura deempleos 

de que tratan los Decretos Leyes 1042 de 1978, 

90 de 3988 )i  demás normas modificatórias. 

EL PR ESIDÉNTE DE EAREPUBL1CÁ FE COLOMBIA, 

en desarroilo de las normas generales señaladas 
en la Ley 4a. de 1992, 

DECRETA: 

ARTICULO 1. Adiciónse la nomenclatura de mpieos de 

que tratan los Decretos Leyes 1042 de 1978, 90 de 1988 y  demás 

normas modificatorias, así: 

DENOMINACIOÑ - CODIGO GRADO 

NIVEL DIRECTIVO 

Alto Comisionado 0006 

Director de Gestión 0007 
Rector de Universidad 0045 22 

21 
19 

NIVEL PROFESIONAL 

Restaurador 3021 12 
10 
08 
07  

NIVEL ASISTENCIAL 

Almacenista 5080 24 
22 

20 

ARTICULO 2. El presente decreto rige a partir de la fecha de 

su publicación, adiciona los Decretos 1042 de 1978, y  demás 

normas que los modifican. 

PUBLIQUESE Y CUMPLASE. 

Dado en Santafé de Bogotá, D.C., a 12 de septiembre de 1994 

ERNESTO SAMPER PIZANO 

El Director del Departamento Administrativo de la Función Pública, 

(Fdo.) EDUA DO GQNZ#LEZ MONTOYA 

Decreto 
2283 

Octubre 6 de 1994 

Por el cual se modifica el Decreto 590 de Marzo 30 1993. 

EL PR.ESIDENTEDE LA REPUBLICA DE COLOMBIA, 

en ejercicio de las facultades que le confieren el ordinal 14 del 

artículo 189 de la Constitución Política y la Ley 4a. de 1992. 

DECRETA: 

ARTICULO 1. Modifícase el numeral 1 del artículo 28 

del Decreto 590 de 1993. el Cual quedari así: 

NIVEL TLCNIC() 1. a) Título de íorniación avani.ada o de postgrado y su 

Tramoyista 4072 09 correspondiente lorniac ón académ ca, por tres (3) 

07 años de cx percncui prolesona 1 especíhca o re lacio- 
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1 NORTvIATIVIDAD  11 

nada y viceversa, siempre que se acredite el título de 
formación universitaria o profesional. 

El título de formación avanzada o de postgrado y su 
correspondiente formación académica por termina-
ción y aprobación de estudios de formación univer-
sitaria o profesional adicional a la formación uni-
versitaria o profesional exigida en el requisito míni-
mo del respectivo empleo, siempre y cuando dicha 
formación adicional sea afín con las funciones del 
cargo. 

El título de formación universitaria o profesional 
adicional a la formación universitaria o profesional 
exigida en el requisito mínimo será equivalente aun 
año de experiencia. 

ARTICULO 2. El presente Decreto rige a partir de la 
fecha de su publicación y deroga las disposiciones que le 
sean contrarias. 

PUBLIQUESE Y CUMPLASE. 

Dado en Santafé de Bogotá, D. C., a 6 octubre de 1994 

ERNESTO SAMPER PIZANO 

El Director dé! Departamento Administrativo de la Función Pública, 
(Fdo.)EDUARDO GONZALEZ MONTOYA 

Por el cual se modilica el Decreto Sol de 1992 

EL ÍVIINISTRO DE GOBIERNO DE LA REPUBLICA 
DE COLOMBIA DELEGATARIO DE LAS FUNCIONES 

PRESIJ)ENCIALES EN DESARROLLO I)EL DECRETo 
2248 DEL 6 DE OCTUBRE 1)E 1994, Y 

76 

en desarrollo de las normas generales 
señaladas en la Ley 4a. de 1992, 

PECRETA: 

ARTICULO!. El artículo 3. del Decreto 801 de 1992, 
quedará así: 

ARTICULO 3. Prima de Transporte. Los miembros 
del Congreso de la República que contraigan crédito con 
entidades bancarias para la adquisición de vehículo de uso 
particular hasta por veinticinco millones de pesos ($25.000, 
000) con tása deinterés corriente bancaria del mercado a 
la fecha de suscripción del crédito, tendrán derecho a 
percibir una prima de transporte equivalénte al 50% de los 
intereses mensuales causados. 

Aquellos miembros del Congreso que a la expedición del 
presente decreto se encuentren percibiendo la prima de 
transporte, no podrán acceder a un nuevo crédito hasta la 
cancelación total del anterior, por lo tanto no tendrán 
derecho a devengar esta prima simultáneamente para dos 
créditos. 

La prima de Transporte a que se refiere este artículo no 
constituye factor salarial para ningún efecto legal. 

ARTICULO 2. El presente decreto rige a partir de la 
fecha de su publicación y deroga las disposiciones que le 
sean contrarias. 

PUBLIQUESE Y CUMPLASE. 

Dado en Santafé de Bogotá, D.C., a II de octubre de 1994 

HORACIO SERPA URIBE 

El Miiiistro (le Hacienda y Crédito Público. 
(Fdo.) GUILLERMO PERRY RUBIo 

El Dircctordel DepartamentoAdministralivode la Función Pública. 

(Fdo.) EI)UARDO GONZALEZ MONTOYA 
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la en el ¿rdnnactoiidl esbleci&s enios Decretos 590 de 

expii1l1( ÇT5 99 y 406de 199y iiaiotTasrdisposiciones 

cargos de$arrra dministrativa yjue no hablaiL sido  

esa]afonds asles se ELPREIDENTE D LAÍ'UBLICÁ IiE COLOMBIA, 
por virtud de nopudan acceder a 16s 

Jo t.cargos &d i nta c-eadapdr est tián derecho a la - - 

bonificacioníe qüe tria el Decreto) 551 dej994 c6fieren el ordinal 1t4de1 
aÇibui f89 la€onstiFu o nPohticaylaLeY4a de 1992 

ARTICULO 2 La bonificacion a que se refiere el arti DECRETA 
culo anterior se hara en las mismas condiciones y tendra las 
mismas incompatibilidades que establece el Decreto 1551 ARTICULO 1 Modificanse los articulos 18 al 22 del Titulo 
de 1994 y  el inciso segundo del articulo 112de la Ley 106 Tercero CapituJoHdelDecreto590de 1993 loscualesquedaran 
de 1993, asi 

ARTICULO 3 El Contralor Geneial de la Republica ARTICULO DE LOS EMPLEOS DEL NIVEL DI 
daia aplicacion al presente decreto antes del l de diciem RFCTIVO Serari iequisitos mininlos P' el empleo del Nivel 
bre dé 1994. ,.-  Directivo los SiguleiiteS 

AR1 ICUl 0 4 CI piesenie Deciet 
 1. 
o iige desde Ii feclia 

(10  su  puhlic icion y deiog i lis disposiciones que It se Iii GRADOS REQU1SI10S MINIMOS 

C011i ranas. 
01 i OS Titulo de torm icion univei Sit liii opi ofesion u ) 

PUBLIQUF SE Y CUMPLASE un (1) iño de expel enci i piolesion u 

Octubre 1994 Marzo 1995 
77 

- 



Carta Administrativa 

Y/i'tkVV.LLFJ1WF 

06 a 10 Título deformación universitaria o profesional y GRADOS REQUISITOS MIN1MOS 

dos (2) años de experiencia profesional. 
01 a 04 Título de formación unÑerstaria o profesional 

11 a 15 Título de formación universitaria o profesional y 
05 a 08 Título de formación iiniversitariaoprofesionaly 

título de formación avanzada o de postgrado. un (11) año de experiencia profesional. '  

16 a 19 Título de formación universitaria o profesional, o a 12 Título de formacióunivesitariaoprofesiona1 y 
título de fonnacion avanzada o de postgrado y un dos (2) años de experiencia profesional 
(1) año de experiencia profesion'al. 

. . 

20 en adelante Título  de formación universitaria o profesional 
13 a 16 Título deformaciónuniversitariaoprofesionaly 

titulo de formacion avanzada de postgrado y 
título de formación avanzada o de postgrado 

dos (2) años de expeiiencia profesional 
y .: 

. 17 a 20 Título de formación universitaria o profesional, 

PARAGRAFO No podra ser compensado en este nivel el 
título de formación avanzada o de postgrado y un 

(1) año de experiencia profesional 
título de formación universitaria o profesional 

- 

ARTICULO 19 DE LOS EMPLEOS DEL NIVEL ASE 
21 a 24 Título de formación Universitaria o profesional 

SOR. Seráiireqtisitos mÍnimos .prae1 deempeño dejos empleós 
titulo de formacion avanzada o de postgrado y 

del NivelAsesor, los siguientes: 
. . 

dos (2) años de experienciaprofesional. 
. . 

GRADOS REQUISiTOS M1NIPOS 
25 en adelante Título de formación universitaria o prófioiia1, 

. . . . .. . . título de formación 'avanzada o,de postgrado y 

tres (3) años de experiencia profesional. 

01 a 04 Título de formación universitaria o profesional y . 
. 

.. 

un (1) año de experiencia profesional PARAGRAFO No podra ser compensado en este nivel e] 

titulo de formación universitariao prófesional. 

05 a 09 Título de formación universitaria o profesional y . . 

título de formación avanzada o de postgrado. ARTICULO 21. DE LOS EMPLEOS DEL NIVEL PRO- 

FESIONAL. Serán requisitos mínimos del Nivel Profesional los 

10 a 13 Título de formación univesitaria o profesional, 
siguientes. 

título de formación avanzada o de postgrado y un - 

(1) año de experiencia profesional. GRADOS REQUISiTOS MINIMOS 

14 en adelante Título de formación universitaria o profesional, 01 a 06 Terminación y aprobación de estudios de forma- 

título de formación avanzada o de postgrado y ción universitaria o profesional. 

dos (2) años de experiencia profesional. 

07 a lO FíiLilo de loimación universitaria o pr0te5i011Lil 

PARAGRAFO. No podrá ser compensado en este nivel el título 

de torniación universitaria o piotesional. 1 1 a 13 Título de formación universitaria ° piolesional y 

un (1  1) año de experiencia profesional. 

ARTICULO 20. DE LOS EMPLEOS I)EL MVEL EJE- 

CUTIVO. Serán requisitos mínimos para el dcscnipeño de los 14 a 17 Título de lormacion universitaria o profesional y 

empleos del Nivel Ejecu iivo. los siguientes: título de tormLicióil avanzada o de postgrado. 
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18 a 21 Título de formación universitaria o profesional, 

título de formación avanzada o de postgrado y un 

(1) año de experiencia profesional. 

22 en adelante Título de formación universitaria o profesional, 

título de forrnarióii avanzada o de postgrado y 

dos (2) años de experiencia profesional. 

PARAGRAFO. Nopodrán sercompensados en este nivi los 

requisitos exigidos para los gradosO 1 á 06, ni el título de formación 

universitaria o profesional para los demás grados. 

ARTICULO 22. DE LOSEMPLEOS ]EIELNIVEL TIC-

NICO. Serán requisitos mí irnos para el desempeño de los eni- 

pleos de] Nivel Técnico, los siguientes: - 

GRADOS REQUISITOS MINIMOS 

01 a 04 Arobación de cuatro (4) años de educación 

• secundaria: .•. 

05 y  06 Aprol ación de cinco (5) años depducación se-

óundaiia. 

07a ,09 Diplorna de Bachiller. 

lOa 12 Aprobación deUn(i)añodeeducaciónsuperior 

y un (1) año deexperiencia. 

13 a 15 Aprobacióp de dos (2) años de educación supe-

rior y un (1) año de experiencia. 

16 y 17 Título de formación técnica profesional y un (1) 

año de experiencia, o terminación y aprobación 

deformación tecnológica; o terminación y apro-

bación de tres (3) años de formación universita-

ria o profesional. 

18 en adelante Título de formación técnica profesional y tres (3) 

años de experiencia: o título de formación tecno-

lógica: o aprobación de cuatro (4) años de forma-

cióó universitaria o profesional y un ( 1 ) año de 

experiencia.  

salarial siempre y cuando se acredite el diploma de bachiller. Y en 

todo caso, los estudios que se exijan deberán referirse a una misma 

disciplina académica. 

ARTICULO 2. Modifídase el artículo 5 de] Decreto 406 de 

1994, en relación con los requisitos señalados para el empleo de 

Conductor Mecánico, el cual quedará así: 

CODIGO DENOMINACIOÑY REQUISITOS MINi MOS 

5310 CONDUCTOR MECANICO 

Para los grados 03 al 09, aprobación de dos (2) años 
de educación secundaria , dos (2) años de experien-

cia y licencia de conducción de acuerdo al iipó de 

vehículo asignado. 

Paralos grados 10 en adelante aprobación decuatro 

(4) años de educación secundaria, tres (3) años de 

experiencia y licencia de conducidn de acurdo al 

tipo de vehículo asignado. 

No podrá compensarse la eduación básica 

primaria. 

ARTICULO 3. Modifícase el artículo 28 de] 1 ecreto .590 de 

1993, para los empietis pertenecientes a los niveles Directivo, 

Asesor, Ejecútivo y Profesional; así: 
1] 

1. a. Título de formación avanzada o de postgrado y su corres-

pondiente formación académica por tres (3) años de expe-

riencia profesional específica o relacionada y viceversa, 

siempre que se acredite el título de formación universitaria 

o profesional. 

b. El título de formación avanzada o de postgrado y su corres-

pondiente formación académica por el título de formación 

universitaria o profesional adicional a la formación univer-

sitaria o protesional exigirla en el re(I1IiSito mínimo de] 

respectivo empleo. siempre y cuando dicha formación 

adicional sea afín con las funciones del caigo. 

PARAGRAF(). En este nivel sólo podrii compensarse hasta 

tres (3) años de estudio exigidos para el correspondiente grado 
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pondiente formación académica por terminacióil y aproba- 
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ción de estudios de formación universitaria o profesio-
nal adicional a la formación  universitaria o profesional 
exigida en el requisito mínimo del respectivo empleo, 
siempre y cuando dicha formación adicional sea afín 
con las funciones del cargo, y un (1) año de experiencia 
profesional específica o relacionada. 

Título de formación universitaria o profesional adicional a 
la formación universitaria o profesional exigida en elTeq;úisito 
mínimo Oor <tres (3) años de experiencia profesional específica 
o relaciónada. 

Titulo de formación universitaria o profesional por título de 
tecnó]ogo especializado y viceversa. 

Título deformación univrsitaria:o profesional por el grado 
de oficial de•'ias 'FuerzasMiIitares odé'la 'Policía Nacional, a 
partir del grado de Capitáñ ó de Teniente de Navío 

ARTICULO 4. AdiciÓnase el Artículo 25 del Decreto 590 
de 199

,
3, sobre reqiiisitoespeçiales para álgunas.denornina- 

ciones, así . 

CODIGO DENOMINACION Y REQUISITOS MINIMOS 

3021 RESTAUFADOR 
Para los grados 07 y  08, diplóma de bachiller y 
curso específico sobre Conservación y/oRestau-
ración míñimo de un (1) año: ,  

Para los grados 09 y 10 diploma de Bachiller,  
curso específico sobre restauración minimo de un 
(1) año y un (1) año de experiencia específica o 
relacionada con Restauración y la Conservación. 

Para los Grados 11 al 14 terminación y aproba-
ción de estudios en la Escuela de Conservación. 
Restauración y Museología o en entidades nacio-
nales o extranjeras convalidada por Colcultura y 
dos (2) años de experiencia específica o relacio-
nada con Restauración y/o Conservación. 

Para los grados 15 en adelante, credencial otorga-
da por Colcultura respecto a los estudios de Con-
servación y/o Restauración y dos (2) años de 
experiencia específica o relacionada con Resiau-
rac ion.  

cífico y dos (2) años de experiencia específica o 
relacionada. 

Para los grados 10 al 13 aprobación de cuatro (4) 
años de educación básica secundaria, curso especí-
fico y dos (2) años de experiencia específica o 
relacionada. 

ARTICULO 5 DE LAS DISCIPLINAS ACADEMI-
CAS. El artículo 26 del Decreto 590 de .1993 quedará así:. 

Para los empleos que exijan como requisito mínimo el título o 
la aprobaión ,de añosdé estudio eti educación: iiperiórñ las 
modalidadesde formación, técnica profesional, tecnológicao 
universitaria, al elaborar los manualesespecíficos, las entida-
des determinaránlas disciplinas académicas teniendo en cuen-
ta la naturaleza dejas fuiiciones del .émpleo, de la deperídencia 
o del área de desempeño. 

En todo caso, los estudios que se exijan dében pertenecera una 
misma disciplina académica. 

PARAGRAFO. Para desemí eñar los empleos de Sujerir-
tendente, Gerente o Director General Presidente de Estable-
cimiento Publico o de Empresa Industrial y Comercial del 
Estado o Director de Unidad Administrativa Especial quien 
sea nombrado deberá acreditar como requisito de educación, 
salvo lo dispuesto en Ley.o RegImento Especial, el título en 
una de las disciplinas academicas señaladas en el manual 
específico del organismo respectivo, u otra formación univer-
sitaria o profesional y experiencia relacionadas con las funcio-
nesu objetivos generales de la respectiva entidad. 

PARAGRAFO 2. En las convocatorias a concurso para la 
provisión de los empleos de carrera, se indicarán las disciplinas 
académicas que se requieran, de acuerdo con las necesidades 
del servicio y de la Institución. 

ARTICULO 6. El presente Decreto rige a partir de la fecha 
de su publicación y modifica en lo pertinente los Decretos 590 de 
1993 y 406 de 1994 y deroga el Decreto 2283 de 1994. 

PUBLIQUESE Y CUMPLASE 

Dado en Santafé de Bogotd. D.C.. a 20 de febrero de 1995 

4072 TRAMOYISTA 
ERNESTo SAMPER PIZANO 

Para los grados 07 a 09 aprobación de (los (2) El Director del Departamento Administrativo de la Función Pública 

años de educación básica secundaria, curso espe- (Fdo.) EDUA RDO GONZALEZ MONTOYA 
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AGENDA BIBLIOGRAFIcA 

Reforma Salarial de los servidores públicos 1995. le-
partamento Administrativo de la Función Pública. 1995. 

La Reforma Salarial de 1995 contiene los 50 decretos 
expedidos por el Gobierno Nacional, de acuerdo con lo 
establecido én la Ley 4 de 1992, .medinte los cuales se fija 
el régimen salarial de los empleados públicos de la Rama 
Ejecutiva en el orden nacional, de la Rama Legislativa, de 
la Rama Judicial, de los Organismos de Control, de la 
Organización Electoral, de los Miembros del Congreso y de 
la Fuerza Pública. 

En 1995, la Reforma Salarial busca defender el poder 
adquisitivo de los funcionarios públicos dentro de un marco 
que la haga compatible con las nietas macroeconóliiiCas. En 

este sentido se estableció un aumento del 18% para todos 

los empleados públicos con excepción del grado 01 que 

recibirá un aumento del 20.5%. Este aunientO Sigue los 

lineamientos del Pacto Social que acordó una mcta de 

inflación del 18% para el presente año. 

Younes Moreno, Diego. Curso Elemental de Dere-
cho Administrativo Ediciones Jurídicas Gustavo ibá-
ñez. 1994, 304 p. 

Desde 1985, el doctor Diego Younes Moreno, hoy 
Presidente del Consejo de Estado, ha presentado los dife-
rentes aspectos del derecho administrativo con un enfoque 
académico para ponerlo al alcance tantó de estudiantes 
como de entendidos del tema. 

El libro está dividido en once capítulos bajo el siguieri-
te orden: Nociones Generáles, Cónceptos Básicos de Orga-
nización Administrativa, La Administración Central, La 
Administración Descentralizada, Organización Adminis-
trativa Deparlamentai,.Organización Administrativa Muni-
cipal, el Distrito Capital deSantafé de Bogotá, 1 Acto 
Administrativo, la Conúatación Estatal, ContrdIessohre la 
Administración según la Constitución de 1991,. y la Res-
ponsabíiidaddel 'Estado.. 

. ReptbIicadCoIombi 

Reforma Salarial 

de los servidores públicos 

1995 

AK ' 
Función Pública 

/ 
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AGENDA BIBLIOGRAlIcA 

Hincapié Silva, César. El Camello 
ri de la Planeación. Armenia : Quingráfi- 

cas, 1993. 374 p. 

Esta obra es un importantísiipo 
aporte al estudio de la planeación pú-
blica en Colombia, producto de mu-

chos años de experiencia y de labor 
investigativa y docente del autor. 

Enfoca con mucha claridad as-
pectos como: antecedentes históricos, 

políticos: etapas, modelos, principios, 

métodos de la planeación; cómo debe 

¿ 
llevarse a cabo este proceso en la ad- 

. 
ministración pública. Analiza las ex- 

periencias de países como Francia, 

Estados Unidos, España, Italia, Rusia, 

Puerto Rico, Brasil. Se complementa 

la obra con la descripción de los aspectos legales que regulan el tema de la 

planeación. 

Carrera Administrativa en el Sistema de Seguridad Social en Salud 

La Comisión Nacional del Servicio Civil, en cumplimiento de su función cons-

titucional de administrar y vigilar la carrera administrativa de los empleados del 

Estado, entre ellos, los regulados por sistemas específicos de administración de 

personal como es el caso de los del Sistema de 

Seguridad Social en Salud, fijó los alcances de las 

disposiciones vigentes para estos últimos y los 

cer por el Presidente de la Comisión a través de las 

debida aplicación, los cuales fueron dados a cono-

criterios que han de tenerse en cuenta para su 

ADMINISTRATIVA 
CARRERA 

Circulares Nos. 5000-007 de 1993. 5000-002 y 
EN EL SISTEMA 5000-006 de 1994, el Acuerdo No. 002 de 1994 y 

DE SEGURIDAD SOCIAL el oficio No. 14304 de diciembre de 1993. 
EN SALUD 

Esta publicación. además. hace acopio, en 

forma armónica y concordante, de todas las 
£ ç ttiiIti 1(1111 disposiciones que rigen la carrera adniinistrati- it sim tt 

va de los empleados de ¿as entidades públicas 

del Sistema de Seguridad Social en Salud (an- 

tes Subsector olicial del Sector.  Salud). espe- 

cialmente de las de la Ley 27 de 1992  y de sus 

normas complementarías en aq nc 1 los aspectos en que nioditicaron la Ley 61 de 

1987 apI cable a estos empleados por expresa remi sióii que hizo la Ley lO (le 

1990. reiterada por el artículo 675 del Decreto-Ley 1298 de 1994. 
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Colombia. Ministerio de Gobierno 
La Corrupción al Descubierto. Santafé 
de Bogotá : Mingobierno, 1994. 54 p. 

Está publicación reúne las ponencias 

presentadas al Primer Foro Internacio- 

nal de Lucha Contra la Corrupción Ad-

ministrativa celebrado en Santafé de 

Bogotá durante los días 16 y 19 de no-

viembre de 1993, organizado por el Mi-

nisterio de Gobierno, la Consejería Pre-

sidencial para la Modernización del Es-

tado, la Universidad 'de los Andes y el 

Programa de las Naciones Unidas para 

el Desarrollo. 

Con un total de 25 ponencias pre-

sentadas por teóricos y prácticos a nivel 

nacional e internacional se exponen ca-

sos y experiencias. cuyo estudio y anúl 1-

sis puede servir de base para la Formula-

ción y aplicación de políticas que contri-

huyan a erradicar la corrupción adminis-

trativa cii el país. Dentro (le los países 

participantes están Estados Unidos. Fran-

cia. Italia. España, Ecuador. Argentina. 

Bol i vía. Venezuela y Panamá. 
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